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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña.                     

Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes Lillo, y diversos asesores de Comités.         

Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.
III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Las actas de las sesiones 66ª, ordinaria, en 28 de noviembre; 67ª, especial, y 68ª, ordinaria, ambas en 29 de noviembre de 2017, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.



IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Vicepresidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Leopoldo López Mañez (boletín Nº 10.589-06).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín Nº 7.963-06).



2) El que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (boletín Nº 11.200-06).



Con el cuarto retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que regula el uso de plásticos desechables de un solo uso (boletín Nº 10.054-12).



Con los dos últimos hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que regula la protección y el tratamiento de los datos personales y crea la Agencia de Protección de Datos Personales (boletín Nº 11.144-07).



2) Sobre modernización y fortalecimiento de la Dirección del Trabajo (boletín Nº 11.430-13).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados:



Con el que comunica que ha aprobado el proyecto que crea el Servicio Nacional Forestal y modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones (boletín Nº 11.175-01) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes normas:



-Artículo 1º, inciso segundo, de la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1º, inciso segundo, de la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y el artículo 17 B, inciso segundo, de la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas.



--Se manda archivar los documentos.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1º, inciso segundo, de la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1º, inciso segundo, de la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y el artículo 17 B, inciso segundo, de la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas.



-Inciso cuarto del artículo 171 del Código Tributario.



-Artículo 277 del Código Procesal Penal.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del Tribunal Calificador de Elecciones:



Comunica que ha concluido el proceso de calificación de la votación para elegir Presidente de República, debiendo proceder a una segunda votación, y acompaña la sentencia dictada.



Del señor Contralor General de la República:



Da respuesta a solicitud, enviada en nombre del Senador señor Araya, para informar sobre el financiamiento del proyecto denominado “Relleno Sanitario Chaqueta Blanca” en Antofagasta.



Del señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos:



Contesta petición, enviada en nombre del Senador señor Navarro, para informar sobre el cumplimiento del derecho a amamantar de las madres trabajadoras de Gendarmería de Chile.



Del señor Subsecretario de Justicia:



Informa solicitud, expedida en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las personas sancionadas por infracción a la Ley de Pesca.



De la señora Subsecretaria de Evaluación Social:



Atiende petición, expresada en nombre del Senador señor Navarro, para informar sobre el proyecto “Reposición del Edificio Consistorial de Coronel”.



Del señor Superintendente de Seguridad Social:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Chahuán, relativa al término de la prestación complementaria de la Caja Los Andes, consistente en la devolución del aporte del 1 por ciento de las pensiones.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de CAPREDENA:



Contesta solicitud, expedida en nombre del Senador señor Chahuán, acerca de la inclusión de beneficios en la pensión de retiro de la persona individualizada.



Del señor Director Ejecutivo de CONAF:



Informa petición de información, enviada en nombre del Senador señor Matta, sobre el humedal Ciénagas del Name, en la comuna de Cauquenes.



Responde solicitud, expedida en nombre del Senador señor Horvath, relativa a las necesidades de reforestación con especies nativas del país.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile:



Da respuesta a requerimiento de información, formulado en nombre del Senador señor Navarro, con relación a las estadísticas de los accidentes ocurridos en la Ruta 5 Sur, entre Castro y Quellón, en el período indicado.



Del señor Director (s) del SERVIU de la Región de La Araucanía:



Remite antecedentes sobre las obras de mejoramiento de la interconexión vial del tramo Temuco-Padre Las Casas (tercer puente), consulta realizada en nombre del Senador señor García.



De la señora Jefa del Departamento de Transparencia y Documentación del Instituto de Previsión Social:



Contesta solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, sobre el convenio de cooperación celebrado entre el Director del IPS de la Región de Los Ríos y la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministro Suplente del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, al señor Jorge Retamal Valenzuela (boletín Nº S 1.952-05) (con la urgencia del inciso segundo del Nº 5º del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 2).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministros Titulares del Tercer Tribunal Ambiental de Valdivia, al abogado y a la licenciada en ciencias, respectivamente, señor Iván Hunter Ampuero y señora Sibel Villalobos Volpi (boletín Nº S 1.953-05) (con la urgencia del inciso segundo del Nº 5º del artículo 53 de la Constitución Política) (Véase en los Anexos, documento 3).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que instaura el día 12 de marzo de cada año como Día Nacional del Trabajador Papelero (boletín Nº 8.875-13) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre modernización y fortalecimiento de la Dirección del Trabajo (boletín Nº 11.430-13) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Quedan para tabla.
Moción



De los Senadores señores García y Tuma, con la que inician un proyecto que prorroga la vigencia de la ley Nº 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos, y modifica su artículo 4º para permitir la enajenación de los sitios que cuenten con la recepción provisoria (boletín Nº 11.523-14) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.
Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor De Urresti, señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Girardi, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva adoptar las medidas pertinentes para fortalecer y potenciar la formación e inserción regional equitativa de profesionales hematólogos; habilitar los establecimientos hospitalarios del sistema público para realizar trasplantes de médula, especialmente, mediante el sistema haploidéntico, evitando así la compra de servicios por este concepto en el sistema privado y las listas de espera de pacientes con donantes (boletín Nº S 1.956-12) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Queda para ser votado en su oportunidad.
Comunicaciones



Del Grupo Bicameral de Transparencia, con la que informa la aprobación del Segundo Plan de Acción de Parlamento Abierto 2017-2018 del Congreso Nacional.



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, con la que informa que ha elegido Presidente al Senador señor Víctor Pérez Varela. 



--Se toma conocimiento. 

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:


Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que aprobó, con las excepciones que señala, las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto que modifica la ley Nº 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile (boletín Nº 6.191-19), y comunica la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Se toma conocimiento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, se designa a los integrantes de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para integrar la referida Comisión Mixta.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, pido que recabe el acuerdo de la Sala para abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, de 18 a 19 horas de hoy.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Eso está considerado en los Acuerdos de Comités, Su Señoría, de lo cual pronto daremos cuenta. 
El señor MONTES.- Bien.

)----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señor Presidente, pido que solicite la unanimidad de la Sala para que la iniciativa que prorroga la vigencia de la ley que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos, moción de la que se acaba de dar cuenta hoy, presentada junto con el Senador García, que contiene solo dos artículos, sea discutida por la Comisión de Vivienda y Urbanismo en general y en particular en su primer informe.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se accede. 

)----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero plantear dos consideraciones.



La primera se relaciona con el oficio que ha llegado desde la Cámara de Diputados mediante el cual se comunica la aprobación del proyecto que crea el Servicio Nacional Forestal y modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



Pienso que tal iniciativa se relaciona de manera muy directa con el proyecto que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, materia que está en discusión en la Comisión de Medio Ambiente. 



Por ello, pido que la iniciativa sobre el Servicio Nacional Forestal sea vista también por el referido órgano técnico.



En segundo lugar, se ha entregado a todos los Senadores y las Senadoras -está en sus manos- el segundo Plan de Acción de Parlamento Abierto 2017-2018 del Congreso Nacional, que ha elaborado el Grupo Bicameral de Transparencia.



Este documento fija los compromisos sobre transparencia, tanto interna como la que el Congreso busca propiciar, para lo que queda de este año y el próximo. 



Este trabajo lo elaboró el Grupo Bicameral en conjunto con la sociedad civil. ¡No lo hicimos solos! Incorporamos a organismos de la ciudadanía a efectos de identificar las necesidades, falencias o demandas por mayor transparencia del Parlamento. 



De hecho, este Plan hace un fuerte hincapié en una mayor participación de la ciudadanía en el propio proceso legislativo, para lo cual se han dispuesto una serie de ideas e iniciativas que esperamos implementar en el curso del próximo año. 



Quise subrayarlo porque es un esfuerzo muy significativo que hace nuestro Congreso en esta materia. Y, en cierto sentido, es una iniciativa líder en cuanto a lo realizado por los parlamentos en el ámbito de la transparencia a nivel internacional.



He dicho.

)---------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me quiero referir a la petición del colega Hernán Larraín.



Yo soy miembro de la Comisión de Medio Ambiente -lo he sido durante mucho tiempo- y veo el siguiente problema.



Me habría encantado discutir en dicha instancia el proyecto que crea el Servicio Nacional Forestal. Pero ocurrirá algo similar a lo que pasa con la iniciativa sobre el Servicio de Biodiversidad: después de varios años en ese órgano técnico, se despachará a la Cámara de Diputados, y ahí ya no verá la luz en este Gobierno.


La situación de la CONAF es crítica, lo que se refleja en el fallo del Tribunal Constitucional y en el conjunto de normativas que requiere un urgente fortalecimiento, en especial en lo relacionado con incendios forestales. De hecho, se incorpora un capítulo completo sobre planificación, prevención, robustecimiento institucional, regulación y, particularmente, ordenamiento de planes de combate a incendios forestales.



En las circunstancias en las que estamos, si el proyecto sobre CONAF pública va a la Comisión de Medio Ambiente, tampoco será aprobado durante la actual Administración. 


En definitiva, nos podríamos quedar sin ninguna de las dos iniciativas mencionadas.


Considero que el elemento más conflictivo será el artículo 9º, relativo a la tuición de administración de las áreas silvestres protegidas. El proyecto sobre CONAF pública mantiene la tuición en dicha entidad, por casi la unanimidad de los Diputados (me dicen que la votación fue de 84 contra 2). Y en el que debate el Senado esa tuición queda en manos del Servicio Nacional de Biodiversidad. 



Ese es el punto crítico en dos iniciativas que se trabajaron de manera paralela en nuestra Corporación y en la Cámara de Diputados. Se presenta una contradicción, lo que ocurre muchas veces. Por cierto, son dos servicios distintos. 



Por lo tanto, analizar el proyecto que crea el Servicio Nacional Forestal en la Comisión de Agricultura y después llevarlo a la Sala permitirá abrir una oportunidad para discutir en cuál de los dos organismos antes señalados queda dicha tuición. 


Sin embargo, al remitirlo a la Comisión de Medio Ambiente, nos dejará en enero sin la posibilidad de despachar ninguna de las dos propuestas legislativas: la que crea el Sistema de Biodiversidad y la que crea el Servicio Nacional Forestal, lo que nos deja sin instrumentos para enfrentar esa área.



Yo preferiría que debatiéramos esta última iniciativa en la Comisión de Agricultura y después en la Sala. 


En definitiva, después de una larga espera y de un fallo del Tribunal Constitucional, que dice que la CONAF es inconstitucional, dicho organismo no ha procedido a decretar su cierre solo por las consecuencias que ello acarrea. Este tribunal, además, ha dado instrucciones en orden a que ninguna normativa de carácter forestal puede incluir a la CONAF, mientras esta no sea un organismo definido y no el híbrido que actualmente es: una corporación privada que recibe fondos públicos. 



En consecuencia, frente a la situación descrita, pido que se someta a votación la petición de enviar el referido proyecto a la Comisión de Medio Ambiente.



Estoy a favor de tener una CONAF pública a la brevedad, no solo para proteger el bosque nativo y regular las plantaciones forestales exóticas, sino también para entregarle facultades en materia de combate a incendios forestales, previendo que habrá un caluroso verano.



Lo he venido diciendo durante meses en este Hemiciclo: si no contamos con una CONAF fortalecida, los efectos del cambio climático nos golpearán. 



Deseo recordar que el año pasado en Portugal fallecieron 47 personas atrapadas en sus automóviles por las llamas de un incendio forestal. Las carreteras concesionadas en Chile presentan severos riesgos, de similar magnitud. Necesitamos una CONAF pública con recursos y facultades normativas y de fiscalización. Ello está en la iniciativa que viene de la Cámara de Diputados.



--(Aplausos en tribunas). 



Por tanto, si el Senador Larraín insiste en enviar el proyecto a la Comisión de Medio Ambiente -hay algunos miembros de ella en la Sala-, le pido, señor Presidente, que ponga en votación la solicitud.



He dicho. 
)-----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, deseo que pida la autorización de la Sala para que la iniciativa, originada en una moción de mi autoría junto con los miembros de la Comisión de Salud, que busca estimular la actividad física y el deporte en los establecimientos educacionales sea discutida en general y en particular durante el primer informe. 


Estamos trabajando en conjunto con el Ejecutivo. 



El órgano técnico está encabezado por el Senador Girardi y esta solicitud fue acordada por todos sus miembros. 


Aprobar tal petición nos permitiría apurar el despacho de este proyecto.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo requerido.


--Así se acuerda.

)-----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- ¿Cómo resolvemos lo relativo a la iniciativa que crea el Servicio Nacional Forestal?

El señor COLOMA.- Que se vote, señor Presidente.
El señor NAVARRO.- Votemos.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En votación la solicitud del Senador señor Larraín, en orden a enviar la iniciativa que crea el Servicio Nacional Forestal, además de a la Comisión de Agricultura, a la de Medio Ambiente y Bienes Nacionales. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con la propuesta votan que sí; quienes no lo estén se pronuncian en sentido contrario. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Consulte, señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--El proyecto pasa también a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales (12 votos a favor y 10 en contra).



Votaron por la afirmativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Hernán Larraín, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica e Ignacio Walker. 


Votaron por la negativa la señora Goic y los señores Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Navarro, Quintana, Quinteros, Rossi y Tuma. 

)----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Saludo a los alumnos de 6° y 7° básicos del Colegio del Valle, Quinta Región, y de 5° a 8° básico de la escuela Los Nogales, de Villa Tijeral, comuna de Renaico, que nos acompañan en las tribunas. 



¡Bienvenidos al Senado!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos: 



1.- Tratar, en el segundo lugar del Orden del Día de esta sesión, el asunto signado con el número 4 de la tabla, esto es, el informe de la Comisión Mixta formada para resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



2.- Abrir nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología (boletín N° 11.101-09), de 18 a 19 horas del día de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Hacienda. 

)------------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Pido autorización a la Sala para que puedan ingresar el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, y además un asesor por cada Comité, tal como se me ha solicitado. 



--Así se acuerda. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, quiero pedir a esta Honorable Sala -ya lo he hablado con muchos de sus miembros- que, a propósito del proyecto que comenzaremos a ver sobre cómo se va a regular la elección de gobernadores regionales, y entendiendo que probablemente se solicitará alguna votación separada, se pueda abrir la votación al comienzo de la discusión, respetando los tiempos, y dejar para el final lo que al parecer tendrá mayor discusión, que es lo relacionado con el período de tres o cuatro años de los cores. 



En lo demás hay acuerdo y, tal como les he explicado a los Comités, sería deseable abrir la votación, porque se encuentra entre nosotros el Senador Antonio Horvath -cuya situación la mayoría ya conoce-, quien obviamente tiene especial interés en votar dicho proyecto de ley, pero atraviesa por una urgencia particularísima. 



Por eso, formulo esta petición a la Sala, que luego podrá continuar con aquellas normas que se pida votar por separado. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición del Honorable señor Bianchi. 



--Se accede a lo solicitado. 

El señor BIANCHI.- Gracias, señor Presidente. 

V. ORDEN DEL DÍA
REGULACIÓN DE ELECCIÓN DE GOBERNADORES REGIONALES

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.200-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 22ª, en 13 de junio de 2017 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 32ª, en 18 de julio de 2017. 



Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 66ª, en 28 de noviembre de 2017. 



Hacienda: sesión 66ª, en 28 de noviembre de 2017.



Discusión:



Sesiones 34ª, en 19 de julio de 2017 (queda pendiente la discusión en general); 35ª, en 1 de agosto de 2017 (se aprueba en general).
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión de 1° de agosto de 2017. 



La Comisión de Gobierno deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 1°, números 1, 4, 8, 9, 12 a 17, 21, 23, 24, 30, 34, 35 a 43, 45 a 48, 50 y 52; el artículo 2°, números 1, 2, 4 y 5; el artículo 3°, números 1 y 2, y los artículos 4° a 8°, y 10, números 2 a 8, así como el artículo tercero transitorio, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación. 



En todo caso, hay que dejar constancia del quorum respecto de todos estos artículos (con excepción del tercero transitorio, que es de quorum simple), por ser de rango orgánico constitucional y requerir para su aprobación 20 votos favorables. 



Además, el número 43 del artículo 1° es un precepto de carácter orgánico constitucional que debe ser aprobado por tres quintos de los Senadores en ejercicio, por lo que requiere 21 votos favorables. 



En este momento hay 27 señores Senadores en la Sala. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Si no hay inconveniente, se aprobarán.



--Se aprueban las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones (27 Senadores presentes), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional requerido. 
El señor LABBÉ (Secretario General).- Ahora bien, igualmente con 20 votos favorables debe ser aprobado en particular el número 57 del artículo 1°, norma orgánica constitucional que, sin perjuicio de haber sido objeto de indicaciones, no sufrió modificaciones en el segundo informe y, de consiguiente, habría que darlo por aprobado con el mismo quorum. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se da por aprobado.



--Se aprueba el número 57 del artículo 1° (27 Senadores presentes), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional exigido.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Gobierno efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, la mayor parte de las cuales aprobó por unanimidad, mientras que otras solo lo fueron por mayoría de votos y serán puestas en discusión y votación en su oportunidad. 



Dentro de las enmiendas aprobadas por mayoría, se encuentra la que recae en el numeral 18 del artículo 1°, que requiere tres quintos de los señores Senadores en ejercicio para su aprobación, o sea, 21 votos. 



La Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de las normas de su competencia y no introdujo modificaciones al texto despachado por la Comisión de Gobierno. 



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas. 



Todas las enmiendas unánimes deben ser aprobadas con 20 votos favorables, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas.



--Se aprueban las enmiendas unánimes (28 Senadores presentes), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional requerido. 
El señor LABBÉ (Secretario General).- Hago presente a Sus Señorías que, salvo el artículo tercero transitorio, la totalidad del proyecto reviste carácter orgánico constitucional, por lo que las disposiciones que no han sido mencionadas en las categorías precedentes requieren para su aprobación particular 20 votos favorables, con excepción, como se dijo, de una aprobada por mayoría, que necesita reunir tres quintos de los señores Senadores en ejercicio.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por la Comisión de Gobierno y el texto como quedaría de aprobarse estas modificaciones.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, creo que la importancia del presente proyecto de ley radica en que constituye la culminación de un debate que se ha llevado a efecto no solo en el Parlamento, sino también en cada uno de los territorios, respecto a la necesidad de que la máxima autoridad que haya en todas las regiones sea una autoridad elegida.



Lo anterior le confiere legitimidad ante la comunidad, ante la población, acerca de las decisiones que se tomen, e independencia para discutir con el poder central, con el Ejecutivo, cuáles serán las necesarias medidas que cada región deba adoptar frente a su propia realidad.



Estamos avanzando hacia una verdadera regionalización. Hasta ahora tenemos una regionalización centralizada, donde el Ejecutivo adopta todas y cada una de las decisiones. 



Cuando nosotros realizamos este debate, lo hicimos vinculándolo con el traspaso de competencias, tema que será abordado en el proyecto que vamos a ver con posterioridad a la aprobación de esta reforma, que regula la elección de los gobernadores regionales. Y la condición que ahí pusimos fue justamente que se efectuara un verdadero traspaso de competencias. Por supuesto, falta mucho por avanzar en esta materia, pero debo reconocer que se ha corrido el cerco, pues los gobiernos regionales, a partir de la aprobación de la iniciativa mencionada, tendrán competencias que antes no tenían y que irán alcanzando gradualmente.



No obstante, señor Presidente, quiero hacer un punto, no sobre las normas ya aprobadas por unanimidad, sino respecto de aquella donde existe controversia, en lo principal porque se están cambiando las condiciones generalmente conocidas de la elección de consejeros regionales, quienes fueron escogidos por cuatro años -todo el mundo lo entendió así- y cuyo período ahora se estaría reduciendo.



Es cierto que resulta deseable que todas las autoridades territoriales sean elegidas al mismo tiempo. Hubo un debate sobre si ello debía ocurrir el 2017. Muchos nos opusimos, precisamente porque no se estaban haciendo las debidas transferencias de competencias y facultades a los gobiernos regionales. Pero cuando en definitiva tomamos la decisión unánime de que la elección de gobernadores se efectuara el 2020, en algún momento también establecimos que la de consejeros regionales se realizara el mismo año. 



En justicia, lo que deberíamos hacer -en mi opinión, por unanimidad- es mantener el período de vencimiento del mandato de los cores recientemente electos -es decir, hasta el 2021, cuando cumplen los cuatro años- y ajustar el período siguiente, de tal manera que los nuevos sean elegidos conjuntamente con las demás autoridades regionales y comunales.



A mi entender, es el asunto que debemos resolver, concordando en la necesidad de votarlo separadamente o, si no hay necesidad de ello, de al menos recabar la unanimidad de la Sala en el sentido indicado, para que la ciudadanía, más que los candidatos recién electos, quede tranquila en cuanto a que ha elegido consejeros regionales por un período de cuatro años.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- A continuación, tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente, para plantear un tema reglamentario?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Sí, señor Senador.

El señor ESPINA.- Me gustaría saber en qué parte del debate nos encontramos, porque estamos en la discusión particular del proyecto.



No sé si el señor Secretario nos puede informar, porque ignoro qué artículo se está viendo.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señor Senador, se dieron por aprobadas todas las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, así como una que, habiendo recibido indicciones, no sufrió alteraciones. Y también se dieron por aprobadas todas las enmiendas unánimes.



Todo ello se hizo con los quorums correspondientes, porque el proyecto completo, salvo su artículo tercero transitorio, es de rango orgánico constitucional.



Tal como bien lo ha indicado el señor Senador, ahora nos hallamos en la discusión particular, donde solo se debaten y votan por separado las normas aprobadas por mayoría en las Comisiones, en este caso la de Gobierno. Y la primera de ellas aparece en la página 5 del comparado.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, le quiero pedir a la Secretaría que revise la página 35, donde figura el artículo 23 ter, que establece que “No podrán ser candidatos a gobernador regional”, y enseguida enumera las letras a), b), c), para luego repetir la letra b). Es lo que al menos aparece en el comparado que yo tengo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Me acaba de informar el Secretario de la Comisión de Gobierno que eso se ha corregido en el comparado, para que el texto diga: “b) Los diputados y senadores. c) Los alcaldes y concejales”.

El señor ESPINA.- ¿Y la letra d)? ¿Parte con “Los miembros y funcionarios…”?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es, señor Senador.

El señor ESPINA.- Es lo que quería saber, para que no hubiese errores en la redacción.



Gracias.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- El Senador señor Chahuán había pedido la palabra.

El señor CHAHUÁN.- ¿Puede abrir la votación sobre el punto en debate?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Eso no tenía nada que ver con lo que está en discusión, señor Senador.

El señor CHAHUÁN.- De acuerdo.



Señor Presidente, solo quiero señalar que comparto la inquietud manifestada por el Senador Tuma en términos de que debe respetarse el mandato dado por la ciudadanía a los consejeros regionales recién electos.



En tal sentido, un grupo de parlamentarios de Chile Vamos ha presentado una indicación para hacer coincidir los períodos correspondientes a partir de la siguiente elección, que es la del 2021.



Ciertamente, resulta muy relevante darle tranquilidad a la ciudadanía en cuanto a que los consejeros regionales recién electos por cuatro años se mantendrán en sus cargos hasta la totalidad de su mandato. 



Quiero reiterar que este es un proyecto que dice relación con una urgencia de país en términos de generar que todos los territorios alcancen la plenitud de su potencial. Y esto implica la posibilidad de un mayor umbral de desarrollo de Chile.



En ese contexto, ya que es emblemático el proyecto relativo a la elección de los gobernadores regionales, vamos a insistir en que estos puedan rendir cuenta ante la ciudadanía de sus respectivos territorios.



Sin embargo, más allá de los problemas y las diferencias que tenemos con la iniciativa asociada, relacionada con el traspaso de competencias -yo diría que todavía no genera claridad-, ciertamente, un grupo de Senadores de Chile Vamos aprobaremos ambas iniciativas, porque creemos necesario comenzar este proceso descentralizador, más allá de que lo podamos corregir antes de que comience el ejercicio pertinente.



He dicho.



Señor Presidente, ¿puede abrir la votación?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Sí, pues dio el acuerdo la señora Senadora que se oponía.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, corresponde votar la letra a, que dice: “En su párrafo primero intercálase, entre su voz final ‘región’ y el punto aparte (.) que le sigue, la frase ‘que no dependan o se relacionen con el Gobierno regional’, antecedida de una coma (,).”.



En la Comisión fue aprobada por mayoría: tres votos a favor, de los Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros; y uno en contra, del Senador señor Espina.

El señor NAVARRO.- ¿En qué página?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Página 5 del comparado.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, quería sugerir a la Mesa que fuéramos por orden.



Se ha pedido abrir la votación para que el Senador Horvath pueda votar. Él participó bastante en este proyecto.



Los artículos en que no estemos de acuerdo, o en que la minoría quiera formular alguna indicación, veámoslos en el momento oportuno. Pero sigamos avanzando, porque también la Comisión Mixta aprobó el traspaso de competencias.



Queremos dar a conocer aquello en la Sala para poder adelantar en este proceso.



¡He escuchado a todos decir que se trata de un proceso emblemático, que es muy importante para las regiones…! Entonces, avancemos de una vez.



Continuemos en orden, y no estemos picando por acá y por allá.



Nada más, señor Presidente.

El señor CHAHUÁN.- Pero ¿cuál es el problema?

El señor LARRAÍN.- ¡Tampoco lo veo!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, para que vayamos en orden y rápido, quiero explicar qué estamos votando.



Lo que aparece en la página 5 tiene que ver con las atribuciones que se entregan al delegado presidencial, muchas de las cuales radican actualmente en el intendente. Entre estas se encuentra la referida a proponer al Presidente de la República, en forma reservada, con información al Ministro del ramo, la remoción de los secretarios regionales ministeriales (o sea, de los seremis).



En este caso, esa atribución se le otorga al delegado presidencial.



Adicionalmente, se le traspasa lo que sigue: “En la misma forma podrá proponer al ministro respectivo o jefe superior del servicio, en su caso, la remoción de los jefes regionales de los organismos públicos que funcionen en la región.”.



¿Qué significa eso? Que los jefes de servicio de las regiones -por ejemplo, el director de un servicio de salud- van a depender del delegado presidencial, no del gobernador regional.



Por lo tanto, la remoción de aquel también la podrá pedir el delegado presidencial.



¿Cuál es el sentido de esta modificación? Ocurre que, a la larga, van a existir jefes de otros servicios que dependan del gobierno regional. Por tanto, podría suceder que el delegado presidencial pidiera su remoción. Por ello, se aprobó en la Comisión la frase: “que no dependan o se relacionen con el Gobierno regional”.



Es decir, la remoción de los jefes de servicio, que dependen del Gobierno central, podrá ser pedida por el delegado presidencial. Pero no así en el caso de un jefe de un servicio regional, que depende del Gobierno regional (servicio que todavía no existe, pero que irá apareciendo).



Quienes votamos a favor de lo que se propone, estamos diciendo -repito- que el delegado presidencial no podrá pedir la remoción de un jefe de servicio que dependa del Gobierno regional. El delegado presidencial solo podrá pedir la remoción del jefe de servicio que esté bajo su autoridad y -a través de él- en caso de un servicio centralizado.



Pongo un ejemplo para que se entienda, si no fue así, o si no se me escuchó al principio.

El señor WALKER (don Ignacio).- Senadora, está claro.

La señora VON BAER.- El servicio de salud depende del Ministro de Salud; el jefe de ese servicio (el director de salud a nivel regional) va a depender del delegado presidencial, el cual va a poder pedir su remoción.



Sin embargo, existirán otros servicios, no sabemos cuáles, que van a depender del Gobierno regional. Ese jefe de servicio no dependerá del delegado presidencial, sino que del Gobierno regional.



Por lo tanto -insisto-, la remoción de ese jefe de servicio que depende del Gobierno regional solo la podrá pedir el gobernador regional, y no el delegado presidencial.



He dicho.

El señor PROKURICA.- ¡Está claro!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta a la Mesa.



El Senador Chahuán ha informado que presentaron una indicación.



Quiero saber si es una indicación renovada, o si es una que sea admisible.

El señor CHAHUÁN.- Es renovada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- No hay ninguna indicación renovada formulada.

El señor PIZARRO.- Entonces, es una indicación nueva.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señor Senador, estamos viendo una votación por mayoría en la Comisión (página 5 del comparado).

El señor PIZARRO.- Señor Secretario, estoy hablando de otro tema.



Los Senadores plantearon una indicación con un texto distinto del que viene en la Comisión, y que implica cambiar la fecha del período de los cores.

El señor COLOMA.- ¡Eso es en otra materia!

El señor PIZARRO.- Así se nos ha informado recién en la intervención del Senador Chahuán.



Mi pregunta es si ella es admisible.



Además, si no es una indicación renovada, corresponde que se recabe la unanimidad de la Sala.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Lo único que se ha presentado es una solicitud del Senador señor Espina para que se revise la declaración de inadmisibilidad de la Comisión de Gobierno respecto a una indicación de su autoría. Tiene derecho a pedir que se revise, y debería votarse.



Esta agrega un nuevo inciso tercero al artículo primero transitorio, que dice: “La próxima elección de Consejeros Regionales se celebrarán, por única vez, conjuntamente con las elecciones parlamentarias y se verificarán en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.175.”.



Esta indicación fue declarada inadmisible por la mayoría de los miembros de dicha Comisión.



Nada más, señor Presidente.

El señor PIZARRO.- ¿Y la Mesa cómo la declara?

El señor LARRAÍN.- ¡Ese es otro tema!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Propongo que terminemos con la votación, y que discutamos lo referido a la indicación cuando corresponda.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quisiéramos seguir el orden, porque el Presidente de la Comisión de Gobierno, Senador Quinteros, señaló que teníamos que apurar la votación.



¡Y estamos votando la norma! Pero después veo que el Senador Pizarro -por su intermedio, señor Presidente- se refiere a una indicación que viene más adelante.



Ahora bien, quiero llamar la atención acerca de lo siguiente y, sobre todo, pedirle su opinión al señor Subsecretario. 



Respecto de la página 5, mi objeción no dice relación con que aquellos funcionarios que no van a depender del delegado presidencial puedan ser removidos por esta autoridad, porque sería ridículo -¡cómo va a remover a alguien que no depende de él!-, sino que estoy señalando que resulta absolutamente ambiguo decir “o se relacionen con el gobierno regional”.



Como, a mi juicio, este proyecto tiene entre sus problemas el que ocasionaría un conflicto entre el Gobierno regional y el delegado presidencial, lo único que pido es que se aclare el punto. 



Yo era partidario de eliminar las palabras “se relacionen” y que la norma de la página 5 solo dijera “que no dependan del gobierno regional”. Es lo correcto.



Sobre el particular, quiero que se aclare qué ocurre cuando hay un funcionario -pido atención- que depende del Gobierno central, vía delegado presidencial. Estoy hablando, por cierto, del actual intendente, que es nombrado por el Presidente de la República. Aquel tiene una relación permanente con el gobierno regional. Y la pregunta es quién lo puede destituir.



Solo se trata de una cuestión de sentido común. 



¡Esto no es una cosa ideológica! La idea es no tener una ley con conflicto.



A mí me parece que decir solo “que dependan del gobierno” -¡que dependan del gobierno!- significa que este puede sacar del cargo a las personas que dependen de él. ¿Pero qué implica eso de que “o se relacionen con el gobierno regional”? Fíjense que la norma así lo expresa: “o se relacionen”. 



Deseo preguntar lo siguiente: si hay un funcionario de un servicio público dependiente directamente de los ministerios, pero que por su actividad permanente se relaciona con el Gobierno regional, ¿nunca nadie lo va a poder destituir? Por cierto, no lo podrá destituir el gobierno regional, porque no depende de él; tampoco el Gobierno central, porque se trata de una persona vinculada con el gobierno regional.



Mi planteamiento es para aclarar lo anterior.



En su oportunidad, solo objeté que se utilizara la frase “se relacionen”, no para que se destituya al funcionario, sino porque se va a producir un conflicto.



¿Qué pasa si el gobierno regional quiere dejarlo en el cargo y el Gobierno central quiere destituirlo? ¿En qué va a terminar eso? Seguramente, en los tribunales del trabajo.



Entonces, mi objeción no tiene nada que ver con una cuestión ideológica ni con diferencias políticas, sino con una cosa práctica.



Yo soy partidario de que la expresión “se relacionen” sea suprimida y de que basta con que se diga -como señala el texto- “que no dependan (…) del gobierno regional”.



Esa fue la razón de mi objeción: evitar un conflicto. Sin embargo, no sé por qué se mantuvo aquella expresión. Y me gustaría que el señor Subsecretario lo explicara.



Ahora, si la norma queda así, yo por lo menos deseo dejar en claro para la historia fidedigna de la ley que la expresión “se relacionen” va a generar un conflicto, porque habrá personas respecto de las cuales no se sabrá quién finalmente será el superior jerárquico que las pueda confirmar en el cargo o pedir su remoción. Estoy hablando de personas de confianza.



Es importante saber quién hará eso.



Esa es la pregunta que formulo.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente -por su intermedio-, en cuanto a lo planteado por el Senador Espina, debo señalar que en la Comisión vimos que el concepto “relación” se refiere a los organismos que tienen personalidad jurídica propia, que no es lo mismo que dependencia, término este último que se halla ligado a organismos sin personalidad jurídica propia.



Esa es la relación que determinamos. Por eso en la Comisión se estimó necesario que quedaran las dos expresiones.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no quiero dilatar esto. Solo pido, si es posible, dividir la votación, porque no deseo echar abajo el artículo entero. Es decir, que la expresión “se relacionen” se vote separadamente.



Está bien el resto de la disposición. Lo que objeto es aquella parte de la página 5, primera columna, que dice: “En su párrafo primero, intercálase, entre su voz final “región” y el punto aparte (.)” -o sea, después del párrafo que señala: “En la misma forma, podrá proponer al ministro respectivo o jefe superior del servicio, en su caso, la remoción de los jefes regionales de los organismos públicos que funcionen en la región”.-, la frase “que no dependan o se relacionen con el gobierno regional”.



Mi única intención es que se suprima la expresión “se relacionen”, porque creo que llevará a confusión. Eso no está definido en ninguna parte.



Es todo lo que estoy pidiendo. 



En consecuencia, señor Presidente, si usted pudiera hacer que se votaran separadamente las palabras “se relacionen”, no tendría problema.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Lo lamento, señor Senador, pero estamos en votación. Y aparentemente no hay unanimidad para ello.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra a, que modifica la letra l),  propuesta por la Comisión de Gobierno (27 votos a favor y 2 en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma e Ignacio Walker.



Votaron en contra los señores Allamand y Espina.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, agregue mi voto, por favor.

El señor NAVARRO.- Y el mío.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores Coloma y Navarro.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, la otra modificación, aprobada también solo por mayoría en la Comisión, figura en la tercera columna del comparado y dice: “Intercalar, en su inciso segundo, entre la palabra ‘provincia’ y el punto final que le sigue (.) la frase ‘que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio’, precedida de una coma (,).”.



Dicha enmienda se aprobó por 3 votos a favor y uno en contra.

El señor ESPINA.- Con la misma votación, señor Presidente.

El señor QUINTEROS.- De acuerdo.

El señor NAVARRO.- Más las otras dos intenciones de voto favorable.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- ¿Le parece a la Sala aprobarla con la misma votación anterior?



--Con la misma votación anterior, más los votos de los Senadores señores Coloma y Navarro, se aprueba la letra a) del número 5, propuesta por la Comisión de Gobierno (29 votos favorables), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional exigido.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, está la proposición, aprobada igualmente por mayoría en la Comisión, que efectúa las siguientes enmiendas al artículo 23:


“--Reemplazar, en el inciso primero, la frase final que señala ‘, a las leyes, a los reglamentos supremos y a los reglamentos regionales’ por ‘y las leyes’.”.


Esa modificación fue aprobada por 4 votos a favor, de los Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Patricio Walker, y una abstención, del Honorable señor Espina.



La norma es de aquellas orgánicas constitucionales que requieren 21 votos para su aprobación, o sea, tres quintos de los señores Senadores en ejercicio.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, entiendo que hay permisos constitucionales que bajan el quorum a que se refirió el señor Secretario, que habló de “21 votos”, y entiendo que son 20 y 19, en realidad.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Su Señoría, las normas orgánicas comunes y corrientes necesitan 20 votos. Pero estas son orgánicas especiales; es decir, requieren 21 votos. Los quorum de aprobación de las disposiciones contenidas en el proyecto son, en general,  de 20 votos, por los Senadores que están con permiso constitucional.

El señor PIZARRO.- De acuerdo a lo que entendí en la reunión de Comités, había quorum de 20 y de 19 votos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- De 20 y 21, señor Senador. Y esta norma necesita 21 votos.

El señor PIZARRO.- Bien.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, retomando lo que han señalado los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, esta es una cuestión muy sencilla.



Aclaro que si hay problemas para reunir el quorum, yo votaré a favor.



No obstante, me parece bastante ridículo lo que pasa con el artículo 23 propuesto.



La norma comienza así: “El gobernador regional será el órgano ejecutivo del gobierno regional, correspondiéndole además presidir el consejo regional”.


¡Hasta ahí está perfecto!



Y luego, en forma rimbombante, categórica y muy certera, se agrega: “Ejercerá sus funciones con arreglo a la Constitución Política de la República, y las leyes”.



¿Me pueden explicar por qué hay que especificar que una autoridad cumple sus funciones de acuerdo a la Constitución Política y las leyes?



Entonces, eso habría que ponerlo en toda la legislación, porque es obvio que toda autoridad debe ejercer su cargo con arreglo a la Constitución Política y las leyes. No me imagino que en un artículo dijera: “Cumplirá sus funciones en desacuerdo con la Constitución Política y las leyes”.



Por tanto, hay un problema de redacción, pues es evidente que cualquier autoridad tiene que desempeñar sus funciones conforme a las normativas.



Ahora bien, si faltara quorum, yo no voy a hacer cuestión y votaré a favor. Solo quiero dejar constancia de que me parece redundante. Si estamos de acuerdo con incluir esa expresión, de aquí en adelante todos los artículos deberían decir “de acuerdo a la Constitución y las leyes”.



Creo que es una mala técnica legislativa repetir algo que es obvio.



Quizá al Senado ya no le interesa que nosotros redactemos las leyes con un sentido mínimo de lógica jurídica. Pero no voy a hacer cuestión, señor Presidente.



No sé si existe acuerdo para suprimir “y las leyes”, porque es evidente que se debe cumplir con la Constitución y las leyes. En todo caso, votaré a favor.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Si existiera unanimidad, se podría pedir a la Secretaría que redacte la proposición de manera adecuada.

El señor ESPINA.- ¡Que saque “las leyes” no más!

El señor TUMA.- “Si le parece”.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para eliminar el texto “, a las leyes, a los reglamentos supremos y a los reglamentos regionales”?



Acordado. 



Se deja constancia de que se encuentran presentes 25 señores Senadores, con lo que se reúne el quorum constitucional requerido.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde dirigirse a la página 78. Allí se encuentra el número 28, que propone agregar una letra d), nueva, que intercala una letra j) al artículo 36 de la ley sobre Gobierno y Administración Regional.



La enmienda de la Comisión se aprobó por mayoría de votos. Se pronunciaron a favor la Senadora señora Von Baer y los Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar. Se abstuvo el Senador señor Espina.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en este caso hubo un punto de discusión que se resolvió posteriormente en otro artículo.



No puedo retirar mi abstención. Sin embargo, voto a favor.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la modificación propuesta por la Comisión de Gobierno.



--Se aprueba la letra d), nueva, que intercala una letra j) en el artículo 36 de la ley sobre Gobierno y Administración Regional (26 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional exigido.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, les ruego dirigirse a las páginas 131 y 132 del comparado.



Allí se encuentra el número 48, que modifica el artículo 84 de la ley vigente. La Comisión, por mayoría de votos (se pronunciaron a favor los Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar y votó en contra el Senador señor Espina), sustituyó la letra e) aprobada en general por la siguiente:



“e) En el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, intercálase, entre las expresión ‘del candidato’ y la coma que le sucede, la frase ‘a consejero regional’, y sustitúyese sus expresiones ‘La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones’”, etcétera.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, hubo artículos en los que me abstuve a la espera de ver cómo se resolverían los siguientes. Y como la aprobación fue conforme a lo que queríamos, estamos en la misma situación anterior. En consecuencia, votaré a favor.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará con la misma votación anterior el nuevo texto de la letra e) del número 48.



--Se aprueba el nuevo texto propuesto por la Comisión de Gobierno para la letra e) del número 48, que modifica el artículo 84 de la ley sobre Gobierno y Administración Regional (26 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple con el quorum constitucional requerido.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, continuamos en las páginas 279 y 280.



Las modificaciones propuestas se aprobaron por mayoría de votos.



Además, el Senador señor Espina ha solicitado revisar la declaración de inadmisibilidad efectuada por la Comisión de Gobierno respecto de la indicación que propone agregar un nuevo inciso tercero en el artículo primero transitorio. El texto propuesto en la indicación es el siguiente: “La próxima elección de Consejeros Regionales se celebrarán, por única vez, conjuntamente con las elecciones parlamentarias y se verificarán en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.175”.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, esta indicación tiene que ver con lo que planteaba el Senador Tuma respecto al período de los consejeros regionales.



La discusión de la ley en proyecto se produjo antes y durante la campaña de los actuales consejeros regionales y cuando todavía no estaba definida bien la fecha de la elección de gobernador regional. Posteriormente, se aprobó que se lleve a cabo el año 2020, en conjunto con las elecciones de alcaldes y concejales.



Esa posición fue apoyada por varios de los miembros de la Comisión de Gobierno porque considerábamos que era positivo que la elección de todas las autoridades territoriales y locales fuese en conjunto (concejales, alcaldes, consejeros regionales y gobernador) y que en otra fecha se llevara a cabo la de parlamentarios y de Presidente de la República.



Sin embargo, la definición a que me referí coincidió con la elección recién pasada de consejeros regionales, quienes realizaron campaña con una normativa que fijaba su cargo en cuatro años. Y los que ganaron fueron electos por cuatro años. De no acogerse la indicación, nosotros les estaríamos cambiando las reglas del juego, diciéndoles que su período es de solo 3 años, pues la próxima elección sería el 2020.



¿Qué proponemos en esta indicación? Estamos planteando que la primera elección de gobernadores sea el año 2020 y que los siguientes comicios de consejeros regionales no se efectúen en ese año, sino en 2021, de manera de respetar el período de los recién electos consejeros regionales y que luego, el año 2021, se elijan los próximos consejeros regionales con las reglas del juego claras: sabiendo que van a estar en el cargo solo por 3 años.



Yo sé que aquí se va a plantear que la elección del primer gobernador regional será sin el acompañamiento de los consejeros regionales. Puede ser un punto. Pero también podría resultar favorable algo que ellos han señalado: el gobernador regional asumirá el primer año con un consejo que lleva tres años en funciones y, por lo tanto, sabe cómo funciona el gobierno regional, lo que sería incluso positivo.



¿Qué buscamos con esta fórmula? No cambiar las reglas del juego a los consejeros regionales recién electos…

El señor PROKURICA.- ¡Ni la voluntad popular!

La señora VON BAER.-… ni la voluntad popular, como bien señala el Senador Prokurica, conforme a la cual se acaba de elegir a estas autoridades por cuatro años. Y luego, para compatibilizar las fechas, se propone que los siguientes comicios se realicen en 2021.



El señor Secretario señaló que la indicación fue declarada inadmisible por inconstitucional en la Comisión de Gobierno.



Lo que sucedió en dicho órgano técnico es que se declaró inadmisible por ser supuestamente inconstitucional -eso fue lo que se planteó; nosotros no lo compartimos-, debido a que no se haría coincidir el período de los gobernadores regionales con el de los consejeros regionales, como mandata la disposición VIGÉSIMO OCTAVA transitoria de la Constitución.



Lo que dispone la Carta Fundamental es que ambos períodos deben coincidir, y por eso la indicación sería inconstitucional.



Sin embargo, nosotros los hacemos coincidir posteriormente y la diferencia ocurre solo por una vez.



Ahora bien, lo que plantea la Comisión no es así, puesto que el objetivo de la indicación es precisamente que ambos cargos coincidan, pero en el período siguiente, sin que se afecte el mandato de los actuales consejeros regionales. O sea, no modificamos el actual mandato de cuatro años de los cores, establecido en el artículo 113 de la Constitución, y, además, hacemos coincidir los períodos para el año 2025.



Por lo tanto, nosotros consideramos que la indicación es perfectamente constitucional y que, adicionalmente, soluciona un problema evidente: que los consejeros...

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.



Dispone de un minuto más.

La señora VON BAER.- Gracias, señor Presidente.



Decía que la indicación soluciona un problema práctico que tenemos en la actualidad: que los consejeros regionales fueron electos por cuatro años, pero, después de su elección, nosotros no les estaríamos respetando ese período.



Con esto nosotros solucionamos el problema y hacemos coincidir luego la elección de consejeros regionales con la de gobernadores.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero llamar especialmente la atención de la Sala por el alcance que tiene esta norma y defender la tesis de que la indicación es absolutamente constitucional.



De mantenerse el texto del proyecto tal como está, los cores recién electos van a durar dos años y nueve meses en sus cargos, en circunstancias de que se presentaron para cuatro años. Por lo tanto, lo que está haciendo este Senado es decirles que no van a durar cuatro años, sino solo dos años y nueve meses.



¿Y eso por qué? Porque el artículo 83 de la normativa vigente fue modificado y quedó, como regla general: “Las elecciones de gobernadores regionales y consejeros regionales se efectuarán cada cuatro años, conjuntamente con las elecciones municipales.”.



Entonces, a los cores recién electos hace dos semanas, que fueron elegidos por cuatro años, les estamos diciendo que, sin su voluntad, ahora durarán en sus cargos solo dos años y nueve meses. Alguien citó el caso del ex Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle cuando fue candidato presidencial. Pero quiero recordarles que esa idea fue propiciada por él mismo; constituyó una situación muy excepcional; se votó en el Parlamento, y nadie alegó la constitucionalidad o la inconstitucionalidad de la norma.



Me parece que es un tremendo error y una injusticia enorme con los cores, que han enfrentado una campaña cuyas dificultades todos conocen, restarles más de un año y tres meses en el ejercicio de sus cargos.



También quiero referirme a la inconstitucionalidad.



El argumento que se entregó para declarar la inconstitucionalidad de la indicación dice relación con la disposición VIGÉSIMO OCTAVA transitoria de la Constitución, que establece lo siguiente: “El período establecido en el inciso segundo del artículo 113 podrá ser adecuado por la ley orgánica constitucional señalada en los incisos cuarto y quinto del artículo 111 para que los períodos de ejercicio de gobernadores regionales y consejeros regionales coincidan.”.



¿Cuál es el debate?



Lo que nosotros estamos planteando es que los cores actuales duren cuatro años y que por única vez la próxima elección de consejeros regionales sea coincidente con la elección presidencial. Y proponemos que a quienes sean elegidos en dicha ocasión se les acorte el período -pero ellos sabrán que su mandato será solo de tres años-, para hacerlo coincidir con la elección municipal.



Eso nos parece de todo sentido común.



¿Por qué la norma que he planteado es constitucional? Porque cuando el legislador utilizó la expresión “coincidan” -y esta norma la incorporamos nosotros- se trataba de que en algún momento ambas elecciones coincidieran, pero en forma permanente. Y aquí, salvo una vez, la coincidencia será a perpetuidad, porque de ahí en adelante las elecciones se harán en conjunto siempre.



No es que nosotros estemos diciendo: “Mire, un período durará tres años; el próximo, cuatro, y después volvemos a tres”, porque ahí sí estaríamos haciéndole trampa a la voluntad del legislador.



En consecuencia, en mi modesta opinión, no hay razón alguna para que se sostenga que no se cumple con el requisito de la coincidencia si el legislador adecúa la norma en un momento determinado y dice: “En esta oportunidad los consejeros regionales durarán cuatro años, porque ya fueron elegidos de esa forma, y en el próximo período se cumplirá con el concepto ‘coincidencia’”.



Ese es el sentido natural y obvio que tuvo en vista el legislador: que en algún momento concurrieran en forma permanente elecciones conjuntas de gobernadores regionales y consejeros regionales.



Señor Presidente, en primer lugar, nosotros consideramos que la indicación es admisible. Me gustaría que la Sala se pronunciara sobre la admisibilidad y también sobre el fondo.



Francamente, pienso que, además de los argumentos constitucionales, la raíz del problema se encuentra en que a los consejeros regionales, con la dificultad que les significa ser candidatos en conjunto con elecciones de Presidente, de Senadores, de Diputados, con el aumento de la cantidad de postulantes, les resulta complejo ser electos. Y a ello le estamos agregando el hecho de que el plazo de su mandato será de un año y tres meses menos que aquel para el cual se inscribieron.



Esas son las razones por las cuales creemos que la indicación que hemos presentado es constitucional y, por tanto, debe ser declarada admisible, con el objeto de que se apruebe, pues -entiendo- es apoyada transversalmente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, lo primero que quiero pedirle a la Mesa es que se pronuncie respecto de la admisibilidad de la indicación, pues es lo que corresponde.



Por otro lado, más allá del alegato que se ha hecho, quiero decir con franqueza que los argumentos que se han entregado para modificar la proposición de la Comisión en cuanto a que la elección de cores debe hacerse en conjunto con la de gobernadores regionales no son -por decirlo de alguna manera- tan plausibles.



El mandato que tenemos es que en algún momento los cores y los gobernadores regionales deben ser elegidos en conjunto. Nadie discute eso, porque forma parte de lo que hemos conversado; es natural; se trata de una elección regional; tiene la lógica de que uno es ejecutivo y los otros conformarán el consejo regional (es el equivalente a la elección presidencial con la parlamentaria).



Eso es lo lógico y natural.



El punto radica en cuándo la hacemos.



Y a mí, para ser franco, no me hace ningún peso el argumento de que “Los cores fueron elegidos por cierta cantidad de tiempo y cómo ahora les vamos a decir que van a durar menos de cuatro años; por eso mantengamos la duración de los recién electos en cuatro años y hagamos la elección en cuatro años más”. Además, usamos el argumento de que es tan complicado ir en una elección en conjunto con las de Diputados, de Senadores y de Presidente de la República.



¡Si con la propuesta de que la elección no se celebre el 2020, como viene acordado de la Constitución, se les acorta igual el período a los consejeros regionales en tres años más!



¡Pero en algún momento tenemos que hacerlo!



A mí me parece peor, en términos de señales públicas, que el Senado deje para más adelante una decisión que dice relación con el tiempo y con acortar el mandato de los cores, porque en algún momento eso se tiene que hacer.



Creo que dejarlo para después sería legislar desconociendo la realidad.



El proceso de la elección del gobernador regional ha sido largamente discutido en el Congreso; ha sido largamente debatido en la sociedad chilena en todas y cada una de las regiones.



Los señores consejeros regionales y quienes se presentaron de candidatos sabían que en algún momento su período se les iba a acortar, pues en la Comisión respectiva se estaba planteando que su elección sería hasta el año 2020.



No es primera vez que se modifica el mandato de los cores.



Cuando se aumentó en un año el período de los consejeros regionales en ese momento en ejercicio, que habían sido elegidos para cuatro, que yo sepa nadie reclamó. ¡Nadie reclamó! Entonces, tuvieron un año más y ahí la voluntad popular resultaba tergiversada, porque se mantenían unos cores que además sufrían de cierta ilegitimidad -como decían algunos- por haber sido elegidos de manera indirecta, etcétera.



Entonces, señor Presidente, la decisión política que está tomando el Congreso Nacional es la de elegir de una vez por todas en forma directa a los gobernadores regionales.



Queríamos materializarla el 2017. No se pudo. ¿Por qué? Porque hubo bancadas que no deseaban hacerlo este año.



Se trasladó para el 2020, en el entendido de que de una buena vez se iba a partir con un sistema bien hecho desde el inicio. Y eso significa elecciones de gobernadores y consejeros regionales juntas.



Insisto: ello tiene la lógica del Ejecutivo y del órgano que colegisla con él.



Como decía, no es primera vez que se acorta un mandato. El período del Presidente Frei Ruiz-Tagle se redujo de ocho a seis años. Y el despacho de la reforma constitucional pertinente tuvo lugar mientras dicho Mandatario ya se encontraba electo. Ciertamente, él estuvo de acuerdo: fue una decisión política.



Ahora, no puedo enojarme porque algunos dicen “Igual tenemos que acortar el mandato de los consejeros. Yo prefiero hacerlo en cuatro años más” o “ahora”.



A mí me parece que lo responsable es legislar ahora: normalizar la situación y dar permanencia a la elección conjunta de cores y gobernadores regionales.



Por último, nuestro mandato es en el sentido de adecuar por una vez. Y al menos a la mayoría de la Comisión le pareció más razonable concretar ese “por una vez” en esta oportunidad y no seguir manteniendo una situación bastante difícil de entender en término de la elección de las autoridades ya individualizadas.



Así que le pido su opinión sobre la materia, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Mi opinión es en cuanto a poner en votación la admisibilidad de la indicación. Pero antes debo dar la palabra a los señores Senadores que la han solicitado.



Puede intervenir el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, creo que la regla de oro, el abecé de cualquier reforma electoral es no hacerle modificaciones para el mismo período. En las legislaciones serias del mundo, las reformas electorales (este proceso tiene mucho que ver con la fe pública, con las reglas del juego mínimas requeridas para los comicios, en los que participan no solo los candidatos sino también la ciudadanía, que emite su voto, como sucederá el 17 de diciembre próximo) se hacen siempre para que rija en el período siguiente.



Excepcionalmente ha ocurrido lo contrario. Y nosotros estuvimos a punto de incurrir en ello a raíz de que algunas bancadas, con mucho voluntarismo, querían realizar la elección de gobernadores regionales en 2017.



Acabo de conversar con quien fue Presidente de la Comisión Mixta respectiva, Senador Quinteros, para preguntarle qué porcentaje de lo que venía de la Cámara de Diputados en cuanto a atribuciones, a competencias del gobernador regional, en fin, fue modificado. Su Señoría me contestó: “Hicimos algo completamente distinto: es otro proyecto”.



No se trata de que algunas bancadas actuaron por cálculo electoral: No: la calculadora -creo yo- estuvo en otro lado.



Ahora, me parece que el Gobierno se equivocó, cuando estábamos a punto de inscribir las candidaturas este año, al tratar de forzar la situación y conseguir la realización de una elección en momentos en que eso era imposible.



Nosotros siempre dijimos -al respecto, quiero reiterar la coherencia de la bancada de Senadores del Partido Por la Democracia- que una cosas eran las elecciones nacionales de Presidente de la República y de parlamentarios y otra distinta la elección territorial.



En la elección territorial correspondía elegir a gobernadores, alcaldes y concejales. Pero no todo era posible en tan poco tiempo.



Señor Presidente, comparto el criterio planteado por el Senador Espina en el ámbito de la constitucionalidad. De manera que, a mi entender, primero debemos pronunciarnos respecto de ella.



Me parece que la indicación es absolutamente constitucional. La disposición VIGÉSIMO OCTAVA transitoria de la Carta Fundamental, como la leamos, busca la permanencia de la norma. La excepción sería hacer la coincidencia ahora.



Aquí, más que un asunto político, de cálculo menor, hay una cuestión vinculada con la forma como estamos legislando. 



Había un intento por hacer algunas cosas a matacaballo. Parece que la gradualidad es solo para ciertas cosas. Para otras, ¡a matacaballo...!



Señor Presidente, sería muy poco serio que el Senado le quitara un año -según el cálculo que se efectuó aquí, es más- al mandato de los cores recién electos y que deberán asumir en marzo próximo.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, considero importante votar la constitucionalidad de la indicación.



A mí lo único que me preocupa es que de una vez por todas saquemos adelante la elección de los gobernadores regionales.



Hay un compromiso de las dos postulaciones presidenciales. Ha sido programa de gobierno de distintos candidatos. Es un problema que hemos estado chuteando por mucho tiempo.



Yo siempre he defendido, como integrante de la bancada regionalista, la elección directa de los gobernadores regionales. Y ahora tenemos la posibilidad de sumar las atribuciones y todo lo demás que algunos estimaban indispensable para la realización de los comicios correspondientes.



A veces las cosas andan con los plazos; en otras ocasiones, no.



En efecto, hace algunos años debimos prorrogar el mandato de los consejeros regionales. Ahora será al revés.



Sin embargo, existe un aspecto relevante -y con esto quiero poner el acento en algo que no es ideológico-: la elección regional tiene una lógica distinta de las elecciones presidencial y parlamentaria.



La elección de cores sigue una lógica provincial. La elección de alcaldes y concejales es netamente comunal. Y la elección de los miembros del gobierno regional, al igual que la de la máxima figura que ha de representar los intereses de la región y no los del gobierno de turno, debe tener una lógica absolutamente territorial: es una forma de dispersar el poder, de avanzar desde la democracia representativa a una democracia un poco más participativa.



Por lo tanto, mi voto va en esa línea. Yo creo que debemos hacer coincidir lo antes posible -y con esto concluyo- la elección municipal con la elección regional, incluyendo a los cores y a los gobernadores regionales.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero aclararle al colega Quintana que son dos proyectos aparte: uno es el de transferencia de competencias, que estuvo en Comisión Mixta, y el otro es el de la elección de gobernadores regionales.



Ahora, debo recordar que todos sabíamos que si aprobábamos dichas iniciativas iba a haber un desfase con respecto a la elección de los consejeros regionales, quienes, cuando se empezó a discutir este proyecto, sabían que su mandato duraría tres años.



A raíz del desfase que se iba a registrar, al aprobarse la reforma constitucional sobre elección de gobernadores regionales se incluyó en la Carta Fundamental la disposición VIGÉSIMO OCTAVA transitoria, que dispone que el período establecido para la elección de consejeros regionales podrá ser adecuado para que coincida con lo que aquí se ha dicho reiteradamente: con la elección de concejales y alcaldes. Porque siempre hemos sostenido que esta es una elección territorial y no de carácter nacional.



¡Todo el mundo sabía que eso iba a suceder!



Yo entiendo la posición de los consejeros regionales recién electos. Entiendo también lo que han planteado acá algunos colegas. Pero seamos sinceros: siempre se habló de que la elección iba a ser territorial y de que debía haber coincidencia entre la elección municipal, la de consejeros regionales y la de gobernador regional.



¿Por qué digo aquello? Porque si hoy día, por A, B o C motivo, aprobamos lo que se ha planteado, vamos a tener un problema adicional: el gobernador regional ejercerá durante su período con consejeros electos en otra elección y por un período distinto. Es decir, en medio del mandato del gobernador vamos a elegir a otros consejeros regionales, lo que puede afectar -aquí se ha dicho- la gobernabilidad del gobierno regional.



Por eso, señor Presidente, creo que lo que se ha discutido latamente en diversos proyectos, incluida una reforma constitucional para la elección de los gobernadores regionales, debe materializarse y cumplirse como se dispuso.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, es cierto que se eligió a los consejeros regionales según el sistema existente cuando se presentaron a los comicios.



Esta discusión la tuvimos hace algunos años -y no quiero pasar cuentas-, cuando se atrasó la agenda legislativa y hubo que votar aquí (yo ya era Senador) la extensión del período a los consejeros regionales.



¿Se acuerdan o no? Algunos de ustedes, al igual que yo, estaban sentados en esta Sala.



Aquello generaba un ligero cuestionamiento, pues se había elegido a dichos consejeros por cuatro años -por lo demás, de manera indirecta; porque en esa  oportunidad eran elegidos por los concejales- y nosotros no tuvimos más alternativa -de lo contrario, se  iba a crear un problema- que ampliar su mandato en un año.



Si ustedes me señalan que quien puede lo más puede lo menos, yo digo que extender el mandato más allá del período por el cual se es elegido reviste bastante mayor gravedad que acortar el período.

El señor PÉREZ VARELA.- Es discutible. A mi entender, es más grave lo otro.

El señor LAGOS.- Yo no opino así.



Segundo, nosotros estamos evaluando si mantenemos el mandato de los consejeros regionales en cuatro años, lo cual provoca un desfase con respecto a los gobernadores regionales, cuyo período comienza (entiendo que eso sigue a firme) el año 2020.



¿Correcto?



Imagino que sobre el particular -no quiero generar un problema: ¡no me acribillen...!- hay poca disposición para plantear una modificación.

El señor BIANCHI.- ¡No, pues!

El señor LAGOS.- ¡La cara del Senador Bianchi me lo dice todo...!



Entonces, si ya elegimos a consejeros regionales que supuestamente deben durar cuatro años en sus cargos -entiendo a quienes dicen: “Fueron elegidos según una norma constitucional, según una norma legal que amparaba los cuatro años”-, acortar aquel período cuando ya están electos puede generar una dificultad.



Desde el punto de vista jurídico, sería más práctico mover la fecha de la elección de los gobernadores regionales al 2021.



No lo estoy proponiendo, sino diciendo que, al buscar solución al problema, para que la elección de gobernadores coincida con la de consejeros regionales, esa es una alternativa.



Ahora, como para eso no hay ánimo ni en el Gobierno ni en los Senadores presentes -seguramente, en las regiones tampoco-, nos queda lo que señalaré en seguida.



Uno, mantener lo que tenemos y, de todas maneras, en lo futuro afectar a los consejeros regionales. Porque tendremos que afectarlos igualmente. Y vamos a hacer una reforma constitucional que fijará su mandato en tres años, para lograr la coincidencia.



¿Sí o no? Deberán quedar por tres años.



De lo contrario, ¿cómo van a coincidir con los gobernadores regionales?



Ahora, ¿por qué saco a colación lo de los gobernadores regionales? Porque la fecha que está para ellos es la que muchos peleamos, por diversas consideraciones. Primero, porque se quería aprobar lo de los gobernadores regionales sin atribuciones ni competencias buenas. ¡Esa es la firme! De hecho, el proyecto que hoy día está para discusión (deberíamos haberlo visto hoy, pero quedó no sé si para mañana o para la próxima semana) es completamente distinto del que había inicialmente. Es diferente.



Ahora: ¿cuándo será la elección de gobernadores regionales? Al mismo tiempo que la elección territorial de alcaldes, pues logramos desacoplarla de la presidencial. 



Lo que estamos haciendo ahora al no querer mantener los tres años es nuevamente presidencializar la elección de los consejeros regionales. Y lo que hicimos nosotros -para eso dijimos “gobernadores regionales el año 2020”- fue desacoplarla de la elección presidencial.



Eso entendí. Y los argumentos que escucho acá son en el sentido de que se trata de una elección distinta -lo han dicho todos, independiente del color político-, pues va a tener un componente diferente. Será política también, pero tendrá un componente distinto: el elemento territorial va a ser fundamental.



En consecuencia, yo haría un esfuerzo para que, la primera elección de gobernadores regionales, que es esencial, fuera de la mano y en tándem con la de consejeros regionales.



Eso podríamos haberlo previsto. Porque al discutir el proyecto era factible dejar un artículo transitorio que condicionara a que se aprobase o no se aproase.



Quizá era lógico hacer eso.

La señora VON BAER.- Eso es exactamente lo que estamos haciendo: es por una sola vez.

El señor LAGOS.- Pero es que el sistema ya está andando.



Por consiguiente, abogaré para que tengamos la elección de gobernadores regionales -vamos a tener la ley sobre atribuciones y competencias- conjuntamente con la de consejeros regionales.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, me parece que lo que corresponde es mantenerles el período de cuatro años a los consejeros regionales que resultaron electos en los comicios del domingo 19 de noviembre recién pasado -¡recién pasado!-, quienes se presentaron ante la ciudadanía por un mandato de cuatro años y fueron votados por ella por ese período.



Como en algún momento debemos hacer coincidir la elección de gobernadores regionales con la de consejeros regionales, lo razonable, en consecuencia, es efectuarla a partir de los comicios siguientes, de tal forma que a contar de ese instante ambas elecciones comiencen a ser simultáneas, según mandata nuestro ordenamiento.



Señor Presidente, primero hubo una reforma constitucional; luego vino la ley orgánica sobre elección de gobernadores regionales; en seguida está el proyecto de ley que transfiere competencias -todos sabemos cuán accidentado ha sido-, y poco a poco hemos ido coincidiendo y construyendo acuerdos. Así, está saliendo adelante una reforma a nuestro sistema de gobierno interior que es muy muy trascendente, particularmente para las regiones distintas de la Metropolitana. Porque queremos que por fin aquellas regiones tengan la oportunidad de elegir a su máxima autoridad, el gobernador regional, y, por tanto, cuenten también con capacidad para elaborar sus propios programas de desarrollo, sus planes estratégicos, de tal forma que, sumando las voluntades de toda la región, podamos superar nuestras dificultades, solucionar los problemas que nos afligen, pero, por sobre todo, hacer realidad nuestros sueños y nuestros proyectos.



Si hemos construido esos consensos; si hemos ido dejando atrás muchas dificultades, sería bueno que en esto también estuviéramos de acuerdo: que se declare que la indicación es admisible y que todos votemos por no restarles tiempo a los consejeros recién electos -o sea, por que los dejemos en sus funciones durante cuatro años-, y por que, en consecuencia, en la próxima elección de consejeros regionales, con conocimiento de la ciudadanía y de los candidatos que se presenten, los postulantes electos lo sean por tres años, en lugar de cuatro, para hacer coincidir la referida elección con la de gobernador regional.



Me parece que eso es lo más transparente. Y es mucho más presentable frente a la ciudadanía.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Yo quiero hacer una propuesta.



Les sugiero a Sus Señorías que nos pronunciemos sobre la admisibilidad y, por tanto, que abramos la votación, manteniendo los tiempos.



Si no, antes de abrir la votación para tal efecto debería darles la palabra a seis oradores que están inscritos.



¿Le parece a la Sala?



Acordado.



En votación la admisibilidad de la indicación del Senador señor Espina.



--(Durante la votación).
El señor ESPINA.- ¿Cómo vota quien la considera admisible? ¿A favor?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes están de acuerdo con la admisibilidad votan a favor. Aquellas que no lo están se pronuncian en sentido diferente.

El señor BIANCHI.- Yo había pedido la palabra, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Vamos a mantener el derecho de quienes se hallaban inscritos.



Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor Chahuán. Después intervendrán los Senadores señores Larraín, Bianchi, Allamand y Montes.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, esta indicación no solo es admisible, sino, además, de toda lógica.



Sería bueno que los Senadores de la Nueva Mayoría sinceraran a sus consejeros regionales a los efectos de saber si están o no disponibles para mantener el período de cuatro años.



Este no es únicamente un punto político: es asimismo una cuestión relacionada con la racionalidad en cuanto a la posibilidad de ordenar las elecciones correspondientes.



Por lo mismo, llamamos a aprobar la indicación, que, a nuestro juicio, debe declararse admisible.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, se podrá o no estar de acuerdo con la indicación, pero no creo que sea factible discutir su admisibilidad.



Respecto del fondo, a mí me parece extraordinariamente grave que, en virtud de votaciones, se pueda prorrogar o reducir el plazo de autoridades electas. Lo juzgo profundamente antidemocrático. Así lo he manifestado en el pasado y lo reitero ahora.



Por eso es que apoyo la indicación, pues me parece que quitarles el período a personas ya elegidas para un lapso determinado contradice las reglas del juego bajo las cuales fueron escogidas. Y eso no está bien. No lo estimo pertinente. El cumplimiento del plazo no reviste gravedad alguna. Entonces, una fórmula de naturaleza transitoria resolvería la cuestión.



Ahora, alguien dice que ello es inconstitucional. ¿Por qué? Si la Ley Fundamental establece que las elecciones de gobernadores regionales y de consejeros regionales deben ser las mismas, y lo que se plantea es hacerlas coincidir una vez enterados los períodos de las actuales autoridades, que ya fueron escogidas. Por lo tanto, es una manera de adaptar la norma a lo dispuesto por la Carta. Ello resulta perfectamente constitucional.



A mi juicio, buscarle cinco patas al gato persigue otro objetivo.



Insisto en que la prórroga o la reducción resultan discutibles. A ambas las considero antidemocráticas. Por eso, no me gustan y no voy a apoyarlas.



El texto adecua la forma y permite el cumplimiento del mandato constitucional en el sentido de que las elecciones de consejeros regionales sean simultáneas con la de gobernador regional, lo que ocurrirá en el período siguiente. Lamentablemente, eso ya no tuvo lugar ahora por las razones que todos conocemos.



En virtud de lo expuesto, juzgo que no cabe considerar inadmisible la disposición.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, un Senador que me antecedió en el uso de la palabra mencionó otra fecha, y lo primero, aun cuando nadie pueda compartirla, es despejar toda duda -y se lo manifestamos al país- ante la posibilidad de que alguien pretenda cambiarla a una distinta del año 2020.



Dicho eso, ¿qué debiera ser prioritario en la discusión? La nueva administración con que Chile contará en materia económica, territorial, de descentralización, de empoderamiento de las estructuras regionales.



¿Y quiénes estarán a cargo? Precisamente, un gobernador regional y consejeros regionales. Hay una nueva estructura y un administrador regional, entre otras tantas figuras.



Aquí debieran preocuparnos los niveles de competencia entre el representante del Gobierno central y quien ocupará, con los votos obtenidos en una región, el cargo de gobernador. Uno de los debates profundos debiera ser el de cómo se dirimirán las contiendas que se generen cuando ocurra una catástrofe natural, por poner un ejemplo. ¿Quién asumirá la primera responsabilidad? Lo hemos discutido latamente.



En cuanto a la indicación, no quiero entrar a si es o no admisible. Voy a votar en contra. Sí deseo expresar que quienes asumirán la responsabilidad, los consejeros regionales, van a asistir a una nueva metodología, a una nueva forma de administración.



En consecuencia, el debate no debiera decir relación con los cuatro o los tres años siguientes, sino con el verdadero trabajo que se llevará adelante en materia territorial, de transporte, de los futuros traspasos de competencias.



La indicación propone cuatro años, porque los candidatos postularon y fueron electos sobre esa base. Pero después se tendría que normar con miras a tres años, ¡y probablemente vamos a entrar en la misma discusión para una nueva prórroga de cuatro! ¡Este es un cuento de nunca acabar!



Por eso es que hoy día debiera animarnos el propósito de establecer tres años. La experiencia de estos consejeros será absolutamente distinta de todo lo ocurrido en gestión regional, y lo deseable es que en ese período dejen sentado todo lo que se requiere para perfeccionar la nueva forma de administración que el Estado ejercerá en los traspasos de competencias y lo relativo a estas nuevas autoridades.



Lamento que el debate esté centrado en si el consejero regional dispondrá de un año más o de un año menos. Deseo consignar que ninguno de los electos en la Región de Magallanes me solicitó defender acá un año más en el cargo. Lo que han pedido es la concreción de la nueva administración, el empoderamiento de la estructura regional, que se permita fiscalizar de mejor manera y que tanto los nuevos consejeros como los que ya cuentan con experiencia en gestión regional puedan desarrollar un mejor trabajo.



Espero que la nueva administración posibilite en adelante un país más descentralizado, más empoderado localmente y con consejeros regionales que hagan factible avanzar en mejores traspasos de competencias y, por ende, en un mayor desarrollo en cada una de las regiones.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, haré tan solo un breve comentario en relación con el tema que ha sido objeto de conversación en la Sala.



De lo que se trata -y en lo que existe consenso- es que tenemos que hacer coincidir, en general, la elección de la autoridad regional y la de los consejeros regionales. El problema es que estamos en una coyuntura en la que existen dos alternativas para lograr ese objetivo común: la número uno es reducir el actual mandato de autoridades en ejercicio, y la número dos -como es obvio, no es la misma-, fijar un plazo más breve para una elección subsiguiente.



¿Cómo se resuelven estas controversias, que podríamos denominar “procesales”? Creo que la luz en la materia provino del Senador señor Quintana, quien se preguntó cuál es el principio que es preciso cautelar.


Ello es muy simple en un sistema democrático: no se debe modificar el término del mandato de las autoridades durante su ejercicio. ¡Eso es lo que se tiene que cuidar!


Si abrimos la ventana a que los plazos pasen a ser volátiles o movibles o reducibles o extensibles, entonces entraremos en un serio problema. En cualquier minuto, alguien podría sostener, por ejemplo, que el mandato de los parlamentarios debe acortarse. ¿Y por qué no podría sostener otro, frente a una crisis política, que también es susceptible de ello el del Presidente de la República?



Es gravísimo, entonces, y no una cuestión menor, caer simplemente en una espiral de modificaciones de un principio básico de la certeza democrática y de las buenas normas constitucionales.



En consecuencia, la norma que se sugiere en el sentido de respetar el mandato actual no tiene que ver con los consejeros regionales propiamente tales, sino con el concepto que está detrás. Y el principio que el Senado tiene que cautelar es el que señalo: no se pueden modificar plazos y mandatos cuando las autoridades están ejerciendo sus cargos.



En virtud de lo expuesto, corresponde mantener el plazo de los actuales consejeros, y establecer, con pleno conocimiento, una elección conforme a la cual los futuros consejeros se desempeñarán durante un plazo menor por una sola vez, para que el sistema quede empalmado en forma definitiva.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- No puedo darles la palabra al señor Ministro y a señor Subsecretario, porque estamos en votación. Lo haré cuando finalice.



Puede intervenir el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, sin duda, el debate se halla muy marcado por la legítima presión de los consejeros regionales electos por cuatro años. Hay argumentos para limitar a tres años y otros para sean cuatro.



A mi juicio, la indicación no es admisible, pero la discusión es mucho más de fondo.



Comparto bastante de lo expresado por el Honorable señor Bianchi y discrepo en gran medida del enfoque del Senador señor Allamand.



¿Qué ocurre aquí? Estamos construyendo una institucionalidad para gobernar las regiones. De eso se trata. Ese es el principio, lo central, lo que ordena. Constituye otra estructura para dirigirlas y desarrollarlas. Nos abocamos a un nuevo rol de la instancia, para lo cual se está creando un gobierno regional distinto, que mantendrá una relación diferente con los gobiernos locales, el gobierno central y la comunidad. Repito que es otra institucionalidad, con un conjunto de competencias, además, aspecto en el que no voy a entrar. Juzgo que el problema de fondo es cómo proceder.



¿Qué se nos dice? Los que quieren seguir con cuatro años plantean que el pobre gobernador regional tendrá que partir su período con consejeros electos un tiempo antes y, a su vez, durará un año no más con ellos. En su segundo año se celebrarán elecciones de estos últimos. Le van a quedar el tercero y el cuarto años, y el cuarto será nuevamente de elecciones. Ello significa que en el primer período no dispondrá de posibilidades de avanzar en la construcción de la nueva institucionalidad, del nuevo gobierno regional.



Soy muy crítico de muchos aspectos contenidos en el proyecto, pero me parece que lo que ordena, lo que manda, es si queremos o no crear una nueva institucionalidad regional. Por eso, estimo que el Congreso no puede eludir su responsabilidad y tiene que decidir pensando en lo más conveniente para hacerlo.



Y lo más conveniente, como decía el Senador señor Bianchi, es un primer período de la manera expuesta, a fin de que el nuevo gobernador regional incluso forme su equipo, haga campaña con un conjunto de consejeros y con una propuesta para la Región, y parta un ciclo de cuatro años que sea la etapa inicial de la nueva institucionalidad que estamos creando.



Lo razonable es mantener lo expresado por la Comisión, pensando en los nuevos gobiernos regionales. ¡Cuidado con la eventualidad de cuatro, cinco o seis años en que estos vayan de tumbo en tumbo, con gobernadores regionales que no se encuentren en condiciones de ser las nuevas autoridades! Las cosas que nacen así de débiles podrán consolidarse difícilmente después. Me parece que es preciso considerar desde esta perspectiva también el problema.



Tenemos que tomar decisiones. No podemos evitarlo. O postergamos por unos años o resolvemos ahora. Creo que lo razonable es esto último.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Por 17 votos contra 11, se aprueba la admisibilidad de la indicación N° 39.



Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana y Tuma.


Votaron por la negativa las señoras Allende y Goic y los señores Araya, Bianchi, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros, Rossi e Ignacio Walker.

El señor PIZARRO.- Ahora es preciso pronunciarse sobre la indicación.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Corresponde votar la norma.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Requiere quorum especial.

El señor LAGOS.- Se necesita votarla en su mérito.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La admisibilidad ha sido aprobada, pero se tiene que votar la indicación misma, que es de rango orgánico constitucional.



Todo el artículo requiere quorum.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no logro comprender por qué un texto de esta naturaleza, que únicamente determina un cambio de fecha, se transforma en una disposición sujeta a dicha exigencia. No lo había visto nunca. ¿Cuál es la razón?



En la Comisión nunca se le dio tal carácter.

El señor PROKURICA.- ¿Cómo se votó?

El señor ESPINA.- Eso se hace siempre en forma simple, porque allí no media el quorum. Pero nunca se planteó el requisito.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El informe del órgano técnico dice lo siguiente:

“NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



“Los diez artículos permanentes y los artículos transitorios primero y segundo, tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en la disposición VIGÉSIMO OCTAVA de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.”.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, repito que en la Comisión nunca se llevó a cabo una votación -miembros de ella se encuentran en la Sala- en que se hubiera expresado la naturaleza del quorum.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, creo que corresponde pronunciarse.



Aunque no haya estado presente algún Senador, igual es el informe de la Comisión. Es en ella donde se fijan los quorums.



Asimismo, entiendo que la reforma constitucional dispuso que la adecuación de los tiempos para la fecha de las elecciones requiere quorum orgánico constitucional. Así que no sé qué más es preciso discutir.



Otra cosa es que eso no guste.



Pero esta es la verdad.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Puede intervenir el señor Ministro.

El señor DE LA FUENTE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, efectivamente, como lo ha manifestado el Honorable señor Pizarro, la disposición VIGÉSIMO OCTAVA transitoria de la Carta, norma dictada a propósito de la reforma que establece la elección directa de gobernadores regionales, expresa que la adecuación de los períodos -porque se señala expresamente que es una adecuación de los períodos tanto del gobernador electo como de los consejeros regionales- necesita un quorum especial.

El señor HARBOE.- Ello dice relación solo con los consejeros.

El señor DE LA FUENTE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Sí.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Entonces, se procederá a votar.

El señor PIZARRO.- Nos pronunciaremos sobre la indicación, ¿no es así?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Antes usará de la palabra, por última vez, el señor Ministro.

El señor DE LA FUENTE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, intervengo para los efectos del fondo del asunto en debate y para fijar la posición del Ejecutivo.



Primero, estamos a favor de la disposición contenida en el informe de la Comisión. Para nosotros, es preciso que la elección de gobernadores se verifique en el año 2020, como se determina.



Segundo, en cuanto al mandato de los consejeros regionales, consideramos que el ajuste de su período se tiene que realizar en este minuto, es decir, debe durar tres años, para estos efectos.



Ello no es inédito en nuestra legislación. No olvidemos que hubo un ajuste y un acortamiento del mandato del Presidente Frei Ruiz-Tagle.

El señor LARRAÍN.- Con mi voto en contra.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Les ruego a los señores Senadores dejar hablar al señor Ministro.

El señor DE LA FUENTE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, quiero agregar que en el ejercicio del mandato de los cores ya se produjo no un acortamiento, sino un alargamiento de un año.



Entonces, a nuestro juicio, no existe razón para señalar que sería inconstitucional o no recomendable provocar un acortamiento del mandato de personeros que fueron electos recientemente, más aún cuando lo que estamos haciendo es poner en vigencia la disposición VIGÉSIMO OCTAVA transitoria, que precisamente nos habilita a estos efectos.



En resumen, señor Presidente, creemos que es mucho más claro, mucho más comprensible, incluso para la ciudadanía -para hacer pedagogía respecto del proyecto-, que el ajuste del mandato de los consejeros regionales se provoque el año 2020. Eso no solo nos permitirá tener gobernadores electos con esta nueva legitimidad, sino además que ellos sean acompañados por cores elegidos en la misma oportunidad.



Muchas gracias.

El señor WALKER (don Ignacio).- Votemos, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En votación la indicación renovada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta propone agregar, en el artículo primero transitorio de la iniciativa, un nuevo inciso tercero, del siguiente tenor: “La próxima elección de Consejeros Regionales se celebrarán, por única vez, conjuntamente con las elecciones parlamentarias y se verificarán en conformidad con lo dispuesto en la ley Nº 19.175.”.



--(Durante la votación).
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe. 

El señor HARBOE.- Señor Presidente, la verdad es que es bastante opinable la situación que ahora se pone en votación.



Pero hay un elemento que me hace bastante fuerza. 



La norma que venía en el proyecto del Gobierno estaba impecable en la medida en que hubiese sido aprobada antes de la elección de los consejeros regionales. Hoy tenemos un número importante de cores ya electos, a los cuales se les pretende decir que su período se reducirá.



Mi pregunta es: ¿cuántos señores Senadores estarían disponibles para aprobar un proyecto que redujera el período senatorial? 



Pocos, creo yo. 



Por lo tanto, desde el punto de vista de las normas en materia electoral, lo que corresponde es generar una aplicación gradual en la que se mantenga el período de los consejeros regionales recientemente electos. Una vez que este termine, ya va a estar aprobada la disposición respectiva y quienes deseen ser cores sabrán efectivamente que el período por el cual postulan dura solo tres años, de modo que aquellos que lo consideren menor a lo esperado no se presentarán como candidatos.



En consecuencia, señor Presidente, creo que es de toda lógica aprobar la indicación que se ha planteado para respetar el período por el cual los consejeros y las consejeras regionales fueron electos. De lo contrario, vamos a estar afectando la estabilidad de uno de los cargos de elección popular. 



Y, tal como señaló un señor Senador respecto de los fundamentos para la admisibilidad, si obráramos de otra forma, el día de mañana una mayoría circunstancial podría pretender acortar los períodos, sean presidenciales o parlamentarios, sean de gobernadores regionales o de autoridades municipales. 



Y si hay algo que nos ha caracterizado como país, es, justamente, el respeto a la institucionalidad. A mi juicio, lo que se está proponiendo aquí es respetar la institucionalidad que este Congreso Nacional definió en algún minuto, en orden a establecer un período de cuatro años para el cargo de consejero regional.



Por eso, voto a favor de la indicación renovada.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, en esta materia uno puede plantear alegatos en un sentido u otro. Lo relativo a la elección de los consejeros regionales y a la duración de su mandato va a terminar en Comisión Mixta; no se resolverá ahora. Lo digo para que no nos confundamos.



La discusión de fondo hoy es cuándo se elige el gobernador regional. Algunos piensan que debe ser el año 2020. Se podrá discutir el punto, pero eso va a terminar en Comisión Mixta, porque, como es una votación de quorum especial, no hay votos suficientes para resolver en un sentido u otro. 



La cuestión es si la próxima elección de cores será el 2020 y si asumirán a fines de ese mismo año o el 2021. Efectivamente, el problema es cuándo se hace el ajuste. 



Ese es el tema de fondo. Y creo que lo deberíamos discutir con cierta pausa en la Comisión Mixta. 



Lo que no se debe poner en debate es la necesidad de avanzar de una vez por todas en la elección de los gobernadores regionales. 



Hoy tenemos consejeros regionales electos. Uno podrá argumentar que sí es constitucional acortarles el período. Por eso está la norma transitoria. Otros dirán: “Los candidatos a cores que se presentaron a esta elección estaban advertidos de que esa era una posibilidad”. 



Miren, los argumentos son múltiples. Pero lo que no cabe poner en discusión es que los gobernadores regionales tienen que ser electos el 2020 y que ese mismo año deben elegirse los próximos consejeros regionales. La discusión va a ser cuándo asumen estos.



Deberíamos centrar el debate en eso. 



En algún momento se va a hacer el ajuste. Podemos acortar el período de los cores recién electos, para que terminen su mandato al final del 2020. Se podrá establecer el 2021 como un período de transición. Discutamos el punto. Pero dudo que hoy, objetivamente, estén las condiciones para hacerlo. Como he dicho, esta materia va a terminar en Comisión Mixta.



Trataría de desdramatizar la situación si todos estuviéramos de acuerdo en lo siguiente -y es aquí donde yo creo que está el debate de fondo-: no todos quieren que la elección de los gobernadores regionales sea el año 2020. Detrás de esta materia se esconde una reflexión distinta…

El señor CHAHUÁN.- ¡Pero eso está votado!

El señor COLOMA.- ¡Ya lo resolvimos! 

La señora VON BAER.- ¡Ya votamos eso!

El señor LETELIER.- Esa es mi convicción, mi percepción. Tendrán ustedes otra. Veremos en la Comisión Mixta lo que va a pasar. 



Simplemente quiero pedir que no concentremos el debate donde no está. Se tienen que elegir los consejeros regionales el año 2020. En la Comisión Mixta se discutirá cuándo asumen.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, debo aclarar que la elección de gobernadores regionales para el 2020 ya está aprobada, con un quorum de tres quintos, como dijo el señor Secretario. 



En seguida, quiero precisar que en la Comisión yo voté a favor de la elección del gobernador regional el 2020. Fui una de las que dijeron desde un principio que consideraban importante que coincidiera la elección del gobernador con la de los alcaldes y concejales, pues era conveniente tener una elección territorial. Y fui también una de las que dijeron que no nos gustaba la elección de los gobernadores en conjunto con la presidencial y con la de parlamentarios, como en principio postulaban muchos de los que hoy día están defendiendo la elección del 2020. 



¡Porque antes querían la elección el 2017! Y no sé, pero este año acabamos de elegir parlamentarios y, en primera vuelta, Presidente de la República. 



Es raro que el propio Gobierno, al igual que algunos Senadores, que en su minuto estaba fuertemente a favor del 2017 y nos acusaba de no querer la regionalización, de estar en contra de ella, se den vuelta la chaqueta ahora y digan: “¿Saben qué? Ahora nos gusta la elección el 2020 y, si ustedes no votan en ese sentido, están en contra de la descentralización”.



¡Qué es, entonces! 



De verdad, ya entiendo poco. O estamos a favor de que las elecciones sean en conjunto con unos o en conjunto con los otros. ¡Pero se cambian de caballo de un día para otro y acusan a los del frente de que a veces están aquí y otras, allá!



Señor Presidente, el propio Gobierno dijo que quería la elección el 2017. ¡Eso fue lo primero que planteó! Y esa elección fue presidencial y parlamentaria. 



En lo personal, manifesté: “Eso está mal porque es mejor tener la elección del gobernador regional junto con la de alcaldes, ya que ambas son elecciones territoriales y no a nivel nacional”.



Nos dijeron en ese minuto que estábamos en contra de la descentralización y que queríamos chutear la elección para el 2020. 



Ahora que estamos a favor de que sea ese año, nos señalan que, si no respaldamos tal alternativa, estamos en contra de la descentralización. Y resulta que yo aprobé la elección para dicho año en la Comisión.



¡Entonces, me parece absurda la discusión! ¡Me parece absurda!



Con la indicación renovada planteamos algo que no tiene nada que ver con la elección del gobernador regional el 2020. Se relaciona con otra cosa, con el hecho de que no está bien, como dijo el Senador Harboe -y es complejo-, que se le cambie el mandato a una autoridad recién electa.



¡Ese es el punto! 



¡Se está cambiando el mandato a una autoridad recién electa!



No es correcto que el Congreso modifique el período de ejercicio de una autoridad ya elegida, pues puede suceder lo que expuso el Senador Harboe: que, una vez electa una autoridad, una mayoría en el Congreso decida cambiar la cantidad de años por los cuales va a ejercer su cargo.



¿Qué proponemos? Algo muy fácil. Como los años de mandato no van a coincidir y dado que acabamos de elegir autoridades, hay que optar por una salida como la que expresó el Senador Quintana. Eso es lo correcto cuando se hacen las cosas bien. Las enmiendas al sistema electoral y los cambios de fecha para una elección, como parte de una buena política pública, señor Presidente, ¡nunca se realizan en el período que se encuentra vigente! ¡Nunca! ¡Siempre se hacen para el siguiente!



¿Qué planteamos? Que se efectúe la adecuación para la próxima elección de consejeros regionales. Los comicios serán el 2021 y sabemos que entonces el mandato será de tres años, luego de lo cual se empalman las dos elecciones territoriales. 



Esa es la manera correcta de legislar.



No entiendo por qué el Gobierno está empecinado en no realizar la elección de los cores el 2021 y luego empalmarla. 



¡No entiendo por qué está empecinado en eso! 



¡No tiene ninguna explicación! 



La elección de gobernadores regionales va a ser el 2020, ¡perfecto! Es lo que el Ejecutivo quiere ahora, aunque en 2016 quería la elección para este año. Pero, en fin. Ya poco entendemos. 



Arreglemos el problema de los cores, y queda todo perfecto. No entiendo por qué el Gobierno se opone.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, creo que este tema más que político es de sentido común: cómo uno debe hacer políticas públicas razonables en la lógica electoral, que obviamente exige reglas claras.



Me parece, objetivamente, que costaría mucho decirle a una autoridad que acaba de ser electa por cuatro años que su período solo va a durar tres. Ese es el punto de fondo que se plantea.



Se hizo referencia al caso en que se acortó el período presidencial de Eduardo Frei el año 93. Pero cabe recordar que ello fue convenido antes de que él asumiera, incluso antes de la elección. Recuerden que en esa época tal reforma exigía un proceso de ratificación por parte del Congreso Pleno. Eso se llevó a efecto entre la elección y la asunción del Presidente Frei. Él mismo, como Senador, manifestó que estaba en conocimiento de que se había aprobado tal acortamiento del mandato por acuerdo de todos los sectores.



Aquí no debiera haber un cálculo ni es necesario ponerle tanta pasión. ¡No! 



Centenares de personas fueron electas por cuatro años, con todo lo que eso supone. Me parece de sentido común que, si uno va a cambiar la duración del mandato, ello opere a partir del término del período para el cual los consejeros regionales fueron electos. Los que vendrán después sabrán que su período será por tres años, para hacerlo coincidir con la elección del gobernador regional.



Por más que este tema apasione, uno debe tratar de ver qué es lo razonable. 



Los períodos parlamentarios o presidenciales pueden cambiar. No existe una receta única. ¡Nadie puede afirmar cuál es el mejor sistema!



Yo soy partidario, por ejemplo, de que el mandato presidencial sea de 6 años; lo he dicho antes. Sin embargo, no se me ocurriría plantear un cambio en esa materia para un gobierno que se encuentra vigente, sino para el que sigue, de modo que las reglas del juego estén claras previamente. 



Entonces, les pido simplemente no calcular...

El señor PROKURICA.- ¡Ser coherentes!

El señor COLOMA.- ¡Claro! Ser coherentes, pero no con una idea política en este caso, pues el asunto nada tiene que ver con un aspecto partidista, sino con el sentido de las políticas públicas en la duración del mandato de una autoridad. 



¿Por qué se establece determinado plazo para el ejercicio de un cargo? Porque se supone que es el adecuado para realizar políticas públicas dentro de las reglas del juego previamente establecidas. ¡Ese es el sistema, ese es el sentido!



Acabamos de elegir autoridades. Todavía están con el recuento de votos, señor Presidente. Una de esas personas legítimamente podría decir -y me parecería un reclamo supernormal-: “No me pueden acortar el período”. Y no sería un acortamiento para uno solo, sino un cambio en las reglas del juego democrático. ¡Eso es lo complejo!



Por eso, como esto no se planteó antes de la elección -si hubiera sido así, sería distinto-, sino ahora, considero de sentido común que los consejeros regionales electos duren cuatro años en su cargo y los siguientes, tres para hacer el acompasamiento adecuado. Lo otro, señor Presidente, francamente no me parece.



He oído los argumentos con especial atención. Pero no creo que sea beneficioso producir un cambio posterior respecto de un proceso que está terminado.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, considero que el debate tiende a confundir a veces el objetivo que perseguimos con esta modificación, que busca generar gobiernos regionales con autoridades elegidas democráticamente: un gobernador y un consejo.



Parece que nos olvidamos de lo importante que debe ser para la implementación de esta reforma que exista una relación entre quien salga elegido gobernador regional, el proyecto de región que quiere ofrecerle a sus ciudadanos y el consejo regional que lo va a acompañar durante su mandato.



Esa es la argumentación de fondo que debemos considerar a la hora de decidir cómo adecuar el período de los cores. ¡Porque en algún momento hay que hacerlo!



Yo quiero decirle con toda franqueza al Senador Harboe que, al plantear la necesidad de efectuar ahora tal adecuación, buscamos fortalecer los próximos comicios, en los que se elegirá un gobernador regional y un consejo regional. ¡Y ese es un mandato de la Constitución! Por lo tanto, aquí no estamos pasando a llevar la Carta Fundamental ni cambiándole las reglas del juego a nadie. 



A otro colega que me antecedió en el uso de la palabra, perteneciente a las bancas de la Nueva Mayoría, que son las nuestras, quiero manifestarle que llevamos tres años y medio discutiendo este proyecto. Y cuando se dice que se requiere tiempo o que lo pensemos con calma, le recuerdo que buena parte del debate de esta iniciativa y de su entrabamiento tuvo que ver con la fecha para la elección del gobierno regional; con la elección, por supuesto, de los consejeros regionales; con las inhabilidades para los candidatos a gobernadores o a cores; o con distintos aspectos sobre los concejales, los alcaldes, los diputados, los senadores, etcétera.



Entonces, no perdamos el norte. 



Más allá de los argumentos y la grandilocuencia de decir que no hay que cambiar las reglas del juego, tengamos claro que en algún momento deberemos acortar el período de los consejeros regionales.



¿Cuándo será? Mientras más rápido adecuemos lo que nos mandata la reforma constitucional que establece la elección de gobiernos regionales, tanto mejor, porque fortaleceremos la gestión de esos futuros gobernadores y de sus cores autónomos.



En consecuencia, no hagamos un debate distinto. No pensemos que es una cuestión de lógica o de sentido común. El sentido común indica que, cuando se implementa una reforma con cambios de este tipo, hay que realizar las adecuaciones inmediatamente para después asegurar la estabilidad. De lo contrario, como alguien dijo anteriormente -creo que el Senador Bianchi-, en tres años más vamos a estar discutiendo si a los consejeros regionales los elegimos junto con los parlamentarios, junto con el Presidente, junto con estos o junto con estos otros.



Lo importante, en este caso, si queremos cumplir con el mandato de la reforma constitucional, es efectuar la adecuación lo antes posible, para que los gobernadores y los gobiernos regionales autónomos, que van a tener independencia del poder central, se puedan ir consolidando y afirmando en buena forma.



La situación será distinta para el gobernador elegido el 2020, quien deberá gobernar con un consejo regional electo en un período diferente, sin haber participado en el debate y el proceso de diálogo frente a la ciudadanía. Estará un año con un CORE elegido tres años antes, y luego con otro que habrá sido elegido un año después que él. Ello genera un debilitamiento tanto para el gobernador como para el gobierno regional en su conjunto. Y nosotros no estamos colocando el foco ahí, que es, creo, lo que debiera preocuparnos.



Aquí, por angas o por mangas, se ha puesto todo tipo de cortapisas al proceso de descentralización. Pero los que hemos peleado reiteradamente para que se lleve adelante de buena forma hemos sostenido el argumento fundamental -compartido por todos, según lo que se ha dicho acá- de que lo natural, lo lógico, lo que indica el sentido común es que los consejeros regionales sean elegidos al mismo tiempo que los gobernadores regionales o, a la inversa, que estos últimos sean elegidos en la misma oportunidad que los consejeros regionales.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Como el Senador Bianchi tiene que hacer, le vamos a dar primero la palabra a él, y luego al Senador Lagos.

El señor LAGOS.- ¡Cómo!

El señor BIANCHI.- Senador Lagos, si usted quiere hablar en primer lugar, no hay problema.

El señor LAGOS.- ¡Yo no tengo nada que hacer…! ¡No se preocupe…!

El señor BIANCHI.- ¡Bien…!



Señor Presidente, usemos el sentido común.



Hagamos una simulación: el año 2020 se elige un nuevo gobernador o gobernadora y el consejo ya llevará tres años en funciones. Por lo tanto, ese gobernador o gobernadora, elegido el 2020, tendrá un consejo por un año. ¡Por un año! Luego debería llevarse a cabo otra elección de consejeros regionales para que acompañen a ese gobernador o gobernadora por tres años.



¿Qué nos indica el sentido común para una política pública seria y responsable? Algo muy simple. 



¿Alguien puede sostener en esta Sala que es seria una política pública cuando el gobernador que por primera vez en Chile asuma una función que no se conoce, de la que recién se va a empezar a ganar experiencia, se encuentre con un consejo regional al que solo le quedará un año, para luego, después de todo el trabajo que podría desarrollar en ese período, comenzar otro por los próximos tres años? 



Estamos hablando, ni más ni menos, señor Presidente, que de una nueva estructura para todo el país, que deberán administrar de manera distinta los futuros gobiernos regionales y de la cual -repito- no existe ninguna experiencia anterior.



En lo personal, me parece razonable defender a quienes participaron en un proceso democrático y fueron elegidos por cuatro años.



Ahora, puede que no sea tan importante lo que yo acabo de decir con respecto a lo que va a ocurrir en la práctica.



Es una situación que no se sostiene, señor Presidente.



Lo que tenemos que hacer, por única vez -tal cual lo planteó el Senador Pizarro-, es establecer que en este período los consejeros regionales permanecerán en sus cargos por tres años y de allí en adelante durarán los cuatro años que corresponden. 



¿Qué implica otro escenario? Que los actuales cores estarán en sus puestos cuatro años, y los siguientes, tres años y luego cuatro. Eso no se entiende, señor Presidente, y no da cuenta de una seria administración de lo público, de lo que son las políticas públicas.



Por eso, llamo al Senado a centrar el debate en lo que viene hacia delante, en lo que va a ser la nueva estructura regional, en lo que va a ser el empoderamiento de las autoridades regionales, en el traspaso de competencias, más allá del legítimo reclamo que pueden hacer los actuales consejeros y consejeras electas con relación al período de tres o cuatro años.



Aquí lo que debemos defender a ultranza, lo que debemos anteponer, lo que debemos privilegiar es el desarrollo de políticas públicas serias respecto de una estructura que no conocemos, de la que no tenemos experiencia y cuyo futuro ignoramos. Al menos permitamos que quien asuma la función de gobernador esté acompañado por un consejo regional que dure los mismos cuatro años que él.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, voy a mantener mi posición en cuanto a que los cores electos bajo el principio de los cuatro años cumplan con su compromiso y se los honre con lo que señalaba la ley.



Aquí se habla mucho de descentralización, de los desafíos que vienen, de la verdadera descentralización, pero qué respeto hay por la descentralización cuando luego de una elección soberana se le cambian las reglas del juego a los recién electos. ¿Qué respeto significa para los consejeros regionales elegidos acá? ¡Ninguno! Se les dice que su cargo, que ocuparían durante cuatro años, quedará en dos años y medio, casi tres.



El segundo aspecto, más importante, es el del precedente. 



Lo que estamos haciendo acá es serio desde ese punto de vista. Alguien dirá “¡Qué importan los cores!”. Esa es la cuestión de fondo. Yo lo tengo claro. Nadie sabe qué son los cores, dan lo mismo. Eso es lo que está detrás.



¿Qué pasaría si un gobierno que tiene las mayorías y los quorums necesarios pierde la siguiente elección presidencial y también las mayorías parlamentarias, y en el período que media entre la elección y la asunción de las nuevas autoridades manda una reforma constitucional estableciendo que los Diputados recién electos van a durar dos años en vez de cuatro?



¡Acá el precedente es exactamente el mismo!



Alguien me dirá: “Eso no va a ocurrir en Chile”. 



Bueno, ya lo hicimos una vez al extender el período de los cores,…

El señor LARRAÍN.- ¡Mal hecho!

El señor LAGOS.-… que no correspondía, y ahora se lo vamos a acortar a los recién electos.



¿Qué diferencia habría con un gobierno que utilice sus mayorías, en el período que media entre la última elección y la fecha en que deban asumir las nuevas autoridades, y envía un proyecto de reforma constitucional para acortar su período? 



¿Qué significaría eso? Torcer la voluntad soberana.

El señor PIZARRO.- ¡No alcanza!

El señor LAGOS.- Sí alcanza. 



Yo también quiero que coincida la elección de los gobernadores regionales con la de los consejeros. Y peleé por eso. Resulta que ahora estamos atrasados porque nos pillaron los plazos, lo cual ocurrió debido a que este proyecto fue mal llevado al final. Todos somos responsables, no solamente el Gobierno. Echémonos la culpa entre todos. Pero aquí querían sacar a matacaballo elecciones para el 2017, sin atribuciones ni competencias para las nuevas autoridades y sin rentas regionales. Y fuimos algunos los que presionamos muy fuerte para que quedara vinculada, encadenada jurídicamente, una condición para que el gobernador fuera elegido con atribuciones y competencias. Todavía nos falta discutirlas y ver si nos gustan las que vienen, pero al menos quedaron vinculadas. De lo contrario, hubiéramos elegido una autoridad sin atribuciones, sin competencias y sin plata. ¡Populismo puro!



Y ahora cambiamos una regla…

El señor PIZARRO.- ¡Eso es populismo!

El señor LAGOS.- No, no es populismo. Populismo es llevar a cabo a toda costa las cosas en función de otros intereses. 



Fue bien difícil oponerse a la elección directa del 2017 porque a uno lo tildaban de no querer la descentralización. Y hubo que “comerse” no sé cuántas columnas de opinión. Pero, al final del día, quedamos con un sistema en que las atribuciones y las competencias se hallan vinculadas con la elección directa de los gobernadores regionales. Lo otro era humo. 



Sí, me hubiera encantado que hubiesen ido de la mano, pero no pudo ser porque este proyecto se atrasó muchísimo: tres años y medio, como dijeron acá. ¡Sin duda! Pero también algunos quisieron hacer cosas que no eran las que correspondían. Yo prefiero tener una discrepancia entre el 2020 y el 2021 y empalmar después, como debe ser, en las elecciones posteriores, frente a una materia tan importante y tan sentida para todos.



En resumen, señor Presidente, lo que a mí me preocupa, con el criterio que aquí se está aplicando, es el precedente. Se lo digo con mucho respeto a los cores. ¿Cuál sería el precedente? Si tengo las mayorías,  elección de por medio y antes de que asuman las nuevas autoridades, cambio los períodos. ¡Algo que es de la esencia del sistema democrático! ¿Por qué alguien habría de impedirlo? ¿Que es poco estético? Sí, pero legal. Así lo están diciendo acá. 



Por eso, siento que lo que estamos haciendo hoy día es reimportante, no solo por los consejeros regionales, que fueron electos por cuatro años, sino por el precedente que se deja, en virtud del cual, teniendo mayoría, yo le podría revertir a una autoridad, antes de asumir su cargo, el período para el cual fue electa, pasando a llevar, en este caso, a los cores recién electos, así como la soberanía popular, que votó por un período de cuatro años. ¡Ese es el tema! 


Yo no sé qué cálculos se hacen aquí. 



Me encantaría que ambas cosas fueran juntas. Y como nadie está por modificar la elección de gobernadores el 2020, lo único que queda es aceptar que van a durar cuatro años, elegirlos un año antes que a los nuevos consejeros, para empalmar más adelante.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.-  Señor Presidente, más de alguien ha utilizado el concepto de sentido común en esta discusión. Y creo que debiéramos aplicarlo firmemente, porque de repente nos estamos ahogando en un vaso de agua. 



Aquí se ha definido elegir a los gobernadores el año 2020. La discusión está en los consejeros regionales. Se trata de argumentar que es necesario acortarles su período, lo cual, a mi parecer, va contra todo sentido común; en primer lugar, porque la duración de todas las autoridades, electas o no, se halla consagrada en la Constitución. Las leyes orgánicas establecen algunas atribuciones, pero el plazo es materia constitucional. En este caso, el inciso segundo del artículo 113 fija el período de los cores en cuatro años. Y nosotros, de buenas a primeras, una tarde, a propósito de la discusión de una ley orgánica constitucional, se lo estamos rebajando a tres. Me parece que ello contraría la estructura constitucional en cuanto a la conformación de los cargos y las autoridades. 



No han pasado dos semanas desde que un número significativo de consejeros regionales fueron elegidos, quienes hoy, en distintas partes del país, deben estar atónitos observando cómo les estamos acortando el plazo. Ellos tuvieron que hacer una serie de trámites para poder ser candidatos y luego ganar las elecciones. Fueron elegidos por cuatro años, período que, a mi juicio, hay que respetar.



¿Cuál es el drama de elegir a un gobernador que se encontrará con un consejo que ya lleve determinado tiempo en ejercicio? ¿Cuál es la consecuencia tan negativa que a algunos lleva a sostener que incluso podría afectarse la institucionalidad?


Durante buen tiempo de nuestra historia democrática, incluso reciente, el Presidente de la República era elegido y asumía frente a un Congreso que un año o un año y medio después se renovaba. Formaba parte de nuestra tradición democrática. Es más, en debates actuales uno escucha que el Presidente de la República debería durar seis años. ¿Y qué pasaría con un Presidente así elegido? Que se encontraría con un Parlamento que al año y medio siguiente se habría renovado. 


¿Cuál es el drama para la gestión y el desarrollo institucional? 



Sí es una muy mala señal que la ciudadanía elija una autoridad por determinado período, establecido en la Constitución, y que después nosotros lo cambiemos. Lo anterior resta seriedad, objetividad y la necesaria transparencia y claridad que la ciudadanía debe tener al elegir a sus autoridades. 



Por lo tanto, señor Presidente, aquí hay que aplicar el sentido común. No hay ningún problema ni dificultad en elegir a un gobernador que se encuentre con un consejo que ya lleva funcionando tres años. Incluso puede ser hasta positivo que tenga instancias normativas y participativas con cierto bagaje y grado de experiencia. 


La institucionalidad regional no viene de la nada. Se crea la figura del gobernador, pero el consejo existe desde hace mucho tiempo y ya vamos en la segunda elección popular de los cores. No estamos creando una institucionalidad absolutamente nueva, distinta, que tenga que partir coherentemente toda junta. No. Primero comenzaron los consejeros regionales y ahora les toca el turno a los gobernadores.



El argumento de fondo, reitero, es que el pueblo elige autoridades cuyo período se encuentra establecido en la Carta Fundamental. En este caso, es de cuatro años. Y sería una mala señal modificarlo, más aún cuando mantenerlo no genera ninguna dificultad. Insisto en que Chile, en su vida democrática, ha experimentado situaciones muy similares en mandatos presidenciales. Y si a ese nivel ha funcionado, no sé por qué a nivel regional no podría ocurrir lo mismo.


He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.
El señor MONTES.- Señor Presidente, aquí varios Senadores fuimos electos para un Senado de 38 integrantes que, por deliberación y decisión política, se transformó en uno de 43, con lo que el peso específico cambió.



Algunos somos partidarios de tener una cámara única. Yo soy firme partidario de que el Senado y la Cámara de Diputados constituyan una sola. Eso supone decidir en algún momento. En otros países lo que se ha hecho es integrar y los Senadores se han mantenido. 



Hay decisiones políticas que tomar en determinado minuto y no se pueden descalificar a priori. Es necesario sopesar los distintos factores.



Aquí el real dilema es si partimos construyendo los nuevos gobiernos regionales ahora, en plenitud, con un proyecto de los candidatos para la región, con un equipo para gobernar, con un rol diferente, o si eso lo postergamos hasta el año 2025, según el cálculo que acá se ha hecho.



Por ahora, tenemos una transición muy desordenada, donde las nuevas autoridades no van a ser portadoras de un equipo, no van a ser portadoras de un proyecto. 



Es una opción política legítima, sin lugar a dudas, pero la verdad es que la opción está entre poner en marcha, partir de una vez por todas con estos gobiernos regionales, y decir: “Mire, como los consejeros fueron electos por cuatro años, no nos queda otra que mantener ese período”.



El Senador Letelier propone un engarce, un año que sea un poco para un lado, un poco para el otro. Lo veo muy poco viable, pero hay que buscar una solución.



Aquí se ha partido con gobiernos regionales con nueva autonomía, con nuevos roles. Y es verdad lo que señala el Senador Pérez Varela. ¿Van ser iguales a los actuales los nuevos consejos regionales? ¡No! La institución gobierno regional, con un gobernador electo, con nuevas competencias, con nuevos cuadros, no va a ser igual. Por tanto, el consejo será parte de una realidad bastante distinta de la actual, incluso desde el punto de vista del tipo de decisiones que tome: dejará de decidir los pequeños proyectos, usará glosas, y pasará a tener incidencia en las determinaciones mayores que se le entregan a nivel regional. La idea es que el gobernador tome las decisiones con el consejo.



Es una opción legítima. Yo tiendo a pensar que nuestro ánimo es generar un cambio en las regiones. Si ello nos obliga a repensar el período de duración de los consejeros, hagámoslo, lo cual no deja de ser democrático, pues supone una decisión y ojalá también un acuerdo.



Como parece que aquí no se alcanzará la mayoría necesaria, espero que debatamos el tema más a fondo y busquemos una mejor solución, sin postergar la instalación plena de los gobiernos regionales hasta el año 2025.



Gracias.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, a diferencia del colega que me antecedió, creo que este es el momento para definir aquello. No le encuentro sentido a seguir postergando una discusión donde los argumentos ya están claros. 



Hace un rato señalamos que el principio rector de un sistema electoral o de cualquier reforma electoral tiene que ver con que las reglas se establezcan para el período siguiente.



El Senador Lagos Weber se refirió, a mi juicio acertadamente, al tema de la soberanía popular, que es, finalmente, lo que estamos afectando con esta ley sobreviniente. 



Pareciera que la soberanía popular solo fuera el resultado de una elección, de los votos escrutados, de que salió electa tal o cual persona. Y la verdad es que no es solo eso. 



La soberanía popular, que reside en la ciudadanía, tiene que ver, por supuesto, con los escaños a elegir, con leyes previamente determinadas, pero también con la naturaleza del cargo y la duración del período, lo cual es tan importante como lo otro. Tanto es así, que el propio artículo 5° de la Constitución -ya que se ha hablado tanto de ella- declara: “La soberanía reside esencialmente en la Nación. Su ejercicio se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas…”. 



¿Qué significa elecciones periódicas? Las realizadas de acuerdo a un calendario, en plazos determinados, con una duración preestablecida, conocida por todos. 



Y eso es lo que hoy día afecta esta ley sobreviniente. Porque ¡eso es!: una normativa que sobreviene al acto electoral ya calificado, que dio como resultado todo lo que sabemos: los consejeros electos, en fin. 



Aquí se usa todo tipo de argumentos y es bueno que quede registro de cada uno de ellos. Se dice, por ejemplo, “¿cómo se va a elegir el 2020?”. Pero en algún momento hay que hacer un empalme, por eso se dice que el problema lo vamos a tener el 2020 cuando elijamos al nuevo y flamante gobernador o gobernadora, que deberá convivir con un consejo regional viejo, pues ya llevará tres años en funcionamiento. 



Sin embargo, ¿cuál es el drama? No sé dónde está el problema. Si la convivencia de hoy día es entre un intendente designado por el Presidente de la República y un core elegido por segunda vez. 



¿Acaso ahí no hay mayor dramatismo?



¿Acaso ahí no hay más tensión?



Más aún, a lo anterior habría que agregar las escasas atribuciones que tienen los consejeros regionales, y, además, la presencia del intendente, que, aparte de ser el órgano ejecutivo y de encabezar el gobierno regional, es designado por el Presidente de la República.



Eso sí que va contra toda lógica de naturaleza descentralizadora. 



Pero, bueno, entendemos que así han debido ocurrir las cosas para llegar a este ejercicio de profundización de nuestra democracia en las regiones.



Entonces, el asunto es bien simple, más allá de la cuestión doctrinaria, respecto de la que los argumentos ya están superdados, porque se trata de decidir dónde hacemos empalmar esto, forzadamente ahora o el 2024, como correspondería hacerlo a esta altura, porque vamos a tener siete años para resolver si primero son tres o cuatro años. 



Me parece que lo que este Senado no puede hacer, porque francamente sería una de las aberraciones más grandes vistas, es acortar un período, pues el día de mañana, con el mismo argumento, cualquiera podría decir: “Y por qué no acortamos también el período de los diputados, o de los senadores, o de los alcaldes”, y así vamos sumando. 



Aquí -insisto- está comprometidísima la fe pública. 



Los ciudadanos que fueron a votar el pasado 19 de noviembre lo hicieron por determinadas personas, para Presidente de la República, para Diputados, para Senadores y para consejeros regionales, sabiendo que para estos últimos su período duraba cuatro años, y cual era la naturaleza específica del cargo. 



Por otro lado, aquí también podemos seguir agregando normas, como el artículo 7° del Código Civil, que dice que la ley “se entenderá conocida por todos”. ¿Desde cuándo? Desde el momento de su promulgación. 



Y ¿qué leyes se presumían conocidas? Bueno, la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios; la ley de gobiernos regionales, que permitió la elección -por esta vez- de los consejeros regionales.



Por lo tanto, aquí estamos haciendo una alteración, y me parece un error mayúsculo, una aberración completa. 



Por eso, voto a favor de la indicación. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina. 



No se encuentra presente. 



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza la indicación para agregar un nuevo inciso tercero al artículo primero transitorio (16 votos a favor y 10 en contra), por no alcanzar el quorum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana y Tuma.


Votaron por la negativa las señoras Goic y Lily Pérez y los señores Araya, Bianchi, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros e Ignacio Walker.

)----------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual señala que, en uso de sus facultades constitucionales, ha resuelto retirar de tramitación el proyecto de ley que establece un estatuto laboral para los asistentes de la educación pública (boletín N° 11.431-04). 



--Se tiene presente el retiro.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Lo más probable es que ingrese nuevamente por la Cámara de Diputados.

El señor COLOMA.- ¡Lo retirado, retirado está!

El señor PÉREZ VARELA.- No trate de arreglar las cosas, señor Presidente. 



El proyecto fue retirado.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- La idea es darle un trámite más expedito. 

)----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Sigamos, señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, quedaría votar ahora el artículo primero transitorio, que es de quorum orgánico constitucional, cuyo inciso tercero es orgánico constitucional especial, vale decir, requiere las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, y de consiguiente los quorums de aprobación son de 20 y 21 votos, respectivamente. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer. 

La señora VON BAER.- Señor Presidente, dado que las normas son de quorum distinto, pido votarlas separadamente. 



Entonces, quiero saber cuál vamos a votar primero para argumentar. 



El inciso tercero, que requiere más quorum, tiene que ver con la discusión que acabamos de realizar. 



Quien vota a favor de ese inciso lo hace por querer recortar el período de los recién electos consejeros regionales a tres años. 



Pero los que desean que se respete el derecho y la voluntad popular en cuanto a que los consejeros regionales fueron elegidos por cuatro años, deben pronunciarse en contra. 



Nosotros, señor Presidente, creemos que a una autoridad electa no se le puede acortar su período y, por lo tanto, vamos a rechazar esta norma.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Vamos a poner en votación el inciso tercero del artículo primero transitorio. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El inciso tercero -figura en las páginas 279 y 280-, que requiere tres quintos de los señores Senadores en ejercicio, vale decir, 21 votos favorables, empieza diciendo: “En conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de la disposición vigésimo octava transitoria de la Constitución Política de la República,…”.



Quienes estén de acuerdo con la norma, votan que sí. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En votación. 



--(Durante la votación).
El señor LAGOS.- ¿Cómo se vota?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Primero el inciso tercero, y después el resto del artículo primero transitorio.

La señora VON BAER.- A favor, los que están por recortar. 

El señor LAGOS.- Los que deseen recortar el período, votan favorablemente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, le iba a pedir que procediéramos a votar. 



Esto lo hemos estado discutiendo toda la tarde, así que no tiene sentido seguir. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no he emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el inciso tercero del artículo primero transitorio (15 votos en contra y 5 a favor), por no haber alcanzado el quorum constitucional exigido. 



Votaron por la negativa las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Quintana.



Votaron por la afirmativa la señora Goic y los señores Montes, Pizarro, Quinteros e Ignacio Walker. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se ruega al público asistente a las tribunas no hacer manifestaciones. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Procedería, en consecuencia, votar el resto del artículo primero transitorio, que figura entre las páginas 279 y 280 del boletín comparado.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor LABBE (Secretario General).- Señores Senadores, se está votando el resto del artículo primero transitorio, con excepción de su inciso tercero, que ya resultó rechazado en la votación anterior, el cual requiere para su aprobación 20 votos favorables.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los incisos primero, segundo, cuarto y quinto del artículo primero transitorio (21 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional requerido.


Votaron las señoras Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros e Ignacio Walker.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Quedaría despachado el proyecto.

La señora VON BAER.- Un momento, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, tenemos una indicación y, ciertamente, se necesita unanimidad para poder votarla, pero es tremendamente relevante.



Hoy día, cuando se realiza una elección, la ley establece cómo se debe proceder en el conteo de los votos. 



La norma pertinente consagra que, primero, se cuentan los votos para Presidente de la República; luego, los sufragios para parlamentarios (los de Senadores de las regiones correspondientes y los de Diputados) y, por último, los votos para consejeros regionales.



En caso de elecciones territoriales, primero se cuentan los votos para alcalde y luego los sufragios para concejales.



Esa disposición no se considera en la ley que nosotros votamos. No figura. El Ejecutivo no la presentó; se pasó.



Y nosotros aquí estamos proponiendo mediante la indicación -y pedimos la unanimidad para votarla- que se reemplace el inciso primero del artículo 76 de la ley N° 18.700 por el siguiente, que abarca todas las elecciones:



“Si hubiere que practicarse más de un escrutinio, primero se realizará el de plebiscito, luego el de Presidente de la República, posteriormente el de senadores y, por último, el de diputados.



“En caso de elecciones territoriales, primero se realizará el escrutinio de gobernadores regionales, posteriormente el de alcalde, luego el de consejeros regionales y, por último, el de concejales.”.



Lo anterior para dejar establecido cómo se hace el conteo de los votos.



Señor Presidente, si pudiéramos incluirlo, porque es necesario.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Voy a recabar el acuerdo.



¿Hay unanimidad para proceder en la forma propuesta?

El señor PIZARRO.- No, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- No existe unanimidad.

La señora VON BAER.- Pero, señor Ministro, esto es importante.

El señor COLOMA.- ¡Pero cómo va a dar la unanimidad el Ministro...!

El señor LARRAÍN.- ¡El señor Ministro no vota...!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- No habiendo unanimidad, daríamos por despachado el proyecto.

La señora VON BAER.- Pida de nuevo el acuerdo de la Sala, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Vuelvo a recabar la unanimidad para proceder según lo planteado.

El señor PIZARRO.- No.

La señora VON BAER.- ¿Y cómo se van a contar los votos, entonces?

El señor PIZARRO.- Igual que como se ha hecho hasta ahora.



--Queda despachado en particular el proyecto.

FORTALECIMIENTO DE REGIONALIZACIÓN. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En conformidad a los acuerdos de Comités, corresponde colocar en discusión el informe de la Comisión Mixta formada para resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7.963-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 60ª, en 5 de octubre de 2011 (se da cuenta).



En tercer trámite: sesión 21ª, en 7 de junio de 2016.



Comisión Mixta: sesión 19ª, en 31 de mayo de 2017.



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 59ª, en 2 de octubre de 2013. 



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 16ª, en 17 de mayo de 2017. 



Hacienda: sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.



Hacienda: sesión 16ª, en 17 de mayo de 2017. 



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 16ª, en 17 de mayo de 2017. 



Mixta: sesión 68ª, en 29 de noviembre de 2017. 



Discusión:



Sesiones 60ª, en 8 de octubre de 2013 (queda pendiente la discusión general); 63ª, en 15 de octubre de 2013 (queda para segunda discusión); 65ª, en 29 de octubre de 2013 (se aprueba en general); 84ª, en 8 de enero de 2014 (se aprueba en particular); 17ª, en 30 de mayo de 2017 (queda para segunda discusión); 18ª, en 31 de mayo de 2017 (queda clausurado el debate); 19ª, en 31 de mayo de 2017 (se rechazan las enmiendas de la Cámara de Diputados y pasa a Comisión Mixta).
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por el Senado, en el tercer trámite constitucional, de la totalidad de las enmiendas introducidas por la otra rama legislativa en el segundo trámite constitucional.


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que comprende las normas en controversia y otras disposiciones de la iniciativa, acordadas sobre la base de una propuesta del Ejecutivo, las cuales fueron acogidas con las votaciones que consigna en su informe.



Cabe hacer presente que los artículos 1°, 3°, 4°, 6°, 7°, 8° y 9° permanentes y los artículos transitorios primero, segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y octavo revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación 20 votos favorables.


En el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición figura, en la quinta columna, la proposición de la Comisión Mixta.


Nada más, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- A solicitud de numerosos señores Senadores, vamos a iniciar ahora la discusión y procederemos a votar mañana.

El señor CHAHUÁN.- ¿Quién pidió segunda discusión, para que quede consignado en la historia fidedigna de la ley?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En discusión. 

El señor LARRAÍN.- ¿Se pidió segunda discusión?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- No, señor Senador, pero la votación quedará aplazada hasta mañana.

El señor QUINTEROS.- Pido la palabra.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Voy a dar cuenta de lo acordado en la Comisión Mixta, señor Presidente.



El presente proyecto de ley para el fortalecimiento regional tuvo su origen en un mensaje del Presidente Piñera enviado en septiembre del año 2011, y fue aprobado en su primer trámite constitucional en enero de 2014.



Durante el segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados, la Presidenta Bachelet envió una indicación sustitutiva que incorporaba las propuestas de la Comisión Asesora Presidencial para la Regionalización y Descentralización, la cual había entregado sus resultados en octubre de 2014. La iniciativa fue despachada por la Cámara Baja en junio de 2016.



Durante el tercer trámite, en mayo de 2017, se rechazaron todas las modificaciones introducidas por la otra rama legislativa, lo que dio paso a la formación de la Comisión Mixta que he tenido el honor de presidir, cuyo objetivo ha sido proponer la forma y el modo de resolver las diferencias surgidas entre ambas Cámaras.


El proyecto de ley se estructura en cuatro partes principales: la primera asigna nuevas competencias a los gobiernos regionales, la segunda establece un nuevo sistema de transferencia de competencias desde el nivel central a los gobiernos regionales, la tercera propone un nuevo modelo para la administración de las áreas metropolitanas y la última plantea una nueva estructura de organización del gobierno regional.



En cuanto a las nuevas competencias, de manera general podríamos mencionar que se homologó la terminología de atribuciones de los gobiernos regionales, las que abarcan el diseño, elaboración, aprobación y aplicación de políticas, planes, programas y proyectos regionales, en coherencia con las políticas nacionales.



En particular, se desarrollaron las competencias referidas a ordenamiento territorial e infraestructura, fomento productivo y desarrollo social y cultural.



En el primer ámbito, se dispuso la facultad de elaborar y aprobar planes regionales de ordenamiento territorial, que es un instrumento que orienta la utilización del territorio de la región para lograr el desarrollo sustentable a través de lineamientos estratégicos y una macrozonificación de dicho territorio, además de tener carácter vinculante para fijar condiciones de localización para la disposición de residuos, la infraestructura y actividades productivas en áreas no comprendidas en la planificación urbana.



Una Comisión Interministerial de Ciudad, Vivienda y Territorio propondrá las políticas nacionales en la materia mencionada y los reglamentos necesarios para que los gobiernos regionales puedan concretar esta nueva facultad.



Por otra parte, a los gobiernos regionales se les otorga la competencia para proponer un proyecto de zonificación del borde costero de la región, así como para proponer que ciertos territorios sean considerados zonas rezagadas en materia social y establecer su respectivo plan de desarrollo.



Con relación al fomento productivo, destaco la facultad de elaborar y aprobar la política regional de ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo.


En una segunda parte, en los artículos 21 bis y siguientes se regula de manera integral lo dispuesto en el artículo 114 de la Constitución, que consagra la transferencia de competencias, en forma temporal o definitiva, desde el Presidente de la República a uno o más gobiernos regionales, las que podrán realizarse de oficio o a petición de un gobierno regional.



Se contempla que en toda transferencia de competencias se deberá considerar la disponibilidad de recursos y personal, se evitará la duplicidad de funciones y se fijará el plazo si es temporal.



En el proceso mencionado intervendrá un Comité Interministerial de Descentralización y comisiones de estudio con participación equivalente de representantes de los niveles nacional y regional.



En un tercer ámbito, el proyecto aborda la administración por parte de los gobiernos regionales de las áreas metropolitanas, constituidas por aquellas conurbaciones de dos o más comunas y que tengan más de 200 mil habitantes. En dicho caso, el Gobierno regional será quien tendrá las competencias para su administración, y contará con el apoyo de un comité consultivo integrado por los alcaldes de dicha área.



Tendrá competencias en materia de planificación, de transporte, de medio ambiente y de disposición de los residuos domiciliarios.



En cuanto a la estructura de administración del Gobierno regional, el ejercicio de sus nuevas facultades requerirá modificarla, incorporando tres divisiones nuevas: fomento e industria, desarrollo social y humano e infraestructura y transporte. Los jefes de división serán funcionarios de exclusiva confianza del gobernador regional.



Asimismo, se crea el departamento de áreas metropolitanas, que permitirá dar soporte técnico al gobernador regional para administrar dicha área y también coordinar el comité de alcaldes.



Todas estas unidades serán coordinadas por el administrador regional, responsable directo de la gestión y coordinación del sistema administrativo.



Para una mayor capacidad de control y transparencia, se crea la unidad de control regional, que será la encargada de velar por la observancia de los principios de probidad y apoyará al consejo regional en su rol de fiscalización.



En cuanto al consejo regional, junto con consagrar su rol en el proceso de transferencia de competencias, se fortalecen sus facultades fiscalizadoras y se establece su participación en la aprobación de proyectos de inversión que superen las 7 mil UTM.



Se consagra la obligatoriedad de los convenios de programación con ministerios, servicios públicos y municipalidades.



Finalmente, en sus disposiciones transitorias se estipula que hasta el año 2022 solo podrán transferirse competencias de oficio por parte del Presidente de la República, con períodos de prueba. Adicionalmente, durante el primer año de vigencia, el Primer Mandatario podrá individualizar, mediante decreto supremo, aquellas competencias radicadas en los Ministerios de Vivienda, de Transportes y de Obras Públicas, CORFO, SERCOTEC y FOSIS, que serán transferidas gradualmente.



Por último, deseo agradecer expresamente la labor de los Senadores y los Diputados miembros de esta Comisión Mixta, que después de un gran número de sesiones alcanzaron un acuerdo para resolver las diferencias surgidas en la tramitación de este proyecto, que es condición para que pueda verificarse la primera elección de gobernadores regionales, tal cual se aprobó en la reforma constitucional correspondiente.



Espero que los señores consejeros regionales que se encuentran en las tribunas hayan tomado nota de esta intervención.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero agradecer a los colegas que se quedaron, después de los encendidos debates, a tratar el contenido más fundamental del proceso de descentralización: cómo se inicia el fortalecimiento de la regionalización en nuestro país.



Me alegro también de que al menos uno o dos de los consejeros regionales, que recién estaban tan preocupados, se hayan quedado a escuchar el informe del Presidente de la Comisión, porque son ellos los que tendrán después un papel importantísimo en este proceso.



Por esa razón queríamos tratar primero la iniciativa de ley sobre el fortalecimiento de los gobiernos regionales y de traspaso de competencias, pues nos parecía que era lo fundamental y lo más importante, y no el debate bastante estéril que acabamos de sostener.



A mi juicio, nos encontramos ante un avance importante, aunque en materia de descentralización nos gustaría mucho más todavía.



Pero, sin duda, este proyecto cumple con las condiciones mínimas para implementar la reforma constitucional sobre gobernadores electos.



Entre otros aspectos, la iniciativa considera lo siguiente.



Se establecen nuevas competencias legales para los gobiernos regionales.



Se contempla una nueva estructura y funciones que permitirán no solo el diseño, sino que también la ejecución directa por parte del Gobierno regional de programas propios que actualmente debe ejecutar a través de las municipalidades o servicios públicos nacionales, así como de competencias que le sean transferidas.



Se establece la obligatoriedad de los convenios de programación y los convenios de programación territorial, con municipalidades y servicios públicos.



Se implementa el artículo 114 de la Constitución Política, estableciéndose un procedimiento administrativo para la transferencia de competencias desde el Presidente o la Presidenta de la República a los gobiernos regionales.



En cuanto al punto anterior, se establecen como instancias del proceso el Presidente de la República, un Comité Interministerial con su Secretaría Ejecutiva y comisiones de transferencia para procedimientos iniciados con solicitud de gobiernos regionales. La Comisión Interministerial estará integrada en igual número por representantes de los niveles regional y nacional. A la vez, se reconoce que la facultad de transferir competencias es discrecional del Presidente de la República. Se establecen condiciones para las solicitudes de transferencia de los gobiernos regionales, que concilian la facultad de estos para solicitar con la necesaria organización del nivel central.



Se establece la necesidad de coherencia entre la acción del Gobierno regional y las políticas nacionales.



Se refuerza la estructura administrativa de los gobiernos regionales -en materia de organización y de personal-, adecuándola a las nuevas exigencias.



Se regula la gobernanza de las áreas metropolitanas, con procedimiento para su creación vía decreto supremo, otorgando facultades en materia de residuos, movilidad y transporte público y medio ambiente, que son los problemas más graves que deben enfrentar las megaurbes a lo largo de nuestro país.



Se aclara la relación entre el consejo regional y el gobernador regional electo.



Se establece como ruta de descentralización una primera etapa de transferencia de oficio que permita generar capacidades y expertise en la región, y una segunda en que se evaluará la pertinencia, caso a caso, de la creación de servicios públicos por ley, según las necesidades y particularidades de cada territorio.



Señor Presidente, hemos tenido un largo camino, un largo debate. Ha costado mucho salir adelante con estas reformas.



Lamentablemente, en muchos casos ha influido el cálculo mezquino, electoral, legítimo -entiendo-, de parte de algunas fuerzas políticas representadas en este Congreso.



Pero vuelvo a insistir, al igual que en el debate anterior, en que lo importante es fortalecer las instancias de un Gobierno regional democrático, con un gobernador y una autoridad regional que esté en condiciones de liderar un proceso de desarrollo; con consejeros regionales empoderados, preocupados realmente por el desarrollo a nivel regional, en concordancia -reitero- con las políticas nacionales.



Lo fundamental es que ojalá también podamos llevar adelante una descentralización efectiva dentro de las propias regiones. Es sabido que en las capitales regionales se concentra mucho el poder, tanto en el sector público como en el privado. Y no cabe duda de que se requiere fijar un desarrollo armónico dentro de la propia región.



Esa es la razón por la cual creo que este proyecto de ley, este inicio de un proceso gradual de fortalecimiento en las regiones debe contemplar también una descentralización al interior de las propias regiones.



He dicho.



--Queda pendiente la discusión del informe de la Comisión Mixta.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.



Por haberse cumplido su objetivo, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor DE URRESTI:



A los señores Director General de la Policía de Investigaciones de Chile y Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, requiriendo información sobre TALA ILEGAL DE BOSQUE NATIVO EN PREDIO COLINDANTE A PARQUE NACIONAL ALERCE COSTERO, COMUNA DE CORRAL.



Del señor GARCÍA:



Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, para que curse SOLICITUD DE ANTECEDENTES A FISCAL DE PROVINCIA DE NEUQUÉN CON RELACIÓN A ORGANIZACIONES CHILENAS VINCULADAS A ATENTADOS EN ARGENTINA.



Y al señor Ministro de Desarrollo Social, pidiéndole revisar SITUACIÓN DE ALUMNA ANYELA DEL PILAR MILLAPÁN NAHUEL, NO BENEFICIARIA DE PROGRAMA “YO ELIJO MI PC”.



Del señor GUILLIER: 



Al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, para que informe respecto de CANTIDAD DE RECURSOS ASIGNADA A SITUACIÓN DE EXTRIPULANTES DESPLAZADOS POR LEY Nº 19.713 Y DESGLOSE DE MONTOS DESTINADOS A FONDO DE ADMINISTRACIÓN PESQUERO.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole COPIA DE ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL DE PUENTE INDUSTRIAL Y COSTO TOTAL DE PROYECTO.



A los señores Ministro de Obras Públicas y Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas del Biobío, para que informen sobre AVANCE DE PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE CAMINO HUALQUI-QUILACOYA y para que remitan copia de PROYECTO DE DESARROLLO DE 64 OBRAS EN BORDE COSTERO ENTRE REGIONES DEL BIOBÍO Y DE ÑUBLE.



A la señora Ministra de Salud, pidiéndole un informe con diversos antecedentes a partir de CASO DE PACIENTE CONSTANZA PATRICIA ESPINOZA AVENDAÑO, FALLECIDA EN HOSPITAL HIGUERAS DE TALCAHUANO, y solicitándole información sobre TASA DE RECHAZO DE INCLUSIÓN DE PACIENTES A SER TRASPLANTADOS EN CHILE.



Al señor Intendente de la Región del Biobío, pidiéndole copia de DOCUMENTO SOBRE ESTRATEGIA PARA FORTALECIMIENTO DE GESTIÓN DE INCENDIOS FORESTALES y antecedentes acerca de AVANCE DE PLAN DE CORTAFUEGOS Y MEDIDAS ADICIONALES TOMADAS PARA PREVENCIÓN DE INCENDIOS FORESTALES.



Al señor Superintendente de Educación, solicitándole informe referido a DENUNCIAS SOBRE MALTRATO ESCOLAR RECIBIDAS POR ESA INSTITUCIÓN, DETALLANDO CAUSAS, NIVEL EDUCACIONAL, REGIONES INVOLUCRADAS, MEDIDAS ADOPTADAS Y SUS RESULTADOS, Y CANTIDAD DE DENUNCIAS RECIBIDAS.



Al señor Superintendente del Medio Ambiente, pidiéndole antecedentes sobre POSIBLE AFECTACIÓN A MEDIO AMBIENTE TRAS EMERGENCIA DE EMPRESA CELULOSA ARAUCO y respecto de DENUNCIAS CONTRA ESTA POR DAÑOS SIMILARES EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS.



A los señores Director Nacional de la ONEMI y Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, consultándoles por MEDIDAS ADOPTADAS PARA PREVENIR INCENDIOS FORESTALES EN REGIÓN DEL BIOBÍO.


A la señora Seremi de Energía del Biobío, solicitándole información detallada sobre PROYECTOS DE ENERGÍA EÓLICA EN OCTAVA REGIÓN.



Al señor Seremi de Transportes y Telecomunicaciones del Biobío, consultándole por CAUSAS Y ACCIONES TOMADAS PARA SOLUCIÓN DE CONFLICTO LABORAL ENTRE CHOFERES DE RENGO LIENTUR Y DUEÑOS DE UNIDADES DE TRANSPORTE.



A los señores Seremi de Transportes y Telecomunicaciones de la Octava Región y Alcalde de Penco, planteándoles NECESIDAD DE SERVICIO DE TRANSPORTE QUE OPERE TODO EL DÍA EN POBLACIÓN MANQUEHUE, COMUNA DE PENCO.



Al señor Director del Servicio de Salud de Concepción, requiriéndole INFORMACIÓN EN TORNO A SERVICIOS DE URGENCIA DE ALTA RESOLUTIVIDAD Y A PERSONAS CON SOBREPESO Y OBESIDAD EN TERRITORIO JURISDICCIONAL DE SERVICIO DE SALUD DE CONCEPCIÓN.



Al señor Director del Servicio de Salud de Talcahuano, pidiéndole NÓMINA DE JÓVENES AFECTADOS POR ACCIDENTES CEREBROVASCULARES EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS, CON INDICACIÓN DE CAUSAS.



Y al señor Gerente sede Biobío del Instituto Nacional Forestal, para que informe acerca de POLÍTICA DE CONSTRUCCIÓN EN MADERA Y SU PROYECCIÓN, ASÍ COMO EFECTO EN PREVENCIÓN DE INCENDIOS.



Del señor TUMA:



A la señora Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, a fin de que proporcione antecedentes sobre NO RESOLUCIÓN DE SOLICITUD DE CONCESIÓN MARÍTIMA MENOR DE SEÑORA MARITZA CASTRO.



Y al señor Vicepresidente Ejecutivo de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, solicitándole RECTIFICACIÓN DE PENSIÓN DE SEÑOR RAMÓN CONEJEROS BERNALES.

)---------------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:23.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

A N E X O S

DOCUMENTOS

1
PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA EL SERVICIO NACIONAL FORESTAL Y MODIFICA LA LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES
(11.175-01)

Oficio Nº 13.625

VALPARAÍSO, 29 de noviembre de 2017

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal y modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, correspondiente al boletín N° 11.175-01, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“DEL SERVICIO NACIONAL FORESTAL

Título I 

Naturaleza, objeto y funciones

Artículo 1.- Créase el Servicio Nacional Forestal, y fíjase como su ley orgánica la contenida en este texto.

El Servicio Nacional Forestal (en adelante también “el Servicio”), será un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Agricultura.

El domicilio del Servicio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de otros domicilios que pueda establecer en el país. 

Para todos los efectos el Servicio será el continuador y sucesor legal de la Corporación Nacional Forestal. Todas las menciones a la Corporación Nacional Forestal que se contengan en leyes, reglamentos, decretos, resoluciones, oficios, circulares, actos, contratos o convenios, se entenderán efectuadas al Servicio que se crea por esta ley.

Artículo 2.- El Servicio tendrá por objeto la conservación, protección, preservación, creación, restauración, desarrollo, manejo y uso sustentable de los bosques y demás formaciones vegetacionales del país y de los componentes de la naturaleza asociados a éstas. 

Para el cumplimiento de su objeto, el Servicio impulsará el uso sustentable, manejo, fomento, protección y conservación de los recursos señalados en el inciso anterior, así como el desarrollo de emprendimientos económicos destinados a la producción de bienes y servicios basados en el uso de tales formaciones, de manera sustentable. Asimismo, deberá velar por la protección contra incendios forestales.

El servicio velará por que el cumplimiento de su objeto se realice de manera equitativa e inclusiva en los territorios y ámbitos en que desarrolla su acción. 

Artículo 3.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

a) Formación vegetacional: conjunto de vegetación que cubre un área determinada, pudiendo formar diferentes asociaciones. Esta definición comprende, entre otros, bosques, plantaciones y formaciones xerofíticas.

b) Incendio forestal: fuego que se propaga libremente o sin control, en cualquier tipo de terreno, afectando formaciones vegetacionales o zonas de interfaz urbano-rural forestal.

c) Protección contra incendios forestales: acciones destinadas a reducir el riesgo de incendios forestales a través de la prevención, monitoreo, detección, control y extinción de los incendios forestales, considerando la restauración de las áreas afectadas por éstos.

d) Restauración: proceso de ayuda al restablecimiento o recuperación de una formación vegetacional que se ha degradado, dañado o destruido.

e) Uso sustentable: utilización de las formaciones vegetacionales y de los componentes de la naturaleza asociados a éstas, de manera tal que dicha utilización o uso propenda al mejoramiento sostenido y equitativo de su potencial, a fin de no comprometer las expectativas y necesidades de las generaciones presentes y futuras.

f) Zonas de interfaz urbano-rural forestal: zonas definidas en los planes regionales de ordenamiento territorial y/o planes reguladores o planes seccionales, en las que una formación vegetacional entra en contacto con sectores edificados en áreas rurales o con áreas urbanas.

g) Técnicas de silvicultura preventiva: comprenden las modalidades de cultivo o modificaciones de la estructura de las formaciones vegetacionales mediante intervenciones de manejo, ordenamiento o eliminación, para impedir o dificultar el inicio y propagación del fuego, en el caso de incendio forestal, a través de la creación de discontinuidades o transformación de los modelos de combustibles.

h) Arbolado urbano: corresponde a un individuo o agrupación de especies arbóreas y arbustivas, de origen nativo o exótico, con fines ornamentales, descontaminantes u otros, que crece dentro del área urbana o periurbana ya sea comuna, localidad, área o espacio, preferentemente de uso público. Se consideran árboles urbanos aquellos que se ubican en calles, caminos públicos, veredas, terrenos designados como áreas verdes, entre otros, pudiendo formar parques urbanos naturales, plazas o espacios de recreación, contribuyendo al embellecimiento del paisaje urbano y mejoramiento de la calidad de vida de las personas.

En todo lo que no contradiga su objeto, el Servicio aplicará las definiciones contempladas en las leyes N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, y N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal; en el decreto ley N° 701, de 1974, cuyo texto fue sustituido por el decreto ley N° 2.565, de 1979, y en el decreto supremo N° 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización, que aprueba el texto definitivo de la Ley de Bosques. 

Artículo 4.- Para el cumplimiento de su objeto, le corresponderán al Servicio las siguientes funciones y atribuciones: 

a) Ejecutar las políticas, planes, programas y acciones destinados a la creación, conservación, restauración, protección, fomento, desarrollo y uso sustentable de las formaciones vegetacionales del país, como también aquellas que incidan en la conservación de los componentes de la naturaleza asociados a éstas, la mantención del paisaje y los servicios ambientales que provean.

b) Ejecutar las políticas y programas de prevención y protección contra incendios forestales en formaciones vegetacionales y en zonas de interfaz urbano-rural forestal. 

En el ejercicio de las funciones de protección contra incendios forestales, entre otras medidas, podrá: 

1. Promover la participación ciudadana, para lo cual podrá coordinarse con municipios, juntas de vecinos, organizaciones no gubernamentales, empresas, organizaciones de voluntariado, entre otras.

2. Acceder de inmediato a cualquier fuente de agua, natural o artificial, para el abastecimiento de aeronaves o equipos necesarios para el combate de incendios forestales. Quienes resulten perjudicados por estas acciones podrán ser indemnizados por el Servicio, de conformidad con las reglas generales.

3. Elaborar mapas de prioridades de protección regional contra incendios forestales.

4. Elaborar planes regionales de protección contra incendios forestales y planes de prevención contra incendios forestales.

c) Ejecutar o fomentar, según corresponda, la reforestación o restauración de las formaciones vegetacionales y de las zonas de interfaz urbano-rural forestal dañadas por incendios forestales.

d) Proponer al Ministro de Agricultura políticas destinadas a la conservación, restauración, protección, fomento, desarrollo y uso sustentable de las formaciones vegetacionales del país; a la protección contra incendios forestales, y a la reforestación o restauración forestal.

e) Colaborar con el organismo competente en materia de sanidad vegetal, en la ejecución de programas que contribuyan a la prevención, detección y control de plagas forestales, enfermedades, agentes dañinos y otras amenazas que generen riesgos sobre las formaciones vegetacionales y sus ecosistemas asociados. 

f) Ejecutar programas de fomento e innovación de cadenas productivas y productos vinculados a las comunidades, pequeños y medianos propietarios forestales.

g) Desarrollar y mantener catastros e información actualizada sobre las materias de competencia del Servicio determinadas por un reglamento dictado por el Ministerio de Agricultura.

h) Fiscalizar la correcta aplicación de las leyes cuyo control corresponda al Servicio.

i) Fomentar la generación de bienes y servicios provenientes de las formaciones vegetacionales, coordinándose con los demás organismos competentes en la materia.

j) Colaborar en la formulación y ejecución de estrategias públicas destinadas a la prevención, monitoreo, detección, control y extinción de incendios; a la sustentabilidad del sector silvoagropecuario, y a la mitigación y adaptación al cambio climático, disminución de la desertificación, degradación de las tierras, sequía y otros bienes y servicios que provean las formaciones vegetacionales y sus componentes naturales asociados.

k) Ejercer la calidad de autoridad administrativa, científica o de contraparte técnica en las convenciones internacionales que suscriba o ya suscritas por el Estado de Chile, en materias propias del objeto del Servicio, sin perjuicio de las competencias del Ministerio de Relaciones Exteriores y del Ministerio de Agricultura, según corresponda, en dichas materias.

l) Interponer querellas y presentar denuncias por infracciones a la legislación forestal y querellarse por los delitos cometidos en contra del personal del Servicio en el ejercicio de sus atribuciones.

m) Promover el desarrollo sustentable de la producción basada en formaciones vegetacionales con especial énfasis en las empresas de menor tamaño, para contribuir a elevar su capacidad empresarial, organizacional y comercial, su integración al proceso de desarrollo forestal y optimizar al mismo tiempo el uso de los recursos productivos.

n) Colaborar, en coordinación con el gobierno regional y las municipalidades respectivas, en el establecimiento, protección y conservación del arbolado urbano y los parques urbanos.

ñ) Las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Título II

Del Consejo Consultivo

Artículo 5.- Corresponderá a un Consejo de Política Forestal de carácter consultivo y ad honorem asesorar al Ministro de Agricultura en materias de carácter forestal, cuando éste así lo requiera. Asimismo, dicho Consejo podrá asesorar al Ministro de Agricultura a fin de que éste proponga la política forestal y sus instrumentos. 

Un reglamento dictado por el Ministerio de Agricultura fijará las normas para la creación de este consejo; su conformación, que deberá ser representativa de los diversos sectores de la sociedad vinculados a materias forestales; causales de inhabilidad e incompatibilidades para integrarlo, y su funcionamiento.

Título III

De la Organización

Artículo 6.- La dirección y administración superior del Servicio corresponderá a su Director Nacional. El Servicio contará, asimismo, con un subdirector que subrogará al Director y cumplirá las demás tareas que éste le delegue.

El Servicio se desconcentrará territorialmente a través de direcciones regionales. Corresponderá a los directores regionales dirigir y ejercer las funciones del Servicio en la región y asesorar, en el ámbito de sus competencias, al delegado presidencial regional y a la secretaría regional ministerial de Agricultura respectiva. 

El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el título VI de la ley N° 19.882, que regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos que indica.

Artículo 7.- Corresponderá al Director Nacional:

a) Dirigir el Servicio, fijar sus políticas generales y programas técnicos y sus modificaciones.

b) Administrar y disponer de los bienes y recursos del Servicio, para lo cual podrá ejecutar toda clase de actos jurídicos a cualquier título.

c) Aceptar donaciones, legados y herencias, estas últimas con beneficio de inventario, a favor del Servicio, las cuales estarán exentas del trámite de insinuación judicial que establece el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271. 

d) Acordar transacciones judiciales o extrajudiciales, los convenios a que se refiere la ley N° 20.720 y someter a compromiso asuntos en que tenga interés el Servicio.

e) Proponer el proyecto de presupuesto anual del Servicio y presentarlo al Ministerio de Agricultura para su consideración.

f) Suscribir los contratos de trabajo y sus modificaciones y poner término a los mismos, delegar en el personal del Servicio las funciones y atribuciones que estime convenientes, adscribirlos en los estamentos que corresponda y designar a quienes tendrán el carácter de ministros de fe para el ejercicio de sus labores.

g) Celebrar acuerdos o convenios con entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales, sobre materias de su competencia.

h) Ordenar, por resolución fundada, trabajos extraordinarios en labores propias del Servicio, en horarios que excedan la jornada ordinaria de los trabajadores o en días sábado, domingo y festivos, por motivo de fuerza mayor o del cumplimiento de tareas imprescindibles e impostergables.

i) Establecer mediante resolución fundada, la estructura orgánica del Servicio y crear las dependencias, unidades funcionales y sedes territoriales necesarias para garantizar la cobertura nacional y el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, de conformidad con las normas establecidas en la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

j) Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio.

k) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Título IV

Del Personal

Artículo 8.- El personal del Servicio se regirá por las normas del Código del Trabajo, por las disposiciones del decreto ley N° 249, de 1974, que Fija Escala Única de Sueldos para el personal que señala, y por las especiales de la presente ley.

En materia de remuneraciones se regirá por el referido decreto ley y su legislación complementaria, incluida la asignación de modernización de los artículos 1 al 8 de la ley N° 19.553, que concede Asignación de Modernización y otros beneficios que indica, y las asignaciones de los artículos 1 y 3 de la ley N° 20.300, que Refuerza los Estímulos al Desempeño del Personal de la Corporación Nacional Forestal, en los casos que corresponda.

En el caso de cese de funciones del personal del Servicio afecto al título VI de la ley N° 19.882, éste sólo tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo quincuagésimo octavo de dicha ley, conforme a lo que en dicho precepto se dispone. Tal personal no tendrá derecho a las indemnizaciones del Código del Trabajo.

Artículo 9.- Los trabajadores que, por razones del buen funcionamiento del Servicio, deban cumplir funciones en lugares apartados de centros urbanos o en zonas que impliquen riesgo o aislamiento, y aquellos que deban cumplir funciones de riesgo, podrán regirse por una jornada de trabajo diferente de la indicada en el artículo 21 del decreto ley N° 249, de 1974, en lo relativo a la distribución horaria. Una resolución dictada por el Director del Servicio regulará la flexibilidad en la jornada diaria y semanal, considerando debidamente el descanso compensatorio de los días festivos y feriados.

Además, los trabajadores señalados en el inciso anterior podrán pactar una jornada bisemanal de trabajo en las condiciones indicadas en el artículo 39 del Código del Trabajo.

Artículo 10.- El personal del Servicio estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el título III de la ley N° 18.575, y en el título II de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. Asimismo, estará sujeto a responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiere afectarle por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones.

Le serán también aplicables las normas contenidas en los artículos 61, 90 A, 91 y 92  de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

Artículo 11.- El personal del Servicio que se contrate con duración indefinida se seleccionará mediante concurso público.

Por resolución fundada del Director Nacional se podrán utilizar concursos internos de promoción, los que, en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad del postulante.

Al Director Nacional o a quien le delegue facultades, de conformidad con el inciso final del artículo 41 de la ley N° 18.575, le corresponderá suscribir los contratos de trabajo del personal seleccionado conforme a los incisos anteriores, los que deberán ser aprobados por resolución.

La contratación del personal que se desempeñe en el Servicio deberá ajustarse estrictamente al marco presupuestario respectivo.

Un reglamento dictado por el Ministerio de Agricultura contendrá las normas complementarias orientadas a asegurar la objetividad, transparencia, no discriminación, calidad técnica y operación de los concursos para el ingreso, para la promoción y para cualquiera otra finalidad con que éstos se realicen.

Artículo 12.- El personal del Servicio estará sujeto a un sistema de evaluación de desempeño conforme a las reglas y criterios que al efecto determine un reglamento expedido por el Ministerio de Agricultura, elaborado en conjunto con los representantes de los trabajadores del Servicio.

Las evaluaciones servirán de base para la selección del personal a capacitar, el desarrollo de la carrera funcionaria, la remoción o el término del contrato de trabajo en su caso.

Artículo 13.- El Director Nacional, sin perjuicio de lo que establezca el contrato, tendrá la facultad para aplicar las normas relativas a las destinaciones, comisiones de servicio y cometidos funcionarios de los artículos 73 a 78 de la ley N° 18.834. Para estos efectos, los viáticos se pagarán conforme al decreto con fuerza de ley N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda, y al decreto supremo N° 1, de 1991, del Ministerio de Hacienda.

Igualmente, en los casos que fuere procedente, podrán aplicarse las normas relativas a la subrogación contempladas en el párrafo 4 del título III de la ley N° 18.834.

Artículo 14.- Para efectos de la adecuada aplicación de las normas sobre capacitación, previstas en los artículos 179 y siguientes del Código del Trabajo, el Director Nacional aprobará anualmente, mediante resolución, los programas destinados a la capacitación y perfeccionamiento del personal del Servicio, los que, en todo caso, deberán ajustarse a los recursos que para estos efectos contemple la Ley de Presupuestos, debiendo mantenerse los comités bipartitos que establece la ley N° 19.518, que fija nuevo Estatuto de Capacitación y Empleo.

Artículo 15.- El personal del Servicio tendrá derecho a afiliarse al servicio de bienestar, en los casos y condiciones que establezca un reglamento que será dictado por el Director Nacional. El reglamento no estará afecto a las disposiciones contenidas en el decreto N° 28, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que aprueba Reglamento General para los Servicios de Bienestar fiscalizados por la Superintendencia de Seguridad Social.

El Servicio efectuará los aportes de bienestar respecto de cada funcionario o funcionaria, sin sobrepasar el máximo legal de los mismos.

El servicio de bienestar del Servicio Nacional Forestal sólo estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República.

Artículo 16.- La responsabilidad disciplinaria del personal del Servicio por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones se hará efectiva por la autoridad respectiva, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 126 y siguientes de la ley N° 18.834.

Artículo 17.- Las infracciones de los deberes y prohibiciones establecidos en el título III de la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado o en el respectivo contrato de trabajo en que incurra el personal del Servicio serán sancionadas con alguna de las siguientes medidas:

a) Censura.

b) Multa.

c) Remoción.

Las medidas disciplinarias señaladas en las letras a) y b) se aplicarán tomando en cuenta la gravedad de la falta cometida, la eventual reiteración de la conducta y las circunstancias atenuantes y agravantes que arroje el mérito de los antecedentes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 121 y siguientes del Estatuto Administrativo.

La remoción es la decisión de la autoridad facultada para contratar de poner término a la relación laboral del afectado. La remoción procederá toda vez que los hechos constitutivos de la infracción vulneren gravemente el principio de probidad y cuando se incurra en alguna de las circunstancias previstas en el artículo 160 del Código del Trabajo.

Las infracciones de la ley N° 20.880 serán sancionadas de acuerdo a las reglas establecidas en esa ley.

Artículo 18.- Sin perjuicio de las causales previstas en los artículos 159 y siguientes del Código del Trabajo, y en el inciso final del artículo anterior, la relación laboral del personal del Servicio podrá terminar, además, por evaluación deficiente de su desempeño de conformidad con el artículo 12 de esta ley, lo que tendrá lugar cuando el funcionario hubiere sido calificado en lista de eliminación o por dos años consecutivos en lista condicional.

Tratándose de la causal a que se refiere el artículo 161 del Código del Trabajo, su procedencia será determinada por el Director Nacional o por el director regional respectivo, mediante delegación de funciones, la que deberá ser siempre fundada en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento del Servicio.

No se podrá pactar el pago de indemnizaciones por causas distintas de las indicadas en los artículos 161, 162 y 163 del Código del Trabajo, y en caso alguno se podrá alterar el monto que entregue la base de cálculo dispuesta en dichas normas. En ningún caso se podrá convenir, individual o colectivamente, indemnizaciones cuyo límite máximo exceda aquel establecido en el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo, salvo que estas indemnizaciones hayan sido pactadas hasta el 15 de enero de 1986.

Título V

Del Patrimonio


Artículo 19.- El patrimonio del Servicio estará constituido por: 

a) 
Los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos para el Sector Público.

b) 
Los recursos otorgados por leyes especiales.

c)
 Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

d)
 Las donaciones que se le hagan, así como las herencias o legados que acepte. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas del trámite de insinuación judicial a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271.

e)
 Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.

f)
 Los ingresos propios que obtenga por el cobro de tarifas y por las concesiones y permisos que otorgue. 

g)
 El producto de la venta de bienes que administre y otros ingresos propios que perciba en el ejercicio de sus funciones.

h)
 Los demás aportes que perciba en conformidad a la ley. 


El Servicio estará sujeto a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado, y a sus disposiciones complementarias.

Título VI

De la protección contra incendios forestales

Artículo 20.- El Servicio deberá elaborar planes nacionales y regionales de protección contra incendios forestales, sobre la base de mapas de prioridades de protección regional contra incendios forestales, con el fin de reducir tanto la ocurrencia, propagación y daños de éstos, como los costos asociados a su control. El contenido mínimo de estos planes considerará los objetivos, metas, medidas a adoptar en el territorio y las regulaciones que se establezcan para su cumplimiento. Estos planes podrán determinar áreas, franjas o radios que deberán mantenerse libres de material combustible, incluidas formaciones vegetacionales. 

En el caso de que un mapa de prioridades de protección regional contra incendios forestales identifique zonas críticas desde el punto de vista de riesgo de incendios forestales, donde formaciones vegetacionales entren en contacto con sectores edificados o áreas urbanas, el Servicio podrá elaborar planes de prevención contra incendios forestales, cuyo cumplimiento será obligatorio, inclusive para los órganos del Estado.

La infracción de los planes a que aluden los incisos anteriores se sancionará con multa a beneficio fiscal de 5 a 1.000 unidades tributarias mensuales, conforme al procedimiento dispuesto en los artículos 45 y siguientes de la ley N° 20.283. 

Para la determinación de la multa que corresponda aplicar, se considerarán las siguientes circunstancias:

a) La magnitud del daño causado o del peligro ocasionado.

b) El número de personas cuya salud pudo afectarse por la infracción.

c) El beneficio económico obtenido.

d) La intencionalidad en la comisión de la infracción y el grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de la misma.

e) La conducta anterior del infractor.

f) La capacidad económica del infractor.

g) El detrimento o vulneración de un área silvestre protegida del Estado.

Un reglamento de los Ministerios de Interior y Seguridad Pública, de Agricultura y de Vivienda y Urbanismo determinará el procedimiento de elaboración, los contenidos de los planes señalados en este artículo y las disposiciones de éstos que se entenderán incorporadas a los planes regionales de ordenamiento territorial y/o planes reguladores o seccionales.

Artículo 21.- Los planes de manejo y los planes de trabajo que deban presentarse conforme a la legislación forestal vigente deberán incorporar técnicas de silvicultura preventiva, con el objeto de disminuir la propagación de incendios forestales.

Asimismo, será obligación del propietario de las plantaciones forestales, que se establezcan o que se repongan, ordenar éstas, con el fin de disminuir la continuidad de combustible, independientemente de que dichas plantaciones forestales hayan sido beneficiadas por mecanismos estatales destinados para su fomento.

El incumplimiento de las normas a que se refiere este artículo hará incurrir al propietario o interesado en las sanciones dispuestas en la letra a) del artículo 54 de la ley N° 20.283.

El Ministerio de Agricultura dictará un reglamento que contendrá las demás normas necesarias para la aplicación de este artículo.

Artículo 22.- Las intervenciones en áreas, franjas o radios a que se refiere este título, en que existan especies vegetales clasificadas según estado de conservación, se efectuarán de conformidad con el reglamento que conjuntamente dicten los Ministerios de Agricultura y del Medio Ambiente.

Artículo 23.- En el caso de emergencias forestales cuya entidad no permita abordarlas eficaz y eficientemente con las atribuciones establecidas en título I de la presente ley y dentro del marco de las competencias legales del Servicio, declaradas mediante decreto fundado dictado por el Ministro de Agricultura, expedido “Por orden del Presidente de la República”, el Director Nacional podrá disponer la celebración de tratos o contrataciones directas para la provisión de bienes y servicios con el objeto de abordar la emergencia y por el tiempo necesario para dar respuesta a la emergencia decretada. Asimismo, podrá contratar trabajadores por el tiempo que permita atender adecuadamente la emergencia, a quienes les será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 152 bis del Código del Trabajo, pudiendo exceder temporalmente las dotaciones máximas autorizadas en la Ley de Presupuestos.

Todos los actos administrativos que se dicten en conformidad al presente artículo podrán cumplirse antes de efectuarse la toma de razón cuando proceda, siempre que se trate de medidas que perderían su oportunidad si no se ejecutaren de inmediato. En tales circunstancias, la Dirección Nacional deberá remitir a la Contraloría General de la República los respectivos actos administrativos, a más tardar dentro del plazo de sesenta días de dictado el acto. Asimismo, deberá remitir copia de dichos actos a la Dirección de Presupuestos junto a un informe que detalle el monto de recursos utilizados para dicho fin y la rendición documentada de éstos.

La Dirección Nacional deberá comunicar a la Oficina Nacional de Emergencia el estado de las emergencias, su nivel de peligrosidad, y alcance y amplitud de las mismas, en la forma que determinen los protocolos generados para estos efectos. Asimismo, la Dirección Nacional deberá actuar en coordinación con el organismo competente para la planificación, dirección y coordinación intersectorial de las acciones de respuesta a la emergencia. 

En el caso de que la emergencia corresponda a uno o varios incendios forestales, corresponderá al Servicio la dirección técnica de las labores tanto de planificación, como operativas de combate y control de los mismos, sin perjuicio de la coordinación dispuesta en el inciso anterior.

Título VII

Modificaciones legales

Artículo 24.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que aprueba la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de la siguiente forma:

1. Agrégase en el literal c) del artículo 35, a continuación de la expresión “desarrollo prioritario”, la frase “, de riesgo y restricción”.

2. Agrégase en el literal d) del artículo 42, a continuación de la expresión “prioritarias de desarrollo urbano” la frase “, de riesgo y restricción”.

3. En el artículo 60:

a) Reemplázase la frase “El Plan Regulador señalará los terrenos” por la siguiente: “El Plan Regional de Ordenamiento Territorial y/o Plan Regulador o Plan Seccional señalarán terrenos afectados por riesgos”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual segundo a ser inciso tercero:

“Adicionalmente, el Plan Regional de Ordenamiento Territorial y/o Plan Regulador o Seccional incorporará, cuando corresponda, las áreas, franjas o radios de restricción, relativos a:

a) Infraestructura, tales como aeropuertos, helipuertos, oleoductos, gaseoductos, líneas de alta tensión, de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente.

b) Instalaciones o actividades peligrosas.

c) Zonas de interfaz urbano-rural forestal previo informe favorable del Servicio Nacional Forestal, pudiendo establecer en ellas obligaciones o limitaciones a las actividades que se localicen, con el objeto de prevenir la generación o propagación de incendios forestales.”.

4. Reemplázase en la letra i) del artículo 105 la frase que va desde “Características de diseño” hasta “definidas en los planes reguladores”, por la siguiente: “Características de diseño, materialidad, resistencia estructural y seguridad, para las edificaciones que se puedan emplazar en las áreas de riesgo y áreas de restricción incluidas en los planes reguladores y planes seccionales”.

Artículo 25.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto N° 4363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización, que aprueba el texto definitivo de la Ley de Bosques:

1. Reemplázanse en el artículo 2 los vocablos “la Corporación” por “el Servicio”.

2. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 10 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

Artículo 26.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal:

1. En el artículo 2:

a) Sustitúyese el numeral 8 por el siguiente: 

“8) Servicio: el Servicio Nacional Forestal.”.

b) Reemplázase en su número 12 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

2. Sustitúyese en el artículo 4 la expresión “La Corporación” por “El Servicio”.

3. Reemplázanse en el artículo 5 los vocablos “la Corporación” por “el Servicio” y la expresión “de la Corporación” por “del Servicio”.

4. En el artículo 8:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “a la Corporación, ésta” por “al Servicio, éste”.

b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

c) Reemplázanse en su inciso tercero los vocablos “La Corporación” por “El Servicio”.

d) Sustitúyense en su inciso cuarto las palabras “la Corporación” por “el Servicio”.

e) Reemplázanse en su inciso quinto las expresiones “a la Corporación” por “al Servicio” y “la Corporación” por “el Servicio”.

5. Reemplázase en el artículo 9 la expresión “La Corporación” por “El Servicio”.

6. Reemplázase en los incisos primero y final del artículo 10 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

7. Reemplázanse en el inciso primero del artículo 11 las expresiones “La Corporación” por “El Servicio” y “a la Corporación” por “al Servicio”.

8. Reemplázanse en el inciso primero del artículo 12 la expresión “La Corporación” por “El Servicio” y en su inciso cuarto “a la Corporación” por “al Servicio”.

9. Reemplázanse en el inciso primero del artículo 13 la frase “de la Corporación” por “del Servicio” y en su inciso final “la Corporación” por “el Servicio”.

10. Reemplázase en el artículo 14 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

11. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 19 la frase “de la Corporación” por “del Servicio” y en sus incisos tercero y quinto la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

12. Reemplázanse en el artículo 20 las palabras “la Corporación” por “el Servicio”.

13. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 22 la frase “de la Corporación” por “del Servicio” y en su inciso final “a la Corporación” por “al Servicio”.

14. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 29 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

15. Reemplázase en el artículo 31 la expresión “la Corporación Nacional Forestal” por “el Servicio”.

16. Reemplázase en la letra j) del artículo 33 la expresión “El Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal” por “El Director Nacional del Servicio Nacional Forestal”.

17. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 34 la expresión “La Corporación” por “El Servicio”.

18. Reemplázanse en los incisos séptimo y noveno del artículo 35 la expresión “la Corporación” por “el Servicio” y en su inciso octavo “La Corporación” por “El Servicio”.

19. Reemplázase en el artículo 37 la frase “a la Corporación” por “al Servicio”.

20. Reemplázanse en los incisos primero, cuarto y quinto del artículo 38 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”, y en su inciso primero la expresión “La Corporación” por “El Servicio”.

21. Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 40 la frase “a la Corporación” por “al Servicio”.

22. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 41 la expresión “Director Ejecutivo de la Corporación” por “Director Nacional del Servicio Nacional Forestal” y en su inciso final “Director Ejecutivo” por “Director Nacional”.

23. Reemplázanse en el inciso primero del artículo 45 la frase “de la Corporación” por “del Servicio” y en su inciso cuarto la expresión “La Corporación estará facultada” por “El Servicio estará facultado”.

24. Reemplázase en los incisos primero y segundo del artículo 46 la expresión “de la Corporación” por “del Servicio”.

25. Reemplázanse en los incisos primero y tercero del artículo 47 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”, las tres veces que aparece, y en el inciso segundo la frase “de la Corporación” por “del Servicio”.

26. Reemplázase en el inciso final del artículo 49 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

27. Reemplázase en el inciso final del artículo 50 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

28. Reemplázase en el artículo 51 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

29. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 52 la expresión “la Corporación” por “el Servicio” y en su inciso tercero “a la Corporación” por “al Servicio”.

30. Reemplázase en las letras d) y e) del artículo 54 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

31. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 56 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

32. Reemplázase en el artículo 57 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

33. Reemplázase en el artículo 58 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”, las tres veces que aparece.

34. Reemplázase en el artículo 60 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

35. Reemplázase en el artículo 64 la frase “a la Corporación Nacional Forestal o a su Director Ejecutivo,” por la siguiente: “al Servicio Nacional Forestal o a su Director Nacional”.

Artículo 27.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 701, de 1974, que somete los terrenos forestales a las disposiciones que señala, cuyo texto fue sustituido por el decreto ley N° 2.565 de 1979:

1. En el artículo 2:

a) Sustitúyese la frase “CORPORACION: La Corporación Nacional Forestal.” por la siguiente: “SERVICIO: El Servicio Nacional Forestal.”

b) Reemplázase en la definición de “Corta no autorizada” la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

2. Reemplázase en los incisos primero y segundo del artículo 4 la expresión “la Corporación” por “el Servicio” y en sus incisos segundo y tercero “La Corporación” por “El Servicio”.

3. Reemplázanse en el artículo 5 la frase “de la Corporación” por “del Servicio” y la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

4. Reemplázanse en el inciso primero del artículo 7 las expresiones “La Corporación” por “El Servicio”, y “la misma Corporación” por “el mismo Servicio”, y en su inciso segundo la frase “de la Corporación” por “del Servicio”.

5. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 8 la expresión “la Corporación” por “el Servicio” y en el inciso final la frase “de la Corporación” por “del Servicio”.

6. Reemplázase en el artículo 9 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

7. Reemplázanse en el inciso primero del artículo 10 la expresión “La Corporación” por “El Servicio” y en su inciso segundo “la Corporación” por “el Servicio”.

8. Reemplázanse en el inciso tercero del artículo 13 la expresión “La Corporación” por “El Servicio” y en su inciso quinto “la Corporación” por “el Servicio”.

9. En el artículo 15:

a) Reemplázase en sus incisos primero y segundo la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

b) Suprímese su inciso final.

10. Reemplázanse en el inciso primero del artículo 16 la frase “de la Corporación” por “del Servicio” y en su inciso segundo la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

11. En el artículo 21:

a) Reemplázase en sus incisos primero, segundo, cuarto y sexto la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

b) Sustitúyense en su inciso séptimo la expresión “la Corporación” por “el Servicio” y la frase “, además a la Corporación” por “al Servicio”.

12. Reemplázase en el artículo 22 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”, las tres veces que aparece.

13. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 23 la frase “a la Corporación” por “al Servicio”.

14. Reemplázase en el inciso primero del artículo 24 la frase “de la Corporación” por “del Servicio”.

15. Reemplázase en el artículo 24 bis la frase “de la Corporación” por “del Servicio”, las dos veces que aparece.

16. Reemplázanse en el inciso primero del artículo 24 bis B) la frase “de la Corporación” por “del Servicio”, y en su inciso segundo la expresión “la Corporación” por “el Servicio”, las dos veces que aparece.

17. Reemplázase en el artículo 25 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

18. Reemplázase en el artículo 27 la expresión “la Corporación” por “el Servicio”.

19. Reemplázase en el artículo 29 la expresión “La Corporación” por “El Servicio”.

20. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 30 la expresión “La Corporación” por “El Servicio”.

21. Reemplázase en el artículo 31 la expresión “La Corporación” por “El Servicio”.

22. Reemplázanse en el inciso primero del artículo 36 la expresión “La Corporación” por “El Servicio” y la frase “de la referida Corporación” por “del referido Servicio”.

Artículo 28.- Reemplázase en el N° 43 del artículo 2 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, la frase “de la Corporación” por “del Servicio”.

Artículo 29.- Reemplázase en el inciso tercero del artículo 8 de la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local la frase “de la Corporación” por “del Servicio”, las dos veces que aparece.

Artículo 30.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena:

1. Reemplázase en el artículo 35 la expresión “La Corporación Nacional Forestal” por “El Servicio Nacional Forestal”.

2. Sustitúyense en el número 4 del artículo 67 las palabras “la Corporación” por “el Servicio”.

3. Reemplázanse en el inciso primero del artículo 68 los vocablos
 “de la Corporación” por “del Servicio”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Se entenderán traspasados, por el solo ministerio de la ley, al Servicio Nacional Forestal todos los bienes pertenecientes y derechos que correspondan a la Corporación Nacional Forestal, así como todas las obligaciones que ésta haya asumido en virtud de cualquier acto o contrato que hubiere celebrado.

Respecto de los inmuebles inscritos a nombre de la Corporación Nacional Forestal, por resolución de la Dirección Nacional del Servicio, los Conservadores de Bienes Raíces respectivos practicarán, en cada caso, a título gratuito, una subinscripción al margen de la respectiva inscripción de dominio, en la que se dejará constancia de que el inmueble de que se trate ha pasado al dominio del Servicio en virtud de lo dispuesto en el presente artículo y por el solo ministerio de la ley.

En todo caso, los Conservadores de Bienes Raíces, de oficio, efectuarán dicha anotación cuando deban practicar cualquier inscripción relativa a los inmuebles del Servicio, también a título gratuito.

Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Agricultura, suscritos por el Ministro de Hacienda, establezca las normas necesarias para:

1. Fijar la planta de Directivos del Servicio, pudiendo al efecto fijar el número de cargos, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que se encuentren afectos al título VI de la ley N° 19.882, y el grado de la escala única de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1974, asignado a cada uno de esos cargos.

Las personas que a la fecha de publicación de la presente ley se desempeñen en la Corporación Nacional Forestal como titulares en los cargos de Director Ejecutivo, Secretario Ejecutivo, Director Regional, Gerente de Desarrollo y Fomento Forestal, Gerente de Fiscalización y Evaluación Ambiental, Gerente de Protección contra Incendios Forestales, Gerente de Finanzas y Administración, Gerente de Desarrollo de las Personas, Gerente de Áreas Silvestres Protegidas, Jefe de la Secretaría de Comunicaciones, Jefe de Secretaría de Política Forestal, Fiscal y Jefe de la Unidad de Auditoría Interna podrán continuar ejerciendo dichos cargos en el Servicio y percibiendo, en caso que corresponda, la asignación que contempla el artículo 4 de la ley N° 20.300, hasta que se proceda a la designación del equipo de dirección y administración del Servicio, de acuerdo al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el título VI de la ley N° 19.882. En todo caso, la autoridad encargada del nombramiento podrá designar nuevos directivos en tanto se efectúan los concursos públicos para la provisión de dichos cargos, de conformidad con las normas de la ley N° 19.882. Dichos concursos deberán realizarse dentro del plazo de tres meses desde la publicación de esta ley.

2. Fijar los grados de la Escala Única de Sueldos, iniciales y superiores, de los demás estamentos de personal del Servicio. 

3. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de todo el personal de la Corporación Nacional Forestal al Servicio Nacional Forestal, fijando el número de personal a traspasar y el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado se llevará a cabo por decretos, expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Agricultura, el que señalará la época en que se hará efectivo el traspaso de acuerdo a lo señalado anteriormente.

El uso de las facultades señaladas en este numeral quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones o modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) El personal traspasado conservará la asignación de antigüedad que tenga reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

e) El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado se entenderá postergado por causa que otorgue derecho a percibirlo. En tal caso la indemnización se determinará computando el tiempo servido en la Corporación Nacional Forestal. Además se computará el tiempo trabajado en el Servicio que crea la presente ley.

4. Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta de directivos que fije, fijar la dotación máxima de personal del Servicio y establecer la fecha en que dicho Servicio entrará en funcionamiento.

5. A los funcionarios que sean traspasados desde la Corporación Nacional Forestal al Servicio, de conformidad con lo establecido en el numeral 3) del presente artículo, no le será aplicable lo dispuesto en el artículo 13 de la presente ley, debiendo regirse en dichas materias por las normas que se encontraban vigentes en la señalada corporación en el momento del traspaso. 

Sin perjuicio de lo anterior, los mencionados trabajadores podrán someterse de manera voluntaria e irrevocable a la regulación de dicho artículo, de lo que se deberá dejar constancia en el respectivo contrato de trabajo.

6. Crear una asignación especial para el personal que desempeñe labores de guardaparques, en condiciones de aislamiento, de conformidad con lo establecido en el artículo sexto transitorio de la presente ley, para lo cual podrá fijar las condiciones para su otorgamiento, percepción, pago, extinción y cualquier otra norma necesaria para la adecuada aplicación de la misma.

Artículo tercero.- En tanto el Servicio no confeccione el reglamento interno a que se refiere el título III del Código del Trabajo, se aplicará a su personal el Reglamento Interno de Orden, Higiene y Seguridad de la Corporación Nacional Forestal vigente a la fecha de publicación de la presente ley.

Mientras no se publique el reglamento a que se refiere el artículo 12, los trabajadores del Servicio continuarán rigiéndose por el Manual de Evaluación de Desempeño de la Corporación Nacional Forestal vigente a la fecha de publicación de esta ley, el cual servirá de base, en cuanto a sus criterios y procedimientos existentes para el contenido del nuevo reglamento.

Los reglamentos contemplados en esta ley se deberán dictar dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde su publicación, salvo el reglamento a que alude el artículo 12 y el reglamento interno de orden, higiene y seguridad del Servicio, los que se deberán dictar dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley. Asimismo, los reglamentos a que se refieren los artículos 5 y 15 de esta ley se deberán dictar dentro del plazo de sesenta días contado desde su publicación.

Artículo cuarto.- Los extrabajadores jubilados de la Corporación Nacional Forestal mantendrán su derecho a afiliarse al servicio de bienestar del Servicio, de conformidad con lo que disponga el reglamento a que alude el artículo 15.

El patrimonio y los aportes de los afiliados del Bienestar de la Corporación Nacional Forestal serán traspasados al nuevo servicio de bienestar.

Las cabañas, casas de huéspedes y otras instalaciones que hayan sido adquiridas, construidas o habilitadas para su funcionamiento, con aportes de los trabajadores de la Corporación Nacional Forestal y administradas por su servicio de bienestar, continuarán destinadas al uso de sus trabajadores y extrabajadores que hubieren sido o sean traspasados al Servicio Nacional Forestal.

El servicio de bienestar que se crea en conformidad al artículo 15 deberá resguardar los derechos y beneficios adquiridos por los trabajadores que estén adscritos al servicio de bienestar de la Corporación Nacional Forestal al momento del traspaso.

Artículo quinto.- Los trabajadores que se desempeñen en el estamento de guardaparques estarán afectos al régimen laboral que establece la presente ley para el personal del Servicio y, además, deberán cumplir con las funciones que se les encomienden para preservar y conservar la diversidad biológica, los recursos culturales y otros de interés de las Áreas Silvestres Protegidas del Estado y para vincular dichas áreas con la comunidad, de acuerdo a la normativa legal vigente, lineamientos y políticas institucionales, planificación y procedimientos definidos, para lo cual tendrán las siguientes atribuciones y funciones:

1. Controlar el cumplimiento de las normas de visitación, de investigación, de protección del patrimonio contenido en las áreas, de sobrevuelo, de concesiones, entre otros.

2. Ejecutar las acciones tendientes a preservar y conservar la diversidad biológica, recursos culturales y otros de interés del área, que se le encomienden.

3. Detectar, registrar e informar el estado de conservación de la diversidad biológica y de los recursos culturales del territorio del área silvestre protegida.

4. Detectar, registrar e informar la introducción de especies de flora y fauna exótica, u otras situaciones anómalas que observen en patrullajes y vigilancia.

5. Programar y ejecutar actividades de difusión y de educación e interpretación ambiental a visitantes y comunidades aledañas e insertas.

Los guardaparques que se desempeñen en condiciones de aislamiento, percibirán una asignación por tal concepto, conforme a lo establecido en el artículo segundo transitorio. La determinación de áreas aisladas para estos efectos, se fijará mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura.

Se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 152 bis del Código del Trabajo al personal del estamento de guardaparques que sea necesario en épocas de mayor demanda de las Áreas Silvestres Protegidas.

Artículo sexto.- Mientras no existan los delegados presidenciales regionales a que alude el artículo 6 de esta ley, se entenderá que dichos cargos corresponderán a los intendentes.

Artículo séptimo.- El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Servicio Nacional Forestal y le transferirá los fondos de la Corporación Nacional Forestal, para lo cual podrá crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo octavo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Agricultura. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. En los años siguientes se estará a lo que considere la Ley de Presupuestos respectiva.

Artículo noveno.- El Servicio Nacional Forestal continuará administrando y supervigilando el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, de conformidad a la ley.

El Servicio a que se refieren los artículos 34 y 35 de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, sólo podrá administrar y supervigilar aquellas Áreas Silvestres Protegidas que sean creadas con posterioridad a su entrada en vigencia.”.

*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Enrique Jaramillo Becker, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR MINISTRO SUPLENTE DEL TERCER TRIBUNAL AMBIENTAL, CON SEDE EN VALDIVIA, AL SEÑOR JORGE RETAMAL VALENZUELA

(S 1.952-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra informar la solicitud de Su Excelencia la señora Presidenta de la República para nombrar, como Ministro Suplente del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, a la persona señalada en el epígrafe.


Mediante el oficio N° 1716, de 6 de noviembre del presente año, la Primera Mandataria ha hecho presente la urgencia para el despacho de este asunto, en los términos previstos en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República. De este oficio se dio cuenta en el Senado el día 7 de noviembre de 2017.


A la sesión en que se analizó este asunto, asistieron el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, y los abogados señores Iván Hunter Ampuero y Jorge Retamal Valenzuela, y la licenciada en ciencias, señora Sibel Villalobos Volpi.


Concurrieron, asimismo, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Elvira Oyanguren; los asesores señores Giovanni Semería y Fernando Carrasco, y el fotógrafo, señor Juan Carlos Cancino.


Igualmente, estuvieron presentes, la asesora del Honorable Senador señor De Urresti, señora Melissa Mallega; los asesores del Comité PPD, señora Catalina Wildner y señores Sebastián Abarca y Gabriel Muñoz; el asesor del Comité DC, señor Robert Angelbeck, y la asesora de la Presidencia de la Cámara de Diputados, señora Paulin Silva.

-.-.-


Cabe hacer presente que de conformidad con lo prescrito en el inciso sexto del artículo 2° de la ley N° 20.600, que creó los Tribunales Ambientales, la presente solicitud requiere, para ser aprobada por esta Corporación, del voto conforme de los tres quintos de los Senadores en ejercicio.

-.-.-
ANTECEDENTES

1.- De Derecho

1.1.- De conformidad con lo dispuesto por la ley N° 20.600, los Tribunales Ambientales son órganos jurisdiccionales especiales, sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias medio ambientales de su competencia y ocuparse de los demás asuntos que la ley somete a su conocimiento.

Su artículo 5° establece tres tribunales ambientales. En particular, el Tercer Tribunal Ambiental, para el cual se han presentado las postulaciones en estudio, tiene asiento en la comuna de Valdivia y ejerce sus atribuciones en las Regiones de Ñuble, del Biobío, de La Araucanía, de Los Ríos, de Los Lagos, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la Antártica Chilena.
En cuanto a la composición de estos tribunales, cabe consignar que cada uno de ellos está integrado por tres ministros titulares y dos suplentes. Dos de los ministros titulares deben tener el título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de derecho administrativo o ambiental. El tercero será un licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales y con, a lo menos, diez años de ejercicio profesional. Por su parte, uno de los ministros suplentes debe ser abogado y el otro licenciado en ciencias.

Tanto los ministros titulares como los suplentes deben ser designados de conformidad al procedimiento que establece el artículo 2° de la ley 20.600. En síntesis, dicho precepto prescribe que cada ministro será nombrado por S.E el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema.


Para llevar adelante este procedimiento se ha establecido que el Máximo Tribunal formará la nómina correspondiente de una lista de candidatos que, con un mínimo de seis y un máximo de ocho nombres, debe proponerle el Consejo de Alta Dirección Pública. Este Consejo selecciona a los postulantes mediante un concurso público que se somete al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el Párrafo 3° del Título VI de la ley Nº 19.882.


Los candidatos propuestos por el referido Consejo serán recibidos en audiencia pública por el Máximo Tribunal, el que puede aprobar o rechazar a todos o a alguno de ellos. Concluida esta etapa, la Excma. Corte Suprema hace una proposición al Presidente de la República, quien deberá seleccionar al postulante y formular su propuesta al Senado.


Esta corporación puede acoger o rechazar la proposición formulada por el Primer Mandatario por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Si ella no se aprueba, el Presidente de la República deberá presentar a otro candidato que forme parte de la misma nómina elaborada por la Excma. Corte Suprema, y si se rechazare la segunda proposición, se deberá llamar a un nuevo concurso.

Cabe recordar que no podrán integrar los Tribunales Ambientales quienes, en los dos años anteriores a su nombramiento, hayan desempeñado el cargo de Ministro o Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquier otro cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.
El cargo de ministro titular es de dedicación exclusiva y es incompatible con todo otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o públicas, sean éstas últimas fiscales, municipales, fiscales autónomas o semifiscales, en empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo cargo de elección popular. Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta por 12 horas semanales. Por su parte, los ministros suplentes tienen las mismas incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los titulares, exceptuándose de estas limitaciones los empleos docentes y las funciones o comisiones académicas en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en la ley.

1.2.- Finalmente, es pertinente recordar que en virtud de lo dispuesto por el artículo 205 del Reglamento del Senado, los asuntos que importen el ejercicio de alguna atribución exclusiva de la Corporación no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda, que, en este caso, es la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
2.- De Hecho

2.1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República

Al iniciarse el estudio de este asunto, la Comisión tuvo en consideración el Oficio Nº 1716, de 6 de noviembre de 2017, dirigido al Presidente del Senado por S. E. la señora Presidenta de la República.


En este oficio se hace presente que de acuerdo al artículo 2° de la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, cada uno de ellos estará integrado por tres ministros titulares y dos ministros suplentes. Cada ministro será nombrado por S.E el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, para cada cargo, propondrá la Excma. Corte Suprema.


Agrega que con fecha 30 de diciembre de 2017 cesó en su cargo de ministro suplente abogado don Pablo Miranda Nigro, nombrado en virtud del decreto N° 37, de 2013, del Ministerio del Medio Ambiente, provocándose la vacante del cargo reseñado. 


Explica que en cumplimiento de la ley N° 20.600, la Excma. Corte Suprema ha propuesto las respectivas cinquenas, en base a la que corresponde nombrar, con acuerdo del Senado, al ministro suplente abogado para la integración del Tercer Tribunal Ambiental con sede en Valdivia.


Teniendo en cuenta estos antecedentes comunica que ha decidido requerir el acuerdo del Senado para nombrar, en el cargo de ministro suplente abogado, al señor Jorge Retamal Valenzuela.

2.1.- Antecedentes profesionales del candidato
El señor Jorge Roberto Retamal Valenzuela es abogado, y licenciado en derecho por la Universidad Católica del Norte, sede Antofagasta.





Tiene, además, el grado de Magister en Derecho Ambiental, otorgado por la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile. Cuenta, asimismo, con un Diplomado en Derecho Procesal Penal, otorgado por la Facultad de Derecho de la Universidad Católica del Norte y Universidad de Antofagasta (2001); un Diplomado en Formación Docente en Educación Superior, de la Universidad Santo Tomás (2003) y un Diplomado en Pedagogía Universitaria, de la Universidad de Los Lagos (2008).





Se ha desempeñado como Defensor Penal Licitado en Valdivia (2016); como Ministro Titular Abogado del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en Valdivia (2013-2015); como Jefe del área Jurídica del Servicio de Evaluación Ambiental, en la ciudad de Antofagasta (2013); como abogado de la Fiscalía Nacional de la Corporación Nacional Forestal, en la ciudad de Santiago (2012-2013); Director Regional de la Corporación Nacional Forestal, en la Región de Antofagasta (2010-2011); como Abogado Asesor Regional de la Corporación Nacional Forestal, en la Región de Antofagasta (2007-2010) y como Abogado de la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales de la II Región de Antofagasta (2002-2004).





Ha cumplido funciones docentes en varias universidades y ha publicado diversos artículos, según da cuenta el curriculum vitae que se acompaña a este informe.

- - -
CONSIDERACIÓN DE LA PROPOSICIÓN FORMULADA POR S.E. LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA

Hacemos presente que en el debate que se presenta a continuación no sólo se consignan las intervenciones, preguntas y observaciones que se formularon al señor Jorge Retamal Valenzuela sino que también al señor Iván Hunter Ampuero y a la señora Sibel Villalobos Volpi, quienes han sido propuestos por S.E la señora Presidente de la República como Ministros titulares del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia (Boletín N° S 1953-05). Esta circunstancia se explica pues la Comisión trató en conjunto estos nombramientos dada la directa relación que existe entre la designación de los ministros titulares y los ministros suplentes del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia.

-.-.-
Al inicio de la sesión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, otorgó el uso de la palabra al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, quien agradeció la invitación cursada a participar en esta sesión.

Expresó que los candidatos presentados en esta ocasión por el Ejecutivo cumplen a cabalidad los requisitos que exige el ordenamiento jurídico general, la legislación ambiental, y la regulación específica de la ley que creó los tribunales ambientales, por lo que solicitó el acuerdo de la Comisión para nombrarlos en los cargos que para cada caso se proponen en el Tercer Tribunal Ambiental de Valdivia.

En seguida, se concedió el uso de la palabra al candidato a ocupar el puesto de Ministro Titular Abogado, señor Iván Hunter Ampuero, quien agradeció la confianza depositada por el Ejecutivo y la invitación cursada para participar en esta sesión, e inició su presentación manifestando que el interés por el Derecho Ambiental nace en nuestro país hace muy poco tiempo, con la promulgación de la ley Nº 19.300, General de Bases del Medio Ambiente, en el año 1994. Esta ley sirvió como marco general para la regulación de este sector, con miras a lograr un medio ambiente sustentable y sostenible.

Con todo, observó que desde la ley Nº 20.600 se empieza realmente a consolidar la institucionalidad ambiental, con el establecimiento de las tres entidades públicas fundamentales para el sector: el Ministerio del Medio Ambiente, la Superintendencia del Medio Ambiente y los Tribunales Ambientales. Indicó que a su juicio este fue el punto de inflexión que dio inicio al rápido desarrollo que hoy se percibe en el derecho ambiental en nuestro país.

En esta línea, indicó que uno de los aspectos más destacados es el del acceso a la justicia ambiental. Sobre el punto, manifestó que en parte ello es un legado de la jurisprudencia previa de la Excelentísima Corte Suprema, que evolucionó de una idea meramente individual de esta garantía a una concepción colectiva de la misma. Señaló que el tránsito de esa senda de interpretación relativo al alcance del derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación se explica por razones instrumentales. Ello abarca la necesidad de suplir el déficit regulatorio inicial en materia ambiental que devino necesariamente en el control jurisdiccional de los actos vinculados a esta temática.

Señaló que esa razón se mantiene en la actualidad porque la ley Nº 20.600 optó por lo que se denomina "régimen de infraestructura", que prefiere establecer procedimientos y sanciones administrativas controlables jurisdiccionalmente, en vez de una regulación sustantiva. Ello importa un fino equilibrio entre la discrecionalidad de la Administración para adoptar una decisión en esta materia, versus la posibilidad de revisar esa decisión jurisdiccional.

Puntualizó que de alguna forma este modelo fue heredado de la práctica jurisdiccional del recurso de protección relativo a la garantía fundamental de los artículos 19, número 8, y 20 de la Carta Fundamental, sobre todo tras la reforma del año 2005, que permitió extender aún más esa acción constitucional en materia ambiental.

Explicó que la extensión de esta acción constitucional fundó en la doctrina el reclamo por una regulación ambiental especial, que se hiciera cargo de la complejidad y especialidad de la materia regulada. Una vez que esa legislación especial fue establecida, operó una suerte de principio de deferencia técnica del máximo tribunal a la hora de revisar las sentencias de la nueva instancia jurisdiccional.

En otro orden de ideas, explicó que originalmente hubo cierta duda respecto de los sujetos protegidos por la nueva jurisdicción, pues en un primer momento se consideraba que sus principales usuarios iban a ser los grandes grupos económicos que desarrollan proyectos con impacto ambiental, y que comparecerían básicamente para reclamar por alguna multa cursada por la nueva institucionalidad ambiental, o por alguna decisión administrativa que no fuere conveniente para sus intereses. Pero en el corto plazo esta visión fue desechada, porque los tribunales ambientales también se mostraron abiertos a acoger denuncias de personas naturales o comunidades organizadas que hubiesen sido dañadas ambientalmente. Este comportamiento de los tribunales ambientales dio pie para que la Excelentísima Corte Suprema dictaminara que los conflictos ambientales deben ser ventilados ante la jurisdicción especializada, y el recurso de protección en materia ambiental quedara reducido a situaciones excepcionales que requieren intervenir de manera urgente para reestablecer un derecho amagado, pues la deferencia técnica en este caso estaba justificada y no se preveía que con ello aparecería un ámbito de indefensión.

Expresó que la nueva infraestructura en materia ambiental ha provocado dos tipos de expansión:

a) subjetiva, pues ha permitido la integración de personas y grupos sociales tradicionalmente excluidos del contencioso administrativo ambiental.

b) objetiva, pues los nuevos tribunales han logrado concentrar sobre sí el control de todos los actos administrativos con relevancia ambiental atingentes a los casos que están conociendo.

En seguida, se refirió a los desafíos que, a su juicio, enfrentarán los tribunales ambientales.

En primer término, mencionó la homogeneización horizontal de los criterios empleados por los distintos tribunales ambientales que funcionan en nuestro país. Señaló que la seguridad jurídica es un valor en todo Estado de Derecho, y por ello es necesario que los distintos tribunales dialoguen entre sí para establecer procedimientos lo más similares posibles.

Observó que es evidente que cada juez tiene libertad para interpretar la ley en cada caso concreto, por el solo hecho de que cada uno de ellos es distinto y requiere un acercamiento normativo propio. Añadió que, con todo, lo anterior debería tener lugar en un contexto de procedimientos análogos.

Indicó que la homogeneización horizontal también abarca el cumplimiento de la normativa ambiental. Señaló que ello incentiva el cumplimiento de la norma, ya que si no es posible prever como actuará un tribunal ambiental ante un caso típico, no es posible avalar una forma de proceder de las personas que sea consistente con la interpretación jurisprudencial de las normas atingentes al tema.

Para materializar la aspiración anterior, señaló que cada sentencia debería avalar su decisión citando el precedente previo de ese mismo tribunal o de los demás que comparten su competencia, explicando por qué el precedente se aplica al caso. Añadió que si, en cambio, la decisión que se adopta se aparta del precedente, la sentencia también tendría que fundamentar por qué se procede de esa forma.

Explicó que actuar de la manera antes descrita es más difícil, porque supone que cada decisión que se adopte se debe formular no solo pensando en el caso de la litis, sino también en como en criterio contenido en ella se puede replicar en el futuro en otros casos que comparten las mismas características. Sostuvo que una forma de hacer posible esta manera de proceder sería apoyarse en unidades de estudio que se deberían crear, con características similares a lo que hoy existe en la Excelentísima Corte Suprema.

En segundo término, indicó que otro desafío para la jurisdicción ambiental es mejorar los tiempos de resolución. Expresó que ello choca con la complejidad de los casos que debe conocer esa jurisdicción ambiental, pero se puede enfrentar con sistemas de control y división del trabajo, pues la justicia que tarda no es justicia, sobre todo cuando está en juego la reparación de un daño ambiental.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión otorgó el uso de la palabra a la candidata a ocupar el puesto de ministro titular científico del tercer tribunal ambiental de Valdivia, señora Sibel Villalobos Volpi, quien agradeció la confianza depositada por la Primera Mandataria para postularla al cargo y la invitación cursada por la Comisión para participar de esta sesión. 

Comenzó su presentación señalando que a cinco años de su instalación no corresponde ya justificar la necesidad de una jurisdicción especializada en materia ambiental, sino solo constatar que nuestro país ya dio respuesta a este punto.

Expresó que en la actualidad hay 1200 tribunales y cortes ambientales en 44 países del mundo, que integran derecho y ciencia en la resolución de los casos sometidos a su consideración. Añadió que pese a esa experiencia sólo hay tres países donde un integrante no letrado científico integra la instancia jurisdiccional ambiental: Suecia, Nueva Zelanda y Chile.

Señaló que nuestra legislación exige que las sentencias ambientales contengan la argumentación científica que avale la decisión que se adopta. Observó que esto no es un asunto meramente accesorio que otorgaría el carácter de "ambiental" al derecho que trata estas materias, sino que define lo que es el derecho ambiental contemporáneo, el que por medio de una visión integradora busca solucionar problemas de gran complejidad, como los conflictos ambientales.

Explicó que las partes que comparecen ante un tribunal ambiental levantan hipótesis fundadas en evidencia científica que las apoya. Expresó que el tribunal debe evaluar técnicamente el peso de esa evidencia y adjudicarle el valor probatorio proporcional en el proceso de toma de decisiones.

Manifestó que la ciencia permite darle contenido técnico a la gran cantidad de conceptos jurídicos indeterminados que estructuran el ordenamiento ambiental, como daño ambiental significativo, propiedades básicas a restaurar en un ecosistema afectado, daño ambiental irreparable, etc.

Agregó que la presencia de un ministro científico en el tribunal ambiental también permite reducir el sesgo cognoscitivo de la sana crítica, pues otorga contenido tangible a las exigencias de la lógica, de la experiencia y del conocimiento científico establecido.

Indicó que el desafío de esta composición mixta en la instancia jurisdiccional ambiental es la conformación conjunta de una interface entre el derecho y la ciencia, que en la actualidad aún tiene poco contenido.

Puntualizó que en paralelo a la aspiración de certeza jurídica también se levanta la necesidad de establecer una certeza técnica. Manifestó que lo anterior permitiría una mejor conformación de la discrecionalidad administrativa, no solo a la hora de establecer los derechos de los involucrados, sino también de extraer información de la gran cantidad de material científico que genera el proceso de evaluación de impacto ambiental y las acciones de fiscalización, útil para la toma de decisiones.

Señaló que la formación de la referida relación entre lo jurídico y lo científico en materia ambiental importa un proceso de integración donde cada forma de conocimiento se aproxima al acervo del otro, no sólo en vista de un resultado sino para generar certezas en el cumplimiento de la ley.

Indicó que se debería promover una mecánica institucional que permita detectar tempranamente cuáles son los elementos sustanciales de un conflicto ambiental.

En otro orden de materias, señaló que durante toda su vida laboral se ha dedicado a la elaboración y aplicación de instrumentos de la ley de bases del medio ambiente. Ha participado en muchos procesos de evaluación ambiental, en los primeros procesos de fiscalización que se llevaron a cabo en la región de Los Lagos, en la elaboración de la primera norma secundaria de calidad ambiental para un cuerpo de agua lacustre, y en la conformación de los primeros acuerdos de producción limpia.
Finalmente, expresó que esa experiencia avala su capacidad para identificar tempranamente cuales son los componentes relevantes de un contencioso ambiental, cuales son los criterios normativos que permiten elaborar una solución oportuna, y sobre todo su interés de participar.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión otorgó el uso de la palabra al abogado señor Jorge Retamal Valenzuela, candidato propuesto para el cargo de ministro abogado suplente en el Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia. 

Al comenzar su presentación agradeció la nominación del Ejecutivo y la invitación a participar en esta sesión. Señaló que concurre a esta Comisión por segunda vez, dado que nuevamente ha sido nominado para integrar el mencionado tribunal.

Señaló que la constitución de la sede jurisdiccional a la que postula termina por consolidar la legislación ambiental nacional. Con ello se plasma la idea de una justicia ambiental más cercana a la gente, siguiendo los lineamientos expresados por la Excelentísima Corte Suprema durante la tramitación de la ley Nº 20.600, en la que quedó claro que no bastaba con un solo tribunal ambiental para todo el país, sino que se requería al menos tres -uno en cada macrozona-, para asegurar el fácil acceso a esa nueva justicia.

Añadió que la idea de tres jurisdicciones paralelas distribuidas territorialmente evita la centralización, y da cuenta que cada macrozona cuenta con características propias de morfología, geografía, flora y fauna, y de antropología propias, que obligará a cada uno de estos tribunales a considerarlas al momento de medir los impactos los impactos que sus decisiones tendrán dentro de sus jurisdicciones. Ello permitirá un ejercicio identitario de la justicia, pero a la luz de una normativa procesal común.

En otro orden de materias hizo presente que con esta postulación estaría de vuelta en el tribunal, pues anteriormente le correspondió servir como titular por dos años cuando se puso en marcha esa instancia, y ofreció las competencias adquiridas en este período para el cumplimiento de la labor para la cual postula.

Indico que el ejercicio de la función impone puntos claves, como la definición de los elementos que caracterizan el daño ambiental y los requisitos mínimos para declararlo, ámbito en el cual debe apreciarse qué tan significativo es el detrimento del medio ambiente o que tanta vulneración generará la pérdida de los servicios ecosistémicos que dichos elementos brindan a la biota.

Manifestó que la posición de ministro suplente brinda una muy buena oportunidad para profundizar en los aspectos anteriores, que ha preparado desde que comenzó con el proceso de postulación para este cargo. Expresó que, además, lo avala su paso por distintas instituciones extranjeras, públicas y privadas, con relevancia mundial para la temática ambiental.

El señor Presidente de la Comisión agradeció las exposiciones de los tres candidatos y ofreció el uso de la palabra a los Honorables señores Senadores presentes para hacer preguntas y observaciones que consideren oportunas.

En primer término, el Honorable Senador señor De Urresti planteó que la postulación que ahora se somete a la consideración del Senado es un paso indispensable de un proceso riguroso de selección en el que intervienen los tres poderes del Estado.

Connotó que los tres candidatos tienen un fuerte enraizamiento territorial con la jurisdicción sur austral a la que postulan, y su presentación implica recurrir a la masa crítica de recursos humanos formada al alero de la Universidad Austral de Valdivia.

Enseguida dirigió a los postulantes dos consultas. En primer lugar, recordó las observaciones planteadas anteriormente respecto de la demora de los procesos de designación, y preguntó en qué medida ello también se puede deber a los problemas generados por las vacancias en los nombramientos y las renovaciones.

En segundo lugar, solicitó una mayor precisión respecto de la idea de crear unidades de estudio en los tribunales ambientales.

En respuesta a estas inquietudes intervino, en primer lugar, la señora Sibel Villalobos, quien planteó que las preguntas formuladas tratan de un asunto complicado por su posición de incumbente debido a su calidad de postulante. Con todo, observó que apartando el juicio respecto del procedimiento que establece la ley para seleccionar postulantes, se podría considerar algún tipo de control de tiempo máximo para cada etapa de designación de los integrantes del tribunal.

Señaló que su experiencia muestra que la vacancia para llenar cargos de ministros titulares acarrea algunas complicaciones para el funcionamiento del tribunal, no tanto por la integración de los estrados en la audiencia -pues para ello la ley prevé la figura del ministro suplente-, sino más bien para el trabajo del despacho, donde no hay integración.

Respecto de la segunda pregunta sostuvo que es bueno que cada tribunal conozca la historia de sus resoluciones para estar consciente donde puede haber homologación de criterios y donde no, y sobre todo para tener claridad sobre bajo qué circunstancias se cambió el precedente. Añadió que las unidades de estudios también podrían estar a cargo del levantamiento periódico de información técnica a lo largo del tiempo.

En seguida hizo uso de la palabra el señor Iván Hunter, quien en respuesta a las consultas planteadas señaló que para evitar vacancias podría ser conveniente establecer en la ley que creó los tribunales ambientales plazos máximos para abrir cada concurso tras la creación de una vacante.

En relación con la idea de contar con unidades de estudio, explicó que a su juicio ellas podrían estar destinadas a tres funciones:

1) Lograr una sinergia o diálogo entre el Derecho y la Ciencia, sin que ello implique la creación de nuevo conocimiento científico.

2) Establecer metas de corto, mediano y largo plazo para crear acervos desde los fallos previos, que sirvan para resolver los casos futuros.

3) Sostener el contacto continuo del tribunal con los centros académicos regionales.

Seguidamente, intervino el abogado señor Jorge Retamal. Sobre el primer punto consultado, indicó que a riesgo de ser políticamente inconveniente, podría estudiarse la posibilidad de un interinato que extienda, por algunos meses, el nombramiento de los ministros que cesan en sus cargos mientras el respectivo concurso esté en desarrollo.

Respecto de la idea de crear unidades de estudio, planteó que parece una excelente iniciativa y que debería ser abordada por la próxima integración del tribunal.

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín. En primer lugar, observó que la dinámica de trabajo del Congreso Nacional impone la discusión de proyectos de ley para dar solución a problemas urgentes y pocas veces queda tiempo suficiente para discutir medidas de carácter preventivo. En razón de lo anterior consultó a los candidatos si sus experiencias personales les permiten notar alguna falencia de la legislación ambiental que no es evidente, pero cuya solución podría evitar problemas futuros.

Sobre esta consulta, la señora Sibel Villalobos manifestó que nuestro país tiene una muy buena legislación ambiental, y los problemas más bien radican en la implementación de la misma.

Expresó que el ordenamiento jurídico ambiental chileno  es líder en el contexto de los países en países en vías de desarrollo, e incluso ha sido pionero en otras materias, como la participación ciudadana.

Señaló que la clave es velar por la correcta aplicación de la normativa vigente, tarea en la que los tribunales ambientales tienen un rol principal. Indicó que las instituciones que fiscalizan administrativamente el cumplimiento de dichas disposiciones también deberían ser fortalecidas, no solo para que puedan cumplir sus funciones sino también porque la mayor parte de la información científica que funda las reclamaciones presentadas ante los tribunales por personas naturales y comunidades afectadas, surge de los propios organismos públicos.

A continuación, intervino el señor Iván Hunter, quien en respuesta a la consulta formulada por el Honorable Senador señor Larraín recordó que el modelo legislativo ambiental chileno se dedica, en gran parte, a establecer procedimientos para adoptar medidas generales y decisiones particulares pero entrega pocos criterios materiales, pues se entiende que ello queda dispuesto por las legislaciones sectoriales o las circunstancias científicas disponibles para cada caso. Explicó que lo anterior hace particularmente difícil controlar judicialmente una decisión administrativa en materia ambiental.

Considerando lo anterior, manifestó que se podría estudiar la limitación de discrecionalidad del Servicio de Evaluación Ambiental estableciendo, por ejemplo, la obligación de regirse por guías metodológicas más estrictas emanadas de la Superintendencia del Medio Ambiente.

Respecto de la ley que creó los tribunales ambientales, propuso aumentar y especificar los casos de inadmisibilidad de las demandas, para evitar que el tribunal quede obligado a tramitar acciones que están mal formuladas por falta de legitimación activa o por falta de agotamiento de la vía administrativa previa.

En relación a la Superintendencia del Medio Ambiente, señaló que también es necesario avanzar en cosas como la posibilidad de ordenar correcciones tempranas cuyo cumplimiento enerve los procedimientos sancionatorios que ya se hayan incoado.

Planteó que también se debería volver a estudiar el procedimiento para tramitar y controlar los programas de cumplimiento ambiental.

Seguidamente, el señor Jorge Retamal respondió la consulta del Honorable Senador señor Larraín expresando que, en general, la legislación ambiental nacional no tiene grandes falencias, y sólo restaría estudiar la posibilidad de introducir reformas legales al recurso de protección en materia ambiental, con el fin de circunscribirlo a un rol cautelar, y dejar a los tribunales ambientales en posición de resolver el fondo de estos asuntos.

Añadió que se constata un notorio contraste entre la gran cantidad de atribuciones que la ley otorga a la Superintendencia del ramo en comparación con la limitada cantidad de recursos materiales y humanos disponibles para ejercer esas facultades, sobre todo en las regiones del país.

Señaló que aún está pendiente la creación de un Servicio de Áreas Silvestres Protegidas, y la introducción de las regulaciones que resuelvan los conflictos entre el ordenamiento que protege esas áreas y las leyes que ordenan ámbitos sectoriales específicos, como el Código de Minería o las normas sobre ordenamiento territorial, cuando se trata de predios privados.

Indicó que también se observan problemas puntuales con el ejercicio de las facultades de fiscalización de la Superintendencia del Medio Ambiente, y la obligación de denuncia que en paralelo tienen diversos órganos públicos, como la Corporación Nacional Forestal.

Finalmente, subrayó que es necesario ir a un sistema de incentivos tributarios ambientales, lo que va más allá de la típica proposición de impuestos verdes, ya que significaría introducir una disminución de la carga impositiva para mover al contribuyente a invertir en material limpio.

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Pizarro, quien consultó si, con la legislación vigente, es posible que los tribunales ambientales determinen condiciones para la aprobación de un proyecto objeto de una controversia jurídica sometida a su conocimiento.

En respuesta a esta inquietud la señora Sibel Villalobos señaló que en base a la legislación vigente no es posible proceder de la manera que consulta Su Señoría. Indicó que la Excelentísima Corte Suprema ha puntualizado que esa competencia la tendría el Comité de Ministros en el caso de los estudios de impacto ambiental, y el Director de Estudios en el caso de las declaraciones.

No obstante lo anterior, los tribunales ambientales, al hacerse cargo de las controversias en el proceso de decisión, deben señalar las razones por las cuales dichas controversias sometidas a su conocimiento se resuelven a favor de uno u otro de los intervinientes. Esto se hace por medio de una declaración que anula o mantiene el acto administrativo impugnado.

Puntualizó que si se decide anular el acto la sentencia precisará cual es el vicio que justifica esa sanción y cuándo ese vicio se habría manifestado, pues desde ahí en adelante produciría efectos de anulación. Lo anterior, argumentó, supone una suerte de corrección de la actuación administrativa discrecional sujeta al control jurisdiccional, pero sin que por ello la sentencia reemplace los elementos técnicos producidos en la etapa administrativa previa.

A su turno, el señor Iván Hunter planteó que todo depende de la causal que justifique el rechazo en la sentencia.

Expresó que hay que precisar si se trata de la impugnación de un acto producto del ejercicio de una potestad reglada o discrecional, pues el artículo 30 de la ley que regula el procedimiento ante los tribunales ambientales plantea que la competencias de esas instancias es puramente negativa y, en ningún caso, reemplazan las facultades de la Administración, por lo que no es posible sustituir el contenido de una disposición anulada. Explicó que lo anterior se basa en la idea de deferencia técnica de la jurisdicción a la Administración.

Con todo, observó que la ley sí faculta al tribunal para evaluar la pertinencia, suficiencia o proporcionalidad técnica de una decisión administrativa y, en base a ello, decidir, pero con un carácter puramente anulatorio.

Seguidamente, intervino el señor Jorge Retamal Valenzuela, quien indicó que suscribe lo señalado por la candidata señora Sibel Villalobos, pues la ley faculta al tribunal para determinar si un acto impugnado se encuentra o no ajustado a derecho, y en el ejercicio de esa facultad el ente jurisdiccional no está en posición de reemplazar el acto reclamado.

Expresó que a lo más es posible dar orientaciones a través de los considerandos de la sentencia, pero la respuesta final es binaria: se encuentra ajustado a derecho o no, sin que se pueda agregar o suprimir nada al acto impugnado.

En otro orden de consideraciones la señora Sibel Villalobos manifestó que hay una crítica típica motivada por la larga extensión de los fallos de los tribunales ambientales. Indicó que ello está justificado por la complejidad de los asuntos sometidos a su consideración y la necesidad en la que se encuentra la magistratura de resolver todas las controversias planteadas.

Finalmente, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, precisó que los procedimientos de nombramiento de los jueces de los tribunales ambientales están establecidos en la ley que creó esas instancias y, en este caso y en otros anteriores, el Ejecutivo ha dado cumplimiento cabal a sus obligaciones. Expresó que las cinquenas que dieron lugar a las postulaciones que ahora se discuten fueron despachadas por la Excelentísima Corte Suprema en mayo y septiembre de este año. 

Finalmente, hizo presente que se trata de un procedimiento complejo en que intervienen varias partes, y por ello la propia ley contempla un sistema de ministros suplentes, que en parte pueden resolver el problema de las vacancias de cargos que se ha planteado.

A continuación el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, agradeció a cada uno de los postulantes sus presentaciones.
-.-.-
En virtud de los antecedentes previamente descritos, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores De Urresti, Harboe, Larraín y Pizarro, tiene el honor de informar que la proposición de S.E. la señora Presidenta de la República para nombrar como Ministro Suplente abogado del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la ciudad de Valdivia, al señor Jorge Retamal Valenzuela, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.
- - -



Acordado en sesión celebrada el día 28 de noviembre de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Alfonso De Urresti Longton, Alejandro García Huidobro Sanfuentes (Hernán Larraín Fernández) y Jorge Pizarro Soto (Pedro Araya Guerrero).


Sala de la Comisión, 30 de noviembre de 2017.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Abogado Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR MINISTROS TITULARES DEL TERCER TRIBUNAL AMBIENTAL DE VALDIVIA, AL ABOGADO Y A LA LICENCIADA EN CIENCIAS, RESPECTIVAMENTE, SEÑOR IVÁN HUNTER AMPUERO Y SEÑORA SIBEL VILLALOBOS VOLPI

(S 1.953-05)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra informar la solicitud de Su Excelencia la señora Presidenta de la República para nombrar, como Ministros Titulares del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, a las personas señaladas en el epígrafe.


Mediante el oficio N° 1715, de 6 de noviembre del presente año, la Primera Mandataria ha hecho presente la urgencia para el despacho de este asunto, en los términos previstos en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República. De este oficio se dio cuenta en el Senado el día 7 de noviembre de 2017.


A la sesión en que se analizó este asunto, asistieron el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, y los abogados señores Iván Hunter Ampuero y Jorge Retamal Valenzuela, y la licenciada en ciencias, señora Sibel Villalobos Volpi.


Concurrieron, asimismo, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Elvira Oyanguren; los asesores señores Giovanni Semería y Fernando Carrasco, y el fotógrafo, señor Juan Carlos Cancino.


Igualmente, estuvieron presentes, la asesora del Honorable Senador señor De Urresti, señora Melissa Mallega; los asesores del Comité PPD, señora Catalina Wildner y señores Sebastián Abarca y Gabriel Muñoz; el asesor del Comité DC, señor Robert Angelbeck, y la asesora de la Presidencia de la Cámara de Diputados, señora Paulin Silva.

-.-.-


Cabe hacer presente que de conformidad con lo prescrito en el inciso sexto del artículo 2° de la ley N° 20.600, que creó los Tribunales Ambientales, la presente solicitud requiere, para ser aprobada por esta Corporación, del voto conforme de los tres quintos de los Senadores en ejercicio.

-.-.-

ANTECEDENTES

1.- De Derecho

1.1.- De conformidad con lo dispuesto por la ley N° 20.600, los Tribunales Ambientales son órganos jurisdiccionales especiales, sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias medio ambientales de su competencia y ocuparse de los demás asuntos que la ley somete a su conocimiento.

Su artículo 5° establece tres tribunales ambientales. En particular, el Tercer Tribunal Ambiental, para el cual se han presentado las postulaciones en estudio, tiene asiento en la comuna de Valdivia y ejerce sus atribuciones en las Regiones de Ñuble, del Biobío, de La Araucanía, de Los Ríos, de Los Lagos, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la Antártica Chilena.

En cuanto a la composición de estos tribunales, cabe consignar que cada uno de ellos está integrado por tres ministros titulares y dos suplentes. Dos de los ministros titulares deben tener el título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de derecho administrativo o ambiental. El tercero será un licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales y con, a lo menos, diez años de ejercicio profesional. Por su parte, uno de los ministros suplentes debe ser abogado y el otro licenciado en ciencias.


Tanto los ministros titulares como los suplentes deben ser designados de conformidad al procedimiento que establece el artículo 2° de la ley 20.600. En síntesis, dicho precepto prescribe que cada ministro será nombrado por S.E el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema.


Para llevar adelante este procedimiento se ha establecido que el Máximo Tribunal formará la nómina correspondiente de una lista de candidatos que, con un mínimo de seis y un máximo de ocho nombres, debe proponerle el Consejo de Alta Dirección Pública. Este Consejo selecciona a los postulantes mediante un concurso público que se somete al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el Párrafo 3° del Título VI de la ley Nº 19.882.


Los candidatos propuestos por el referido Consejo serán recibidos en audiencia pública por el Máximo Tribunal, el que puede aprobar o rechazar a todos o a alguno de ellos. Concluida esta etapa, la Excma. Corte Suprema hace una proposición al Presidente de la República, quien deberá seleccionar al postulante y formular su propuesta al Senado.


Esta corporación puede acoger o rechazar la proposición formulada por el Primer Mandatario por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Si ella no se aprueba, el Presidente de la República deberá presentar a otro candidato que forme parte de la misma nómina elaborada por la Excma. Corte Suprema, y si se rechazare la segunda proposición, se deberá llamar a un nuevo concurso.

Cabe recordar que no podrán integrar los Tribunales Ambientales quienes, en los dos años anteriores a su nombramiento, hayan desempeñado el cargo de Ministro o Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquier otro cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.

El cargo de ministro titular es de dedicación exclusiva y es incompatible con todo otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o públicas, sean éstas últimas fiscales, municipales, fiscales autónomas o semifiscales, en empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo cargo de elección popular. Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta por 12 horas semanales. Por su parte, los ministros suplentes tienen las mismas incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los titulares, exceptuándose de estas limitaciones los empleos docentes y las funciones o comisiones académicas en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en la ley.

1.2.- Finalmente, es pertinente recordar que en virtud de lo dispuesto por el artículo 205 del Reglamento del Senado, los asuntos que importen el ejercicio de alguna atribución exclusiva de la Corporación no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda, que, en este caso, es la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

2.- De Hecho

2.1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República


Al iniciarse el estudio de este asunto, la Comisión tuvo en consideración el Oficio Nº 1715, de 6 de noviembre de 2017, dirigido al Presidente del Senado por S. E. la señora Presidenta de la República.


En este oficio se hace presente que de acuerdo al artículo 2° de la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, cada uno de ellos estará integrado por tres ministros titulares y dos ministros suplentes. Cada ministro será nombrado por S.E el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, para cada cargo, propondrá la Excma. Corte Suprema.


Agrega que con fecha 30 de septiembre de 2015 cesó en su cargo de ministro titular abogado don Jorge Retamal Valenzuela, nombrado en virtud del decreto N° 37, de 2013, del Ministerio del Medio Ambiente, provocándose la vacante del cargo reseñado. Asimismo, hace presente que con fecha 30 de septiembre de 2017, cesó en su cargo de ministro titular licenciado en ciencias, don Roberto Pastén Carrasco, designado conforme al mismo decreto ya consignado, provocándose también la vacancia del cargo reseñado.


Explica que en cumplimiento de la ley N° 20.600, la Excma. Corte Suprema ha propuesto las respectivas cinquenas, en base a la que corresponde nombrar, con acuerdo del Senado, al ministro titular abogado y al ministro titular licenciado en ciencias para la integración del Tercer Tribunal Ambiental con sede en Valdivia.


Teniendo en cuenta estos antecedentes  comunica que ha decidido requerir el acuerdo del Senado para nombrar, en el cargo de ministro titular abogado, al señor Iván Hunter Ampuero, y en el cargo de ministra titular licenciada en ciencias, a la señora Sibel Villalobos Volpi.

2.1.- Antecedentes profesionales de los candidatos





1. El señor Iván Alberto Hunter Ampuero es abogado y Licenciado en Ciencias Jurídicas de la Universidad Austral de Chile.





Asimismo, es Magíster en Derecho de la Universidad Austral de Chile y Doctor en Derecho de la Universidad Carlos III de Madrid.





Igualmente, es Diplomado en Análisis y Gestión del Ambiente, condición otorgada por el Centro de Ciencias Ambientales EULA-Chile, de la Universidad de Concepción.





Actualmente se desempeña como profesor asociado, categoría II, en la Universidad Austral de Chile. En esta entidad académica ha impartido las asignaturas de Proceso Civil Ordinario, Procedimientos especiales, Contratación Pública y Concesiones, y Litigación Ambiental.





En el pasado reciente se ha desempeñado como Administrador Regional en el Gobierno Regional de Los Ríos (2012); como abogado de la Asociación de Municipalidades de la Región de los Ríos para el manejo sustentable de residuos sólidos y la gestión ambiental (2013-2017); como asesor de la Superintendencia del Medio Ambiente (2016), y asesor jurídico de la Municipalidad de Los Lagos (2017).





Es autor de múltiples artículos de revistas y de libros relacionados con la prueba y el contencioso administrativo, según se da cuenta en el curriculum vitae que se adjunta a este informe. 





Finalmente, cabe hacer presente que el señor Hunter imparte clases en programas de magister en diversas universidades nacionales e internacionales.





2.- La señora Sibel Villalobos Volpi es Licenciada en Biología Marina por la Universidad Austral de Chile. Asimismo, tiene el grado de Magister en Ciencias con Mención Recursos Hídricos, de la Facultad de Ciencias de la mencionada Universidad.





Igualmente, tiene un Diplomado en Gestión Ambiental y Evaluación de Impacto, impartido por la Facultad de Ciencias de la Universidad Austral de Chile. Ha participado en diversos cursos entre los que destacan los siguientes: curso de postgrado sobre bases conceptuales e instrumentales para el manejo de lagos y ríos oligotróficos, dictado por la Universidad Austral (1999); curso sobre Integrated Basin Management for Lake Environment, en Osaka, Japón (1999); curso de especialización “Índice de Funcionalidad Lacustre”, impartido por la Pontificia Universidad Católica de Chile; curso “Biodiversity, ecosystem services and sustainable management of socio- ecosystems”, impartido por Europe’s ecosystem research network (ALTER-Net Summer School) (2016), y finalmente cuenta, además, con un Diplomado en Argumentación y Razonamiento Jurídico, impartido por la Facultad de Derecho de la Universidad Austral de Chile.





Actualmente se desempeña como Ministra suplente en el cargo de Licenciada en Ciencias del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la ciudad de Valdivia.





En el pasado ejerció la función de Jefa de la Unidad de Política y Regulación Ambiental, especialista en ecosistemas acuáticos en la Secretaria Regional Ministerial del Medio Ambiente de la Región de los Lagos. (2010-2013).





Igualmente se desempeñó como Jefa del Departamento  de Control y Prevención de la Contaminación en la CONAMA (2006-2010). Asimismo, en el mismo servicio, cumplió labores como Encargada del Área de Control de la Contaminación Hídrica y Acuerdos de Producción Limpia (2006-2010) y como profesional del área de fiscalización y control ambiental y del área de avaluación ambiental (1998-2001).





Finalmente, según da cuenta el curriculum vitae que se acompaña como adjunto a este informe, ha dictado diversas conferencias, emitidos informes y participado en estudios vinculados con su actividad profesional.

- - -

CONSIDERACIÓN DE LA PROPOSICIÓN FORMULADA POR S.E. LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA

Hacemos presente que en el debate que se presenta a continuación no sólo se consignan las intervenciones, preguntas y observaciones que se formularon al señor Iván Hunter Ampuero y a la señora Sibel Villalobos Volpi, sino que también al señor Jorge Retamal Valenzuela, quien es propuesto por S.E la señora Presidente de la República como Ministro Suplente del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia (Boletín N° S 1952-05). Esta circunstancia se explica pues la Comisión trató en conjunto estos nombramientos dada la directa relación que existe entre la designación de los ministros titulares y los ministros suplentes del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia.

-.-.-

Al inicio de la sesión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, otorgó el uso de la palabra al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, quien agradeció la invitación cursada a participar en esta sesión.

Expresó que los candidatos presentados en esta ocasión por el Ejecutivo cumplen a cabalidad los requisitos que exige el ordenamiento jurídico general, la legislación ambiental, y la regulación específica de la ley que creó los tribunales ambientales, por lo que solicitó el acuerdo de la Comisión para nombrarlos en los cargos que para cada caso se proponen en el Tercer Tribunal Ambiental de Valdivia.

En seguida, se concedió el uso de la palabra al candidato a ocupar el puesto de Ministro Titular Abogado, señor Iván Hunter Ampuero, quien agradeció la confianza depositada por el Ejecutivo y la invitación cursada para participar en esta sesión, e inició su presentación manifestando que el interés por el Derecho Ambiental nace en nuestro país hace muy poco tiempo, con la promulgación de la ley Nº 19.300, General de Bases del Medio Ambiente, en el año 1994. Esta ley sirvió como marco general para la regulación de este sector, con miras a lograr un medio ambiente sustentable y sostenible.

Con todo, observó que desde la ley Nº 20.600 se empieza realmente a consolidar la institucionalidad ambiental, con el establecimiento de las tres entidades públicas fundamentales para el sector: el Ministerio del Medio Ambiente, la Superintendencia del Medio Ambiente y los Tribunales Ambientales. Indicó que a su juicio este fue el punto de inflexión que dio inicio al rápido desarrollo que hoy se percibe en el derecho ambiental en nuestro país.

En esta línea, indicó que uno de los aspectos más destacados es el del acceso a la justicia ambiental. Sobre el punto, manifestó que en parte ello es un legado de la jurisprudencia previa de la Excelentísima Corte Suprema, que evolucionó de una idea meramente individual de esta garantía a una concepción colectiva de la misma. Señaló que el tránsito de esa senda de interpretación relativo al alcance del derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación se explica por razones instrumentales. Ello abarca la necesidad de suplir el déficit regulatorio inicial en materia ambiental que devino necesariamente en el control jurisdiccional de los actos vinculados a esta temática.

Señaló que esa razón se mantiene en la actualidad porque la ley Nº 20.600 optó por lo que se denomina "régimen de infraestructura", que prefiere establecer procedimientos y sanciones administrativas controlables jurisdiccionalmente, en vez de una regulación sustantiva. Ello importa un fino equilibrio entre la discrecionalidad de la Administración para adoptar una decisión en esta materia, versus la posibilidad de revisar esa decisión jurisdiccional.

Puntualizó que de alguna forma este modelo fue heredado de la práctica jurisdiccional del recurso de protección relativo a la garantía fundamental de los artículos 19, número 8, y 20 de la Carta Fundamental, sobre todo tras la reforma del año 2005, que permitió extender aún más esa acción constitucional en materia ambiental.

Explicó que la extensión de esta acción constitucional fundó en la doctrina el reclamo por una regulación ambiental especial, que se hiciera cargo de la complejidad y especialidad de la materia regulada. Una vez que esa legislación especial fue establecida, operó una suerte de principio de deferencia técnica del máximo tribunal a la hora de revisar las sentencias de la nueva instancia jurisdiccional.

En otro orden de ideas, explicó que originalmente hubo cierta duda respecto de los sujetos protegidos por la nueva jurisdicción, pues en un primer momento se consideraba que sus principales usuarios iban a ser los grandes grupos económicos que desarrollan proyectos con impacto ambiental, y que comparecerían básicamente para reclamar por alguna multa cursada por la nueva institucionalidad ambiental, o por alguna decisión administrativa que no fuere conveniente para sus intereses. Pero en el corto plazo esta visión fue desechada, porque los tribunales ambientales también se mostraron abiertos a acoger denuncias de personas naturales o comunidades organizadas que hubiesen sido dañadas ambientalmente. Este comportamiento de los tribunales ambientales dio pie para que la Excelentísima Corte Suprema dictaminara que los conflictos ambientales deben ser ventilados ante la jurisdicción especializada, y el recurso de protección en materia ambiental quedara reducido a situaciones excepcionales que requieren intervenir de manera urgente para reestablecer un derecho amagado, pues la deferencia técnica en este caso estaba justificada y no se preveía que con ello aparecería un ámbito de indefensión.

Expresó que la nueva infraestructura en materia ambiental ha provocado dos tipos de expansión:

a) subjetiva, pues ha permitido la integración de personas y grupos sociales tradicionalmente excluidos del contencioso administrativo ambiental.

b) objetiva, pues los nuevos tribunales han logrado concentrar sobre sí el control de todos los actos administrativos con relevancia ambiental atingentes a los casos que están conociendo.

En seguida, se refirió a los desafíos que, a su juicio, enfrentarán los tribunales ambientales.

En primer término, mencionó la homogeneización horizontal de los criterios empleados por los distintos tribunales ambientales que funcionan en nuestro país. Señaló que la seguridad jurídica es un valor en todo Estado de Derecho, y por ello es necesario que los distintos tribunales dialoguen entre sí para establecer procedimientos lo más similares posibles.

Observó que es evidente que cada juez tiene libertad para interpretar la ley en cada caso concreto, por el solo hecho de que cada uno de ellos es distinto y requiere un acercamiento normativo propio. Añadió que, con todo, lo anterior debería tener lugar en un contexto de procedimientos análogos.

Indicó que la homogeneización horizontal también abarca el cumplimiento de la normativa ambiental. Señaló que ello incentiva el cumplimiento de la norma, ya que si no es posible prever como actuará un tribunal ambiental ante un caso típico, no es posible avalar una forma de proceder de las personas que sea consistente con la interpretación jurisprudencial de las normas atingentes al tema.

Para materializar la aspiración anterior, señaló que cada sentencia debería avalar su decisión citando el precedente previo de ese mismo tribunal o de los demás que comparten su competencia, explicando por qué el precedente se aplica al caso. Añadió que si, en cambio, la decisión que se adopta se aparta del precedente, la sentencia también tendría que fundamentar por qué se procede de esa forma.

Explicó que actuar de la manera antes descrita es más difícil, porque supone que cada decisión que se adopte se debe formular no solo pensando en el caso de la litis, sino también en como en criterio contenido en ella se puede replicar en el futuro en otros casos que comparten las mismas características. Sostuvo que una forma de hacer posible esta manera de proceder sería apoyarse en unidades de estudio que se deberían crear, con características similares a lo que hoy existe en la Excelentísima Corte Suprema.

En segundo término, indicó que otro desafío para la jurisdicción ambiental es mejorar los tiempos de resolución. Expresó que ello choca con la complejidad de los casos que debe conocer esa jurisdicción ambiental, pero se puede enfrentar con sistemas de control y división del trabajo, pues la justicia que tarda no es justicia, sobre todo cuando está en juego la reparación de un daño ambiental.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión otorgó el uso de la palabra a la candidata a ocupar el puesto de ministro titular científico del tercer tribunal ambiental de Valdivia, señora Sibel Villalobos Volpi, quien agradeció la confianza depositada por la Primera Mandataria para postularla al cargo y la invitación cursada por la Comisión para participar de esta sesión. 

Comenzó su presentación señalando que a cinco años de su instalación no corresponde ya justificar la necesidad de una jurisdicción especializada en materia ambiental, sino solo constatar que nuestro país ya dio respuesta a este punto.

Expresó que en la actualidad hay 1200 tribunales y cortes ambientales en 44 países del mundo, que integran derecho y ciencia en la resolución de los casos sometidos a su consideración. Añadió que pese a esa experiencia sólo hay tres países donde un integrante no letrado científico integra la instancia jurisdiccional ambiental: Suecia, Nueva Zelanda y Chile.

Señaló que nuestra legislación exige que las sentencias ambientales contengan la argumentación científica que avale la decisión que se adopta. Observó que esto no es un asunto meramente accesorio que otorgaría el carácter de "ambiental" al derecho que trata estas materias, sino que define lo que es el derecho ambiental contemporáneo, el que por medio de una visión integradora busca solucionar problemas de gran complejidad, como los conflictos ambientales.

Explicó que las partes que comparecen ante un tribunal ambiental levantan hipótesis fundadas en evidencia científica que las apoya. Expresó que el tribunal debe evaluar técnicamente el peso de esa evidencia y adjudicarle el valor probatorio proporcional en el proceso de toma de decisiones.

Manifestó que la ciencia permite darle contenido técnico a la gran cantidad de conceptos jurídicos indeterminados que estructuran el ordenamiento ambiental, como daño ambiental significativo, propiedades básicas a restaurar en un ecosistema afectado, daño ambiental irreparable, etc.

Agregó que la presencia de un ministro científico en el tribunal ambiental también permite reducir el sesgo cognoscitivo de la sana crítica, pues otorga contenido tangible a las exigencias de la lógica, de la experiencia y del conocimiento científico establecido.

Indicó que el desafío de esta composición mixta en la instancia jurisdiccional ambiental es la conformación conjunta de una interface entre el derecho y la ciencia, que en la actualidad aún tiene poco contenido.

Puntualizó que en paralelo a la aspiración de certeza jurídica también se levanta la necesidad de establecer una certeza técnica. Manifestó que lo anterior permitiría una mejor conformación de la discrecionalidad administrativa, no solo a la hora de establecer los derechos de los involucrados, sino también de extraer información de la gran cantidad de material científico que genera el proceso de evaluación de impacto ambiental y las acciones de fiscalización, útil para la toma de decisiones.

Señaló que la formación de la referida relación entre lo jurídico y lo científico en materia ambiental importa un proceso de integración donde cada forma de conocimiento se aproxima al acervo del otro, no sólo en vista de un resultado sino para generar certezas en el cumplimiento de la ley.

Indicó que se debería promover una mecánica institucional que permita detectar tempranamente cuáles son los elementos sustanciales de un conflicto ambiental.

En otro orden de materias, señaló que durante toda su vida laboral se ha dedicado a la elaboración y aplicación de instrumentos de la ley de bases del medio ambiente. Ha participado en muchos procesos de evaluación ambiental, en los primeros procesos de fiscalización que se llevaron a cabo en la región de Los Lagos, en la elaboración de la primera norma secundaria de calidad ambiental para un cuerpo de agua lacustre, y en la conformación de los primeros acuerdos de producción limpia.

Finalmente, expresó que esa experiencia avala su capacidad para identificar tempranamente cuales son los componentes relevantes de un contencioso ambiental, cuales son los criterios normativos que permiten elaborar una solución oportuna, y sobre todo su interés de participar.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión otorgó el uso de la palabra al abogado señor Jorge Retamal Valenzuela, candidato propuesto para el cargo de ministro abogado suplente en el Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia. 

Al comenzar su presentación agradeció la nominación del Ejecutivo y la invitación a participar en esta sesión. Señaló que concurre a esta Comisión por segunda vez, dado que nuevamente ha sido nominado para integrar el mencionado tribunal.

Señaló que la constitución de la sede jurisdiccional a la que postula termina por consolidar la legislación ambiental nacional. Con ello se plasma la idea de una justicia ambiental más cercana a la gente, siguiendo los lineamientos expresados por la Excelentísima Corte Suprema durante la tramitación de la ley Nº 20.600, en la que quedó claro que no bastaba con un solo tribunal ambiental para todo el país, sino que se requería al menos tres -uno en cada macrozona-, para asegurar el fácil acceso a esa nueva justicia.

Añadió que la idea de tres jurisdicciones paralelas distribuidas territorialmente evita la centralización, y da cuenta que cada macrozona cuenta con características propias de morfología, geografía, flora y fauna, y de antropología propias, que obligará a cada uno de estos tribunales a considerarlas al momento de medir los impactos los impactos que sus decisiones tendrán dentro de sus jurisdicciones. Ello permitirá un ejercicio identitario de la justicia, pero a la luz de una normativa procesal común.

En otro orden de materias hizo presente que con esta postulación estaría de vuelta en el tribunal, pues anteriormente le correspondió servir como titular por dos años cuando se puso en marcha esa instancia, y ofreció las competencias adquiridas en este período para el cumplimiento de la labor para la cual postula.

Indico que el ejercicio de la función impone puntos claves, como la definición de los elementos que caracterizan el daño ambiental y los requisitos mínimos para declararlo, ámbito en el cual debe apreciarse qué tan significativo es el detrimento del medio ambiente o que tanta vulneración generará la pérdida de los servicios ecosistémicos que dichos elementos brindan a la biota.

Manifestó que la posición de ministro suplente brinda una muy buena oportunidad para profundizar en los aspectos anteriores, que ha preparado desde que comenzó con el proceso de postulación para este cargo. Expresó que, además, lo avala su paso por distintas instituciones extranjeras, públicas y privadas, con relevancia mundial para la temática ambiental.

El señor Presidente de la Comisión agradeció las exposiciones de los tres candidatos y ofreció el uso de la palabra a los Honorables señores Senadores presentes para hacer preguntas y observaciones que consideren oportunas.

En primer término, el Honorable Senador señor De Urresti planteó que la postulación que ahora se somete a la consideración del Senado es un paso indispensable de un proceso riguroso de selección en el que intervienen los tres poderes del Estado.

Connotó que los tres candidatos tienen un fuerte enraizamiento territorial con la jurisdicción sur austral a la que postulan, y su presentación implica recurrir a la masa crítica de recursos humanos formada al alero de la Universidad Austral de Valdivia.

Enseguida dirigió a los postulantes dos consultas. En primer lugar, recordó las observaciones planteadas anteriormente respecto de la demora de los procesos de designación, y preguntó en qué medida ello también se puede deber a los problemas generados por las vacancias en los nombramientos y las renovaciones.

En segundo lugar, solicitó una mayor precisión respecto de la idea de crear unidades de estudio en los tribunales ambientales.

En respuesta a estas inquietudes intervino, en primer lugar, la señora Sibel Villalobos, quien planteó que las preguntas formuladas tratan de un asunto complicado por su posición de incumbente debido a su calidad de postulante. Con todo, observó que apartando el juicio respecto del procedimiento que establece la ley para seleccionar postulantes, se podría considerar algún tipo de control de tiempo máximo para cada etapa de designación de los integrantes del tribunal.

Señaló que su experiencia muestra que la vacancia para llenar cargos de ministros titulares acarrea algunas complicaciones para el funcionamiento del tribunal, no tanto por la integración de los estrados en la audiencia -pues para ello la ley prevé la figura del ministro suplente-, sino más bien para el trabajo del despacho, donde no hay integración.

Respecto de la segunda pregunta sostuvo que es bueno que cada tribunal conozca la historia de sus resoluciones para estar consciente donde puede haber homologación de criterios y donde no, y sobre todo para tener claridad sobre bajo qué circunstancias se cambió el precedente. Añadió que las unidades de estudios también podrían estar a cargo del levantamiento periódico de información técnica a lo largo del tiempo.

En seguida hizo uso de la palabra el señor Iván Hunter, quien en respuesta a las consultas planteadas señaló que para evitar vacancias podría ser conveniente establecer en la ley que creó los tribunales ambientales plazos máximos para abrir cada concurso tras la creación de una vacante.

En relación con la idea de contar con unidades de estudio, explicó que a su juicio ellas podrían estar destinadas a tres funciones:

1) Lograr una sinergia o diálogo entre el Derecho y la Ciencia, sin que ello implique la creación de nuevo conocimiento científico.

2) Establecer metas de corto, mediano y largo plazo para crear acervos desde los fallos previos, que sirvan para resolver los casos futuros.

3) Sostener el contacto continuo del tribunal con los centros académicos regionales.

Seguidamente, intervino el abogado señor Jorge Retamal. Sobre el primer punto consultado, indicó que a riesgo de ser políticamente inconveniente, podría estudiarse la posibilidad de un interinato que extienda, por algunos meses, el nombramiento de los ministros que cesan en sus cargos mientras el respectivo concurso esté en desarrollo.

Respecto de la idea de crear unidades de estudio, planteó que parece una excelente iniciativa y que debería ser abordada por la próxima integración del tribunal.

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín. En primer lugar, observó que la dinámica de trabajo del Congreso Nacional impone la discusión de proyectos de ley para dar solución a problemas urgentes y pocas veces queda tiempo suficiente para discutir medidas de carácter preventivo. En razón de lo anterior consultó a los candidatos si sus experiencias personales les permiten notar alguna falencia de la legislación ambiental que no es evidente, pero cuya solución podría evitar problemas futuros.

Sobre esta consulta, la señora Sibel Villalobos manifestó que nuestro país tiene una muy buena legislación ambiental, y los problemas más bien radican en la implementación de la misma.

Expresó que el ordenamiento jurídico ambiental chileno  es líder en el contexto de los países en países en vías de desarrollo, e incluso ha sido pionero en otras materias, como la participación ciudadana.

Señaló que la clave es velar por la correcta aplicación de la normativa vigente, tarea en la que los tribunales ambientales tienen un rol principal. Indicó que las instituciones que fiscalizan administrativamente el cumplimiento de dichas disposiciones también deberían ser fortalecidas, no solo para que puedan cumplir sus funciones sino también porque la mayor parte de la información científica que funda las reclamaciones presentadas ante los tribunales por personas naturales y comunidades afectadas, surge de los propios organismos públicos.

A continuación, intervino el señor Iván Hunter, quien en respuesta a la consulta formulada por el Honorable Senador señor Larraín recordó que el modelo legislativo ambiental chileno se dedica, en gran parte, a establecer procedimientos para adoptar medidas generales y decisiones particulares pero entrega pocos criterios materiales, pues se entiende que ello queda dispuesto por las legislaciones sectoriales o las circunstancias científicas disponibles para cada caso. Explicó que lo anterior hace particularmente difícil controlar judicialmente una decisión administrativa en materia ambiental.

Considerando lo anterior, manifestó que se podría estudiar la limitación de discrecionalidad del Servicio de Evaluación Ambiental estableciendo, por ejemplo, la obligación de regirse por guías metodológicas más estrictas emanadas de la Superintendencia del Medio Ambiente.

Respecto de la ley que creó los tribunales ambientales, propuso aumentar y especificar los casos de inadmisibilidad de las demandas, para evitar que el tribunal quede obligado a tramitar acciones que están mal formuladas por falta de legitimación activa o por falta de agotamiento de la vía administrativa previa.

En relación a la Superintendencia del Medio Ambiente, señaló que también es necesario avanzar en cosas como la posibilidad de ordenar correcciones tempranas cuyo cumplimiento enerve los procedimientos sancionatorios que ya se hayan incoado.

Planteó que también se debería volver a estudiar el procedimiento para tramitar y controlar los programas de cumplimiento ambiental.

Seguidamente, el señor Jorge Retamal respondió la consulta del Honorable Senador señor Larraín expresando que, en general, la legislación ambiental nacional no tiene grandes falencias, y sólo restaría estudiar la posibilidad de introducir reformas legales al recurso de protección en materia ambiental, con el fin de circunscribirlo a un rol cautelar, y dejar a los tribunales ambientales en posición de resolver el fondo de estos asuntos.

Añadió que se constata un notorio contraste entre la gran cantidad de atribuciones que la ley otorga a la Superintendencia del ramo en comparación con la limitada cantidad de recursos materiales y humanos disponibles para ejercer esas facultades, sobre todo en las regiones del país.

Señaló que aún está pendiente la creación de un Servicio de Áreas Silvestres Protegidas, y la introducción de las regulaciones que resuelvan los conflictos entre el ordenamiento que protege esas áreas y las leyes que ordenan ámbitos sectoriales específicos, como el Código de Minería o las normas sobre ordenamiento territorial, cuando se trata de predios privados.

Indicó que también se observan problemas puntuales con el ejercicio de las facultades de fiscalización de la Superintendencia del Medio Ambiente, y la obligación de denuncia que en paralelo tienen diversos órganos públicos, como la Corporación Nacional Forestal.

Finalmente, subrayó que es necesario ir a un sistema de incentivos tributarios ambientales, lo que va más allá de la típica proposición de impuestos verdes, ya que significaría introducir una disminución de la carga impositiva para mover al contribuyente a invertir en material limpio.

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Pizarro, quien consultó si, con la legislación vigente, es posible que los tribunales ambientales determinen condiciones para la aprobación de un proyecto objeto de una controversia jurídica sometida a su conocimiento.

En respuesta a esta inquietud la señora Sibel Villalobos señaló que en base a la legislación vigente no es posible proceder de la manera que consulta Su Señoría. Indicó que la Excelentísima Corte Suprema ha puntualizado que esa competencia la tendría el Comité de Ministros en el caso de los estudios de impacto ambiental, y el Director de Estudios en el caso de las declaraciones.

No obstante lo anterior, los tribunales ambientales, al hacerse cargo de las controversias en el proceso de decisión, deben señalar las razones por las cuales dichas controversias sometidas a su conocimiento se resuelven a favor de uno u otro de los intervinientes. Esto se hace por medio de una declaración que anula o mantiene el acto administrativo impugnado.

Puntualizó que si se decide anular el acto la sentencia precisará cual es el vicio que justifica esa sanción y cuándo ese vicio se habría manifestado, pues desde ahí en adelante produciría efectos de anulación. Lo anterior, argumentó, supone una suerte de corrección de la actuación administrativa discrecional sujeta al control jurisdiccional, pero sin que por ello la sentencia reemplace los elementos técnicos producidos en la etapa administrativa previa.

A su turno, el señor Iván Hunter planteó que todo depende de la causal que justifique el rechazo en la sentencia.

Expresó que hay que precisar si se trata de la impugnación de un acto producto del ejercicio de una potestad reglada o discrecional, pues el artículo 30 de la ley que regula el procedimiento ante los tribunales ambientales plantea que la competencias de esas instancias es puramente negativa y, en ningún caso, reemplazan las facultades de la Administración, por lo que no es posible sustituir el contenido de una disposición anulada. Explicó que lo anterior se basa en la idea de deferencia técnica de la jurisdicción a la Administración.

Con todo, observó que la ley sí faculta al tribunal para evaluar la pertinencia, suficiencia o proporcionalidad técnica de una decisión administrativa y, en base a ello, decidir, pero con un carácter puramente anulatorio.

Seguidamente, intervino el señor Jorge Retamal Valenzuela, quien indicó que suscribe lo señalado por la candidata señora Sibel Villalobos, pues la ley faculta al tribunal para determinar si un acto impugnado se encuentra o no ajustado a derecho, y en el ejercicio de esa facultad el ente jurisdiccional no está en posición de reemplazar el acto reclamado.

Expresó que a lo más es posible dar orientaciones a través de los considerandos de la sentencia, pero la respuesta final es binaria: se encuentra ajustado a derecho o no, sin que se pueda agregar o suprimir nada al acto impugnado.

En otro orden de consideraciones la señora Sibel Villalobos manifestó que hay una crítica típica motivada por la larga extensión de los fallos de los tribunales ambientales. Indicó que ello está justificado por la complejidad de los asuntos sometidos a su consideración y la necesidad en la que se encuentra la magistratura de resolver todas las controversias planteadas.

Finalmente, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, precisó que los procedimientos de nombramiento de los jueces de los tribunales ambientales están establecidos en la ley que creó esas instancias y, en este caso y en otros anteriores, el Ejecutivo ha dado cumplimiento cabal a sus obligaciones. Expresó que las cinquenas que dieron lugar a las postulaciones que ahora se discuten fueron despachadas por la Excelentísima Corte Suprema en mayo y septiembre de este año. 

Finalmente, hizo presente que se trata de un procedimiento complejo en que intervienen varias partes, y por ello la propia ley contempla un sistema de ministros suplentes, que en parte pueden resolver el problema de las vacancias de cargos que se ha planteado.

A continuación el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, agradeció a cada uno de los postulantes sus presentaciones.

-.-.-
En virtud de los antecedentes previamente descritos, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores De Urresti, Harboe, Larraín y Pizarro, tiene el honor de informar que la proposición de S.E. la señora Presidenta de la República para nombrar en el Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la ciudad de Valdivia, al señor Iván Alberto Hunter Ampuero, como Ministro Titular Abogado y a la señora Sibel Villalobos Volpi, como Ministra Titular Licenciada en Ciencias, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - -



Acordado en sesión celebrada el día 28 de noviembre de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Alfonso De Urresti Longton, Alejandro García Huidobro Sanfuentes (Hernán Larraín Fernández) y Jorge Pizarro Soto (Pedro Araya Guerrero).


Sala de la Comisión, 30 de noviembre de 2017.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Abogado Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INSTAURA EL 12 DE MARZO DE CADA AÑO COMO EL DÍA NACIONAL DEL TRABAJADOR PAPELERO

(8.875-13)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social informa respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de la ex Senadora señora Soledad Alvear Valenzuela y del Senador señor Hernán Larraín Fernández, con urgencia calificada de “suma”.


Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único, y acordó, unánimemente, proponer al señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

-------

OBJETIVO DEL PROYECTO


Declarar el día 12 de marzo de cada año como el “Día Nacional del Trabajador Papelero”, en reconocimiento de la industria y de sus trabajadores.

-------

 
A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, acompañado por la asesora legislativa, señora Claudia Donaire y los asesores señores Francisco del Río y Manuel Escobar. El Director del Trabajo, señor Christian Melis y la abogada asesora, señora Paula Donoso. De Codelco: el Abogado, señor Juan Alberto Molina. La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Paola Fabres; el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy; el asesor legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales; la abogada asesora del Instituto Igualdad, señora Vanesa Salgado; el asesor de la Fundación Jaime Guzmán, señor Felipe Rossler y el asesor del Comité Partido Demócrata Cristiano, señor Gerardo Bascuñán. También estuvo presente el fotógrafo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Pablo Yovane.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

La Constitución Política de la República, especialmente el número 5 de su artículo 63, que establece, como una de las materias de ley, aquellas que regulen honores públicos a los grandes servidores.
II. ANTECEDENTES DE HECHO


La moción que da origen a este proyecto de ley fundamenta su propuesta en los siguientes términos.


En primer lugar, destaca que la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones fue fundada el día 12 de marzo de 1920, mediante decreto supremo N° 589, del Presidente de la República de la época, señor Juan Luis Sanfuentes. Dicha empresa, indica, no sólo ha estado ligada al quehacer de la industria del papel, sino, además, a la historia de la comuna de Puente Alto.

En ese sentido, señala que el desarrollo de dicha empresa da cuenta de una serie de acontecimientos de gran relevancia para nuestro país, tal como el nacimiento del primer sindicato de obreros ilustrados. La iniciativa detalla que la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones nació a partir del emprendimiento de don Luis Matte Larraín, como consecuencia de la influencia de los conocimientos de un maestro mecánico del fundo de su padre, don Juan Guillén, quien había sido expulsado de España, su país de origen, por lo que debió buscar refugio en Chile.

Enseguida, la moción describe el proceso de creación y funcionamiento de las primeras industrias papeleras del país, las que forman entidades que organizan a las empresas del sector. Detalla que éstas, desde sus orígenes, no sólo se han ocupado de sus labores de producción, sino también de las condiciones de sus trabajadores, particularmente mediante el impulso para la creación de las primeras organizaciones sindicales.

En consecuencia, la iniciativa propone reconocer las labores que desarrollan los trabajadores del sector papelero, habida cuenta de su esfuerzo para el desarrollo productivo y humano del país, mediante el establecimiento del Día del Trabajador Papelero, cada día 12 de marzo, fecha que coincide con la creación de la Empresa Manufacturera de Papeles y Cartones.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto de la moción es el siguiente:

“Artículo único.- Declárese el día 12 de marzo de cada año, Día Nacional del Trabajador Papelero.”.
-------

Uno de los autores de esta iniciativa, el Senador señor Larraín, recordó que la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones fue fundada el 12 de marzo de 1920, mediante el decreto supremo N° 589 firmado por el Presidente de la República de la época, señor Juan Luis Sanfuentes.

Agregó que dicha empresa está íntimamente relacionada con lo que fue la Villa, luego Departamento y en la actualidad la comuna de Puente Alto.

Enfatizó el interés y empuje de los trabajadores de la denominada Papelera, especialmente por haber constituido uno de los primeros sindicatos en el país, con fecha 25 de septiembre de 1927, oportunidad en que se reunieron los operarios de las fábricas Esperanza, Victoria y Construcción y sentaron las bases del Sindicato Industrial de Papeleros, con 60 integrantes, de los cuales se nombraron seis delegados, dos por cada fábrica y se nombró una comisión compuesta por tres personas para estudiar los estatutos del sindicato.

El Senador señor Larraín finalizó sus palabras destacando el capital humano tanto de los trabajadores como de los empresarios que dieron vida a la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones, que se reconocen en la memoria histórica de los chilenos, dando fundamento a esta propuesta legal de recuerdo y celebración por medio de un día especial que correspondería al 12 de marzo de cada año.

- Puesto en votación en general y en particular el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Goic y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Declárase el día 12 de marzo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Papelero.”.

-------

Acordado en sesión celebrada el día 29 de noviembre de 2017, con asistencia de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic (Presidenta) y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.


Sala de la Comisión, a 29 de noviembre de 2017.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE MODERNIZACIÓN Y FORTALECIMIENTO DE LA DIRECCIÓN DEL TRABAJO 
(11.430-13)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social informa acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en mensaje de la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria. 

Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación. 

Asimismo, corresponde indicar que la Sala en sesión de 29 de noviembre de 2017, resolvió sustituir el acuerdo adoptado el 12 de septiembre de 2017, de manera que el trámite ante la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento será cumplido durante la etapa de la discusión en particular, oportunidad en que la iniciativa también será estudiada por la Comisión de Hacienda, en lo pertinente.

-------

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Modificar los procedimientos administrativos y las facultades de fiscalización de la Dirección del Trabajo en materia de seguridad y salud y la aplicación de sanciones ante las infracciones a las normas contenidas en el Código del Trabajo y en sus leyes complementarias.

Consagrar un nuevo sistema de ingreso a los cargos de planta y contrata de este servicio.

Establecer una asignación de responsabilidad y una asignación especial de calidad del servicio para los funcionarios de la Dirección del Trabajo.

NORMAS DE QUÓRUM

El artículo 5, que establece un mecanismo especial de ingreso a las distintas plantas de la Dirección del Trabajo, constituyendo una excepción al régimen de concurso público; los incisos sexto, séptimo y octavo del artículo 8, que facultan al Director del Trabajo para dictar una resolución exenta en relación con el número máximo de funcionarios que podrán percibir la nueva asignación (asignación de responsabilidad), el artículo 14, en lo que atañe a la derogación del artículo 7 de la ley N° 19.994, los artículos transitorios segundo, números 4 y 5, tercero, cuarto, quinto, sexto y el inciso segundo del artículo séptimo. Tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales los incisos sexto, séptimo y octavo del artículo 8, en relación con los incisos primero del artículo 98 y final del artículo 99, y las demás normas mencionadas en vinculación con el artículo 38 de la Constitución Política. Todas ellas en armonía con el inciso segundo del artículo 66 de la misma Ley Fundamental.

A su vez, el inciso tercero del artículo 515 del Código del Trabajo, contenido en el numeral 24 del artículo 1, tiene el carácter de norma de quórum calificado, en relación con el inciso segundo del artículo 8 de la Constitución Política y el inciso tercero del artículo 66, ambos de la Constitución Política.

ASISTENCIA


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle; el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo; el Jefe del Área Legislativa y el coordinador legislativo del mismo Ministerio, señores Ariel Rossel y Francisco del Río y la asesora legislativa señora Claudia Donaire; los asesores y la asesora de prensa de dicha Cartera de Estado, señores Manuel Escobar y Claudio Fuentes, y señora Rocío Sabanegh. El Director Nacional del Trabajo, señor Christian Melis, acompañado por la abogada asesora, señora Paula Donoso, la Jefa del Departamento de Recursos Humanos, señora Susana Solari y el periodista, señor Jorge Castillo. Las asesoras del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: señoras Paola Fabres y Constanza González y el asesor, señor Renato Valenzuela. El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy. También concurrieron a la sesión de 11 de octubre de 2017: de la Asociación Nacional de Funcionarios del Trabajo de Chile (ANFUNTCH), señoras Ada Torres y Náyade Zúñiga y el señor Raúl Campusano; de la Asociación de Profesionales de la Dirección del Trabajo (APU), el Presidente, señor Víctor Verdugo; la Directora, señora Miriam Cerezo y el Tesorero, señor Alfonso Yánez. Otros asistentes. El abogado de CODELCO, señor Alberto Molina. Del Comité Partido Demócrata Cristiano: el asesor, señor Gerardo Bascuñán. Del Instituto Libertad y Desarrollo: el asesor, señor Sergio Morales. De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Felipe Rössler. De la Bancada PPD: el periodista, señor Gabriel Muñoz. De la oficina de la Senadora Muñoz: el asesor, señor Luis Díaz. Estuvieron presentes, el periodista y el fotógrafo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señores Jaime Aguilera y Pablo Yovane y el fotógrafo de la Dirección del Trabajo, señor Luis Carvajal.


Especialmente invitados a la sesión de fecha 17 de octubre de 2017, concurrieron: de la Asociación Nacional de Funcionarios del Trabajo de Chile (ANFUNTCH): la Presidenta, señora Ada Torres acompañada del Tesorero, señor Juan Beltrán, de la Directora de Comunicaciones, señora Náyade Zúñiga, del Secretario General, señor Jonathan Navarrete, del Director de Cultura Deporte y Recreación, señor Raúl Campusano, de la Directora de Regiones, señora Orietta Fuenzalida y del Director de Bienestar, señor Luis Cancino; de la Asociación de Profesionales de la Dirección del Trabajo (APU): el Presidente, señor Víctor Verdugo, acompañado por la Directora, señora Miriam Cerezo; el Tesorero, señor Alfonso Yánez; la Secretaria Nacional, señora Irene Cáceres y el Director Nacional, señor Félix Fuentes.


Especialmente invitado a la sesión de fecha 24 de octubre de 2017, asistió el abogado asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales.


Especialmente invitado a la sesión de 29 de noviembre de 2017, concurrió el Presidente de la Fundación Chile 21, señor Pablo Velozo.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

-El Código del Trabajo.

-La ley N° 18.717, de 1988, que reajusta remuneraciones del sector público.

-La ley N° 19.880, de 2003, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.
-La ley N° 19.882, de 2003, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.

-La ley N° 19.886, de 2003, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.

-La ley N° 19.994, de 2004, que crea asignación de estímulo y desempeño y proporciona normas sobre carrera funcionaria para los trabajadores de la Dirección del Trabajo.

-La ley N° 19.628, de 2012, sobre protección a la vida privada.

-El decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que dispone la reestructuración y fija funciones de la Dirección del Trabajo.

-El decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

-El decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

-El decreto ley N° 3.551, de 1981, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

A) El mensaje que da origen a este proyecto de ley, entre sus consideraciones, señala los siguientes:

I. Antecedentes:

En primer lugar, expone que en los últimos años, a raíz de sucesivas reformas laborales, la Dirección del Trabajo ha experimentado un constante aumento de sus competencias en materia de fiscalización, acompañamiento y promoción de la libertad sindical, lo que constituye un reconocimiento al importante rol público que cumple en la promoción de una cultura de respeto y protección de los derechos laborales y en el desarrollo de relaciones laborales modernas, justas y equilibradas.

En efecto, describe que el proceso de fortalecimiento y modernización institucional de la Dirección del Trabajo tiene una larga data, considerando que, entre los años 2010 a 2012, se desarrollaron consultorías y asesorías especializadas para mejorar los procesos de fiscalización de la institución. 

En específico, señala que en el informe final de la consultoría denominada "Asesoría Especializada al Proceso de Fiscalización en la Dirección del Trabajo", se indica que "para lograr un salto cuántico en la efectividad de la acción fiscalizadora de la Dirección del Trabajo se requieren cambios radicales en el proceso de fiscalización que involucren: (1) el cambio de eje desde una fiscalización reactiva a otra proactiva, basada en la gestión de riesgos y en el uso de información masiva; (2) romper el paradigma de que la fiscalización sólo se hace en terreno, posibilitando también otras formas de actuación, con fiscalizadores suficientemente preparados y con apoyo técnico y jurídico; y (3) un sistema de sanciones que promueva el cumplimiento voluntario, penalice la reiteración y diferencie positivamente a quien cumple respecto del que no lo hace."

Asimismo, el mensaje añade que en el Programa de Gobierno para el período 2014-2018 existe el compromiso de impulsar "el rediseño institucional y la modernización de la Dirección del Trabajo, dotándola de mayores atribuciones, mejorando sus capacidades técnicas e identificando funciones claves en su organización interna, potenciando la especialización en temas de género".

En este contexto, la iniciativa describe que la Dirección del Trabajo fue incorporada al Programa de Mejora de Gestión Pública y de los Servicios al Ciudadano del Ministerio de Hacienda, que cuenta con financiamiento del Banco Interamericano de Desarrollo, aprobándose el proyecto de "Modernización de los Procesos de Fiscalización y Gestión de los Servicios a los Usuarios de la Dirección del Trabajo". Dicho programa, en ejecución durante los años 2016 a 2020, constituye un importante desafío de rediseño de procesos y nuevas formas de relación con los ciudadanos que requieren de sus servicios, con un importante componente de nuevas tecnologías y un enfoque centrado en la satisfacción de sus usuarios.

A raíz de la aprobación del referido proyecto, el mensaje describe que se requirió el levantamiento de un diagnóstico que, sumado a los insumos técnicos ya desarrollados, puso en evidencia la necesidad de que el proceso de rediseño institucional se acompañe de cambios legislativos. Tales reformas, añade, deben promover el uso de nuevas tecnologías en la interacción con los usuarios y el acceso a bases de datos para el adecuado cumplimiento de un modelo de fiscalización estratégica con un enfoque proactivo, basado en inteligencia de negocios, junto a la promoción y el desarrollo de sistemas de apoyo al cumplimiento normativo y un proceso racional de ejercicio de la potestad sancionadora.

Asimismo, agrega que, para que una modernización institucional sea exitosa, se requiere el aporte de sus trabajadoras y trabajadores. En razón de ello, señala que el 13 de julio de 2017 el Gobierno y las Asociaciones de Funcionarios de la Dirección del Trabajo suscribieron un protocolo de acuerdo relativo al fortalecimiento y modernización de la Dirección del Trabajo, con el objeto de abordar los desafíos propios de la implementación de la Reforma Laboral y de aquellos derivados del proyecto de "Modernización de los Procesos de Fiscalización y Gestión de los Servicios a los Usuarios de la Dirección del Trabajo".

II. Objetivos del proyecto
En este acápite, el mensaje describe que los principales objetivos del proyecto consisten en modernizar y fortalecer la gestión institucional y de personas al interior de la Dirección del Trabajo, así como dotarla de nuevas facultades para cumplir exitosamente los compromisos contraídos a raíz del proceso de implementación de la Reforma Laboral y de los cambios derivados del proyecto de "Modernización de los Procesos de Fiscalización y Gestión de los Servicios a los Usuarios de la Dirección del Trabajo".

Para estos efectos, el proyecto considera el fortalecimiento de la carrera funcionaria de todas las plantas del Servicio; la actualización y modernización de las condiciones de ingreso a la institución; el fortalecimiento de la gestión institucional, mediante del tercer nivel directivo de carrera; y la reestructuración de algunas de sus remuneraciones.

Por otra parte, la iniciativa establece normas en el ámbito de la fiscalización, con la finalidad de perfeccionar las facultades en materia de seguridad y salud en el trabajo, definir criterios para homogeneizar la aplicación de sanciones y otorgar certeza a los destinatarios de dicha regulación.

Con dicho propósito, y como una forma de promover el cumplimiento de la normativa siguiendo las recomendaciones de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), el proyecto regula la adopción por parte de las empresas de modelos de prevención de infracciones y de autocumplimiento.

Considera, además, un uso intensivo de las nuevas tecnologías de la información y las comunicaciones, promoviendo la relación por canales no presenciales con los usuarios. Tales medidas apuntan a reducir los costos de las transacciones, tal como ocurre a raíz de la incorporación de un registro de inicio y término de la relación laboral, y permitir el acceso a bases de datos de organismos públicos y privados que administren información atingente a sus facultades, así como la incorporación de la notificación electrónica.

Dichas modificaciones, añade el mensaje, da cuenta de la necesidad de adaptarse a las nuevas realidades del mundo laboral, no sólo en los aspectos tecnológicos, sino que disponiendo de sus capacidades las veinticuatro horas de los siete días de la semana. Asimismo, el proyecto contempla la obligación de informar al Congreso Nacional sobre el Plan Institucional Anual, así como de un informe de gestión en marzo y julio de cada año, rindiendo cuenta del Plan comprometido.

III. Contenido del proyecto

Enseguida, el mensaje expone el contenido del proyecto en lo que respecta a sus aspectos centrales: modernización institucional de la Dirección del Trabajo; regulación del sistema de ingreso y promoción del personal de la Dirección del Trabajo; aspectos remuneracionales aplicables; incompatibilidad del desempeño de los cargos de planta con los cargos a contrata; delegación de facultad en la Presidenta o Presidente de la República para fijar las plantas del personal de la Dirección del Trabajo; normas de encasillamiento del personal de la Dirección del Trabajo; normas transitorias de multiconcursabilidad; e imputación del gasto.

En lo que atañe a la modernización Institucional de la Dirección del Trabajo, específicamente en materia de fiscalización en materias seguridad y salud en el trabajo, el proyecto considera, desde el punto de vista normativo, el principio de coordinación que rige a los órganos de la Administración del Estado, estableciendo expresamente que los servicios fiscalizadores deberán coordinar sus planes, acciones y estrategias de fiscalización. Asimismo, establece una nueva atribución para la Dirección del Trabajo, facultándola explícitamente para prescribir medidas preventivas y correctivas a los empleadores en materias de seguridad y salud. 

Del mismo modo, regula una nueva obligación para los organismos administradores del seguro de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, al establecer que cuando detecten infracciones o incumplimientos graves a las normas de seguridad y salud que impliquen un riesgo grave e inminente para la vida o salud de los trabajadores, deberán comunicarlo al empleador, a la Inspección del Trabajo y a la Secretaría Regional Ministerial de Salud.

En el mismo sentido, el mensaje contempla la realización de procesos de consulta pública facultativa de instrucciones y pronunciamientos jurídicos de carácter general. Tales procedimientos suponen efectuar consultas públicas en los sitios web institucionales, respecto de instrucciones y normas generales que se dicten para la aplicación de leyes laborales y de seguridad y salud en el trabajo, y de los pronunciamientos jurídicos de carácter general, con el propósito de recoger opiniones y propuestas de los interesados. Dichas opiniones serán de carácter público y se enviarán por oficina virtual, y carecerán de carácter vinculante.

En materia de modificaciones en materia de sanciones administrativas, el mensaje especifica los criterios para determinar el monto de la sanción, consistentes en la naturaleza y gravedad de la infracción; el perjuicio causado y el número de trabajadoras o trabajadores afectados por la infracción; la capacidad económica de la o del infractor; la circunstancia de tratarse de una reincidencia en la infracción; y la existencia de circunstancias atenuantes de responsabilidad. 

Asimismo, establece que el monto de las sanciones se triplicará cuando se trate de infracciones que deriven en un accidente del trabajo grave o fatal. Enseguida, contempla una regulación aplicable a los casos de reincidencia, que permite aplicar una multa de hasta tres veces el monto establecido, de acuerdo al tamaño de la empresa.

A continuación, el proyecto establece un modelo de gestión para el cumplimiento de obligaciones laborales y de prevención de infracciones. Sobre el particular, propone incentivar a los empleadores a adoptar un modelo voluntario de gestión del cumplimiento de obligaciones laborales y de prevención de infracciones.

En cuanto al sistema de notificaciones y el cómputo de plazos, el proyecto introduce cambios respecto a las notificaciones que practique la Dirección del Trabajo, permitiendo que puedan efectuarse en forma personal, por carta certificada o a la dirección de correo electrónico que haya designado el empleador. De tal manera, regula expresamente la notificación electrónica, asignándole el mismo valor y efectos que la personal o por carta certificada. En cuanto al cómputo de los plazos para solicitar la sustitución de multas y la reconsideración administrativa, establece expresamente que estos se regirán conforme al artículo 25 de la ley N°19.880, esto es, días hábiles de lunes a viernes, entendiéndose inhábiles los sábados, domingos y festivos.

En relación a las modificaciones en materia de la reconsideración administrativa de multas, ante la verificación de un error en la aplicación de la sanción, se elimina la exigencia relativa a que deba tratarse de un error de hecho, y propone que si el empleador paga la multa directamente, sin hacer uso de recurso administrativo o judicial, el monto de ésta se rebajará en un veinte por ciento.

En cuanto al registro de contrataciones y terminaciones de contrato de trabajo, la iniciativa crea un nuevo registro administrado por la Dirección del Trabajo, de modo que los empleadores que celebren uno o más contratos de trabajo estarán obligados a registrar mensualmente las contrataciones y el término de los servicios que se produzca por mutuo acuerdo, renuncia o muerte de la o del trabajador. Dicha norma operará sin perjuicio de las obligaciones de comunicación de término de contrato establecidas en el artículo 162 del Código del Trabajo, mediante un formulario electrónico donde el empleador deberá registrar una única dirección de correo electrónico para recibir válidamente las notificaciones de las actuaciones y resoluciones de la Dirección del Trabajo.

Respecto de la obligación para organismos públicos y privados de entregar información, el mensaje incorpora, como obligación para los organismos públicos y privados que administren prestaciones de la seguridad social y de la seguridad y salud en el trabajo, incluyendo empresas que presten el servicio de declaración y pago de cotizaciones previsionales por Internet, Notarios, y la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía, el deber de proporcionar a la Dirección del Trabajo la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones fiscalizadoras y realizar el tratamiento de los mencionados datos, cuando sean requeridos. 

Asimismo, contempla que la Dirección del Trabajo tendrá la responsabilidad de efectuar el tratamiento de los datos personales de los trabajadores y de los empleadores sólo para el cumplimiento de sus funciones legales, con sujeción a las normas de la ley N° 19.628, debiendo guardar absoluta reserva y secreto de la información y de los datos personales que tomen conocimiento, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. 

Acerca de los trámites y la actuación electrónica, se dispone que la Dirección del Trabajo podrá relacionarse directamente con los empleadores, los trabajadores y las organizaciones sindicales, y éstos, a su vez, con la Dirección, mediante medios físicos o electrónicos, los que producirán los mismos efectos que los trámites y actuaciones efectuados en las dependencias de la Dirección del Trabajo o en el domicilio del respectivo usuario.

Finalmente, en lo que respecta a la normativa relativa a la modernización institucional de entidad, el mensaje contiene regulación respecto del uso de vehículos fiscales, de modo que, en consonancia con la asignación de turnos de trabajo en horario no habitual, nocturno o inhábil, la Dirección del Trabajo podrá disponer el uso de vehículos fiscales en días inhábiles y en horario nocturno. 

Asimismo, contempla el deber de informar al Congreso Nacional respecto del Plan Institucional Anual. A ese respecto, contempla que la Dirección del Trabajo, en conjunto con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, deberá definir objetivos, indicadores y metas institucionales que deberán ser cumplidas el año calendario siguiente, referido a lo menos a calidad de entregas de los servicios a los usuarios y la optimización progresiva de la acción fiscalizadora, debiendo incluir el programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios. 

Dicho plan deberá ser enviado al Congreso Nacional en el mes de marzo de cada año, y se deberá dar cuenta de su desarrollo en los meses de marzo y julio de cada año. 

Enseguida, establece que la Dirección del Trabajo tendrá la facultad de querellarse por delitos que se cometan en relación a trámites o actuaciones desarrollados en dicha institución, como asimismo cuando se cometan delitos en contra de sus funcionarias y funcionarios en el ejercicio de sus deberes.

A continuación, el mensaje expone la normativa propuesta en materia del Sistema de Ingreso y Promoción del personal de la Dirección del Trabajo.

En lo que respecta al ingreso a la planta, establece las normas para el ingreso a los cargos de las plantas de profesionales, de fiscalizadores, de técnicos, de administrativos y de auxiliares de la Dirección del Trabajo, mediante concursos internos en los cuales sólo podrán participar aquellas personas que cumplan los requisitos establecidos para ello.

Respecto del ingreso a la contrata, el mensaje contempla que, conforme al protocolo de acuerdo, el ingreso a la Dirección del Trabajo se realizará en calidad de contrata mediante un concurso público de ingreso, en el último grado asimilado a la planta respectiva. No obstante, el ingreso en calidad de contrata asimilada al estamento profesional podrá realizarse en cualquier grado de dicha planta. Sin perjuicio de lo anterior, dispone que el jefe superior del servicio mantendrá su facultad para contratar en forma directa, aun cuando sólo los funcionarios que hubieren ingresado a la institución mediante concurso público podrán participar en los concursos internos de ingreso a la planta.

Acerca de la promoción al interior del Servicio, se propone que las promociones del personal de la Dirección del Trabajo se regirán por las normas generales contempladas por el Estatuto Administrativo, dejando sin aplicación las normas especiales de promoción contempladas en el artículo 7 de la ley N° 19.994.

Seguidamente, la expresión de motivos del proyecto da cuenta de los aspectos remuneracionales contenidos en su articulado.

A ese respecto, propone la creación de un sistema de turnos, en el marco del plan de modernización de la Dirección del Trabajo, de modo que el Director del Trabajo pueda disponer el desempeño del trabajo en horarios total o parcialmente diferentes del habitual de su funcionamiento, incluso en horario nocturno y en días sábados, domingos y festivos, el que deberá respetar el máximo de la jornada ordinaria de trabajo de 44 horas semanales. Añade que los funcionarios que efectivamente cumplan dicho turno tendrán derecho a percibir una asignación de turno que se pagará mensualmente, de carácter imponible, tributable, compatible con horas extraordinarias y no constitutiva de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

En cuanto a la asignación de responsabilidad, el artículo 8 del proyecto crea una asignación de responsabilidad en beneficio de los funcionarios que ejercen el cargo de jefatura del tercer nivel jerárquico de la Dirección del Trabajo y la jefatura de unidad dependientes de oficinas de niveles operativos, ejercidas por funcionarias o funcionarios pertenecientes a las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, Técnicos y Administrativos, o que se encuentren asimiladas a ellas, y que cumplan los demás requisitos que señala esta iniciativa legal.

El mensaje establece, además, la asignación especial de calidad de servicio, que se forma con un componente base y un componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio, y deroga la asignación de estímulo y desempeño de la ley N° 19.994. Dicha asignación operará para el personal de plata y contrata de la Dirección del Trabajo que haya prestado servicios sin solución de continuidad en la institución durante, a lo menos, seis meses del año objeto de la evaluación y que se encuentren en servicio en la Dirección del Trabajo a la fecha del pago de la respectiva cuota de la asignación.

Enseguida, el mensaje establece la incompatibilidad del desempeño de los cargos de planta con los cargos a contrata. Al efecto, el artículo 15 propone que, a contar del 1 de enero del año siguiente a su publicación, los cargos de planta serán incompatibles con los cargos a contrata, lo que no regirá respecto de las renovaciones de los contratos que gozaron de dicha compatibilidad al 30 de junio de 2017, mientras que, tratándose de cargos de jefaturas, no regirá respecto de la renovación de las contratas que gozaron de compatibilidad al 31 de diciembre de 2017.

A continuación, la iniciativa contempla la delegación de la facultad en la Presidenta o Presidente de la República para fijar las plantas del personal de la Dirección del Trabajo. En específico, el artículo primero transitorio de la iniciativa faculta a la Presidenta o Presidente de la República para que, en el plazo de un año contado desde su fecha de publicación, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije las plantas de personal de la Dirección del Trabajo.

En relación a las normas de encasillamiento del personal de la Dirección del Trabajo, el proyecto regula el encasillamiento de los funcionarios titulares de planta, de los funcionarios a contrata que hubieren ingresado concursos internos y de los funcionarios a contrata que hayan pasado a la planta conforme al artículo tercero transitorio, siempre que hayan ingresados al mismo grado al que se encontraban asimilados a la contrata.

Respecto de la multiconcursabilidad al interior del organismo, el proyecto contempla normas transitorias aplicables en los casos en que el Director del Trabajo resuelva aplicar este procedimiento, permitiendo, en un mismo proceso de promoción, proveer cargos indirectos que se generen de un concurso, según lo especifica el artículo sexto transitorio. Además, dicho mecanismo deberá ser evaluado por la Subsecretaría del Trabajo y la Dirección de Presupuestos.

Finalmente, el mensaje contiene un mecanismo de imputación del gasto, de modo que el mayor gasto fiscal que represente el proyecto de ley, durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


B) Corresponde hacer mención que en la Comisión de Trabajo y Previsión Social, desde el 6 de julio de 2010, se encuentra para su estudio el proyecto de reforma constitucional, originado en una moción del Senador señor Carlos Bianchi Chelech, correspondiente al Boletín N°7.044-13, referido a la incorporación en la Constitución Política de un capítulo nuevo denominado “Dirección General del Trabajo”.

 
Su objetivo principal es crear la Dirección General del Trabajo, como un organismo de rango constitucional, autónomo y jerarquizado, encargado de fiscalizar el cumplimiento de las normas laborales, previsionales y de higiene y seguridad en el trabajo, en resguardo de las relaciones laborales que se verifiquen tanto en el sector público como en el privado.

DISCUSIÓN EN GENERAL 

El texto del proyecto de ley en informe consta de quince artículos permanentes y trece artículos transitorios.

El artículo 1° introduce diversas modificaciones al Código del Trabajo, con el objetivo de mejorar los procedimientos de fiscalización y aplicación de sanciones que realiza la Dirección del Trabajo

El artículo 2° establece que, para el ejercicio de la labor fiscalizadora, la Dirección del Trabajo podrá disponer el uso de vehículos fiscales en días inhábiles y en horario nocturno.

El artículo 3° contempla que la Dirección del Trabajo, en conjunto con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, deberá definir un Plan Institucional Anual que deberá ser enviado cada año, junto a los resultados obtenidos, al Congreso Nacional.

El artículo 4° permite que la Dirección del Trabajo pueda querellarse o hacerse parte en los procesos a que diere lugar un hecho que revista caracteres de delito, respecto de los trámites que se desarrollen ante ella o que se hubieren cometido en contra de alguno de sus funcionarios en el ejercicio de sus deberes.

El artículo 5° establece los requisitos y el procedimiento aplicable para el ingreso a los cargos de las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares de la Dirección del Trabajo.

El artículo 6° regula los concursos públicos para proveer cargos a contrata de la Dirección del Trabajo, o a contrata asimilados a las plantas de Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares de dicha entidad.

El artículo 7° contempla la facultad del Director del Trabajo para disponer un sistema de turnos entre sus funcionarios, consistente en el desempeño del trabajo en horarios total o parcialmente diferentes del habitual de funcionamiento de la Dirección del Trabajo.

El artículo 8° crea una asignación de responsabilidad para los cargos de jefatura de la Dirección del Trabajo que pertenezcan a la planta de Directivos, y para aquellos funcionarios pertenecientes a las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, Técnicos y Administrativos.

El artículo 9° establece una asignación especial de calidad de servicio, compuesto por un componente base y un componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio, para el personal de planta y contrata de la Dirección del Trabajo que haya prestado servicios, sin solución de continuidad, durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación.

El artículo 10 dispone que el monto de la asignación especial de calidad de servicio se determinará aplicando los porcentajes que señalan en los artículos 11 y 12 del proyecto de ley, sobre la suma del sueldo base del grado respectivo más la asignación de fiscalización que establece el artículo 6 del decreto ley N° 3.551, de 19801, y la asignación señalada en el artículo 4 de la ley N° 18.7172.

El artículo 11 prescribe que el componente base de la asignación especial de calidad de servicio será de un 12%, sobre el sueldo base del grado respectivo, más la asignación de fiscalización establecida en el artículo 6 del decreto ley N° 3.551, de 1980 y la asignación señalada en el artículo 4 de la ley N° 18.717.

El artículo 12 establece que el componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio se concederá en relación a la ejecución del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios.

El artículo 13 contiene las reglas para el otorgamiento del componente de la asignación asociada a la evaluación de la calidad de servicio.

El artículo 14 deroga los artículos 1° a 7° de la ley N° 19.994, que establecen una asignación de estímulo y desempeño para los funcionarios de la Dirección del Trabajo y contemplan el procedimiento de los concursos público para el ingreso a dicho organismo.

El artículo 15 establece que, a partir del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la ley, no será aplicable a la Dirección del Trabajo la compatibilidad entre el desempeño de cargos públicos en la planta y la calidad de subrogante, suplente o a contrata, salvo en el caso de la renovación de los contratos que gozaron de compatibilidad al 30 de junio de 2017, mientras que, tratándose de cargos de jefaturas, no regirá respecto de la renovación de las contratas que gozaron de compatibilidad al 31 de diciembre de 2017.

El artículo primero transitorio faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la ley, dicte un decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal de la Dirección del Trabajo y contenga las normas necesarias para su adecuada estructuración y operación.

El artículo segundo transitorio dispone que el encasillamiento del personal de la Dirección del Trabajo quedará sujeto a las condiciones que establezca el decreto con fuerza de ley que fije las nuevas plantas de personal de la Dirección del Trabajo.

El artículo tercero transitorio consagra las reglas para proveer, previo concurso interno de oposición de antecedentes, los cargos que queden vacantes en las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, Técnicos, Administrativos y Auxiliares, una vez que se hubiere producido el encasillamiento del personal de la Dirección del Trabajo.

El artículo cuarto transitorio dispone que, una vez practicado el encasillamiento del personal de la Dirección del Trabajo, los cargos que queden vacantes en las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, Técnicos, Administrativos y Auxiliares, se proveerán previo concurso interno de antecedentes.

El artículo quinto transitorio establece que las normas para el ingreso a los cargos de las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares de la Dirección del Trabajo, entrarán en vigencia en la fecha que indique el o los decretos con fuerza de ley que deberá dictar el Presidente de la República, en conformidad al artículo primero transitorio de la ley.

El artículo sexto transitorio propone las reglas aplicables cuando el Director del Trabajo resuelva adoptar el procedimiento especial de multiconcursabilidad, una vez finalizado el proceso de encasillamiento dispuesto en el artículo cuarto transitorio y dentro de los tres años siguientes a él.

El artículo séptimo transitorio establece la fecha en que comenzarán a regir la derogación de los artículos 1° a 7° de la ley N° 19.994, junto a las reglas especiales para los períodos en que deberá operar la asignación especial de calidad de servicio que establece el proyecto.

El artículo octavo transitorio prescribe que el reglamento a que se refiere el artículo 13 del proyecto de ley deberá dictarse dentro de los 180 días siguientes a su publicación.

El artículo noveno transitorio contempla que lo dispuesto en los artículos 7 y 8 de la ley, relativos al sistema de turnos y de la asignación de responsabilidad, entrarán en vigencia a contar del tercer año de la fecha de su publicación.

El artículo décimo transitorio establece que lo dispuesto en el artículo 1° del proyecto comenzará a regir en el plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de esta ley, salvo en los casos que describen los artículos undécimo, duodécimo y décimo tercero del proyecto.

El artículo undécimo transitorio contempla que el modelo de cumplimiento de obligaciones laborales y de prevención de infracciones, regulado en el artículo 506 quinquies que se incorpora al Código del Trabajo, iniciará su vigencia en el plazo de tres meses contado desde la fecha de publicación del reglamento dispuesto en el inciso cuarto de dicho artículo.

El artículo duodécimo transitorio consigna que lo dispuesto en el artículo 514 que se agrega al Código del Trabajo comenzará a regir en el plazo de 3 meses contados desde la fecha de entrada en vigencia de la ley. Asimismo, dispone que el empleador dispondrá de un plazo de tres meses, a partir de dicha fecha, para practicar el registro de las contrataciones celebradas con anterioridad y que se encuentren vigentes a la fecha del registro.

El artículo décimo tercero transitorio establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley, durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Para los años posteriores, dispone que el financiamiento del gasto será con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.

-------

SESIÓN CELEBRADA EL 11 DE OCTUBRE DE 2017

EXPOSICIÓN DE LA MINISTRA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, hizo uso de la palabra la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, quien recordó que en el Programa de Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet se contempló expresamente el rediseño institucional y modernización de la Dirección del Trabajo, dotándola de mayores atribuciones, mejorando sus capacidades técnicas, identificando funciones claves en su organización interna, potenciando la especialización en temas de género.


Destacó la importancia de esta institución, que acaba de cumplir 93 años de vida y que se encuentra arraigada en la memoria de todos los trabajadores y empleadores. Tal relevancia –puntualizó- radica en las funciones que se le entregan por la ley, tales como inspección, relaciones laborales, sistemas alternativos de solución de conflictos, divulgación de la legislación laboral e interpretación de la misma.


A lo anterior, agregó que la Dirección del Trabajo tiene competencia en el área previsional y de seguridad y salud en el trabajo, en prácticas antisindicales, MULTIRUT y calificación de servicios mínimos.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, prosiguió diciendo que la labor que lleva a cabo la Dirección del Trabajo exige su constante adaptación al dinamismo propio de las relaciones laborales, lo que hace necesario dotarla de más y mejores herramientas a fin de satisfacer los requerimientos de la ciudadanía y también de sus propios funcionarios. En este contexto, señaló, la propia entidad gestionó su incorporación al Programa de Mejora de la Gestión Pública y de Servicios al Ciudadano del Ministerio de Hacienda, con financiamiento del Banco Interamericano de Desarrollo, cuya ejecución fue informada a la Tercera Subcomisión de Presupuestos.


Aprobado el proyecto inserto en el referido Programa, cuyo objetivo es la modernización de los procesos de fiscalización y gestión de los servicios a los usuarios de la Dirección del Trabajo, en ejecución durante los años 2016 al 2020, ha significado un importante desafío de rediseño de procesos, siempre con un enfoque centrado en la satisfacción de los usuarios, esto es, los trabajadores, empleadores y organizaciones sindicales.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, comentó que el éxito de una modernización institucional requiere su consagración en la ley y por ello la iniciativa legal en estudio pretende una mejora sustancial de la gestión pública, materia en la que se ha trabajado por muchos años. También incorpora facultades suficientes para cumplir exitosamente los compromisos contraídos con el país en el marco del proceso de modernización de la Dirección del Trabajo.


Añadió que se proyecta incorporar el uso de nuevas tecnologías en un proceso de alto impacto de ajuste de las capacidades de gestión de personas y de las nuevas demandas institucionales, para lo cual contempla –por ejemplo- el rediseño del sistema de gestión de los servicios a los usuarios, el ajuste del modelo y de los procesos de trabajo de fiscalización y conciliación, la consolidación y aumento de las capacidades de la plataforma tecnológica y el fortalecimiento de la capacidad de gestión estratégica.


Destacó que el proyecto de ley en análisis es el resultado de un proceso de diálogo serio y constante con las asociaciones de funcionarios, a quienes se les reconoce y agradece su gran aporte, a lo que se suma la celebración de un protocolo de acuerdo sobre fortalecimiento y modernización de la Dirección del Trabajo, suscrito por el Gobierno y las asociaciones con fecha 13 de julio de 2017, instrumento del cual emana gran parte del articulado de la iniciativa, especialmente en lo relativo a la gestión de personas.

EXPOSICIÓN DEL DIRECTOR NACIONAL DEL TRABAJO, SEÑOR CHRISTIAN MELIS


El Director Nacional del Trabajo, señor Christian Melis subrayó lo expresado por la Ministra del Trabajo y Previsión Social, en cuanto que en el programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet se comprometió como uno de sus ejes en materia laboral: “El rediseño institucional y modernización de la Dirección del Trabajo, dotándola de mayores atribuciones, mejorando sus capacidades técnicas e identificando funciones claves en su organización interna, potenciando la especialización en temas de género”.

Seguidamente, expuso que la Dirección del Trabajo como actor relevante del sistema de administración laboral, cumple variadas funciones tales como inspección, relaciones laborales, sistemas alternativos de solución de conflictos, divulgación de la legislación laboral e interpretación ley laboral 
 
Además, resaltó que en los últimos años, se han sumado al Servicio diversas competencias específicas: en el área previsional, de seguridad y salud en el trabajo, prácticas antisindicales, MULTIRUT, calificación de servicios mínimos, etcétera.

 
Sin embargo, indicó que la Dirección del Trabajo se ha ido ajustando históricamente a los nuevos requerimientos, sin incorporar mejoras sistemáticas a la organización o reducción de restricciones externas que acotan su margen de acción. 

 
En cuanto a la modernización del Servicio, manifestó que se ha materializado en dos procesos que se desarrollan de forma paralela. El primero corresponde al Programa de Mejora de la Gestión Pública y de los Servicios a los Ciudadanos del Ministerio de Hacienda, con financiamiento del BID, cuya ejecución abarca el segundo semestre del año 2016 hasta el 2020, con un monto de cuatro mil millones de pesos, a través del proyecto: “Modernización de los procesos de Fiscalización y gestión de los Servicios a los Usuarios de la Dirección del Trabajo”. El segundo proceso comprende el proyecto de ley en estudio.

En específico, refirió que el Proyecto modernización Hacienda / BID tiene como principales componentes los siguientes:

Componente 1: Rediseño del sistema de gestión de los servicios a los usuarios. 

Componente 2: Rediseño del modelo y procesos de trabajo de fiscalización y conciliación. 

Componente 3: Consolidación y aumento de las capacidades de la plataforma tecnológica de la Dirección del Trabajo atingente al proyecto. 

Componente 4: Fortalecimiento de la capacidad de gestión estratégica de la Dirección del Trabajo.

Sobre el proyecto de ley de fortalecimiento y modernización de la Dirección del Trabajo, precisó que desde el punto de vista de sus objetivos la idea es incorporar nuevas facultades que sean necesarias para cumplir exitosamente los compromisos contraídos con el país, en el marco del proceso de modernización de la Dirección del Trabajo.
 
También, remover los obstáculos normativos que impiden el uso de nuevas tecnologías en proceso de alto impacto y bajo costo, como son la interacción con los usuarios y la implementación de un modelo de fiscalización estratégica 

 
Además, el ajuste de las capacidades de gestión de personas de manera de alinear la carrera funcionaria a las nuevas demandas institucionales.

Expuso que algunos de los beneficios esperados 
(Informe Productividad) son los que siguen:

 
-Disminución de los tiempos de espera por migración a la atención no presencial, en la medida que se fortalecen los canales tecnológicos.

 
-Ahorros por trámites no presenciales para los usuarios. Al respecto, informó que se instaló la posibilidad de que los usuarios puedan efectuar trámites por denuncias a la Dirección del Trabajo, lo que ha significado desatorar la labor de las unidades de la Dirección y un ahorro de tiempo para las personas.

 
-Ahorros por incidencia de fiscalizaciones pro activa y con medios tecnológicos avanzados.

 
-Ahorros por notificación electrónica. En este punto, el Director Nacional del Trabajo, señor Christian Melis, precisó que la entidad al año gastaba un poco más de 500 millones de pesos en cartas certificadas, con una tasa de acierto o efectividad de la notificación menor, ya que muchas notificaciones son devueltas.

 
Continuó diciendo que el proyecto de ley se estructura en base a dos componentes: 
 
-Modernización institucional (fortalecimiento de facultades y atribuciones).
 
-Modernización de la gestión de personas al interior de la Dirección del Trabajo.
Añadió que la modernización institucional implica que se modifican una serie de normas contenidas en el Código del Trabajo que utilizan las expresiones “higiene y seguridad”, reemplazándolas por “seguridad y salud”, expresión más acorde con los actuales parámetros utilizados por la disciplina y por los instrumentos internacionales sobre la materia. Asimismo, se actualizan concordancias en diversos artículos del Código referidas al actual artículo 506. 
En materia de seguridad y salud en el trabajo, comentó que se establece el principio de coordinación, es decir, los servicios fiscalizadores deberán coordinar sus planes, acciones y estrategias de fiscalización. En este acápite recordó que la Dirección del Trabajo comparte competencias con varios organismos fiscalizadores, entre otros los servicios de salud, SERNAGEOMIN, DIRECTEMAR y otros, y una de las quejas de los usuarios es la falta de coordinación entre los distintos fiscalizadores. Por ello, se establece el principio de coordinación necesario de tales entidades.
 
Asimismo, se considera una facultad para prescribir medidas preventivas y correctivas a empleadores, en estas materias y el deber de informar a los servicios fiscalizadores y al empleador, para los organismos administradores del seguro, cuando detecten infracciones e incumplimientos graves que impliquen riesgo grave o inminente para la vida o salud.


Respecto del deber de informar de los organismos administradores del seguro, el Director Nacional del Trabajo, señor Christian Melis, trajo a colación un accidente acaecido en una constructora en la comuna de Las Condes, en Santiago, donde fallecieron dos trabajadores a las 16 horas por el derrumbe de una pared del socavón, en circunstancias que a las 12 del día había concurrido la Mutual correspondiente detectando un peligro y un riesgo, pero al no existir la obligación de notificar a la Dirección del Trabajo no se hizo nada.

Continuando con el componente de modernización institucional, se refirió a la consulta pública y explicó que se incorpora un mecanismo de consulta pública mediante los sitios web institucionales, respecto de las instrucciones y normas generales para la aplicación de leyes laborales y seguridad social y los pronunciamientos jurídicos de carácter general. Obviamente, expresó, las propuestas y opiniones formuladas no serán vinculantes.
En materia de sanciones, explicitó lo siguiente:

 
-Se aumenta el monto de sanciones en caso de reincidencia. Al respecto, precisó que en el proyecto de ley no existe la opción de aumento de sanciones per se, sino que la idea es poner el foco en aquellas situaciones donde sí existen problemas graves de incumplimiento, que se engloban dentro del concepto de la contumacia. Informó que algunas empresas son fiscalizadas 100 veces al año, con el resultado de que la mayoría de las veces se aplican sanciones, actitud que se explicaría por serle más fácil a tales empresas pagar la multa y no cumplir la norma.
 
-Se establece que el monto de sanciones se triplicará cuando deriven en un accidente del trabajo grave o fatal. Comentó que el Servicio se ha encontrado con investigaciones de accidentes del trabajo donde las multas son extremadamente bajas, no obstante tratarse de accidentes fatales causados por infracciones a la ley.

 
-Se especifican los criterios para determinar el monto de la sanción. En la actualidad, expresó, los criterios para determinar cómo se aplica y cómo se llega al monto de la sanción dentro del rango legal son de carácter administrativo. La idea es consagrar los criterios en la ley, de manera de dar certeza y seguridad a todos los actores al momento de ejercer la facultad sancionatoria.

 
-Se regulan en la ley las circunstancias atenuantes de la responsabilidad, materia que tradicionalmente se ha regulado por la vía administrativa. 

 
-Se beneficia a la micro y pequeña empresa, estableciendo que el inspector del trabajo, antes de aplicar una sanción, obligatoriamente (hoy es facultativo) deberá otorgar un plazo de corrección para corregir o reparar debidamente la infracción constatada.


Luego, se refirió a un tema novedoso, en materia del modelo de gestión del cumplimiento, porque se establece un incentivo a los empleadores a adoptar un modelo de gestión del cumplimiento de obligaciones laborales y de prevención de infracciones. Esta materia es voluntaria para las empresas y comprende, además, la figura de un auditor en asuntos de prevención de infracciones al interior de la empresa.

 
Continuó su presentación, abordando el tema de las notificaciones y cómputo de plazos, y señaló que se regula expresamente la notificación electrónica asignándole el mismo valor y efectos que la personal o por carta certificada 

 
En cuanto al cómputo de los plazos para solicitar la sustitución de multas y la reconsideración administrativa, se adecúa a la ley N°19.880, es decir, se contabilizan como días hábiles de lunes a viernes. En relación a esta materia, informó de problemas complejos entre los tribunales y la Contraloría General de la República, porque ésta última opina que no se aplica la ley N° 19.880 y los tribunales estiman que sí es aplicable dicha ley. En consecuencia, indicó, para zanjar el problema se regula expresamente.

 
Sobre las modificaciones a la reconsideración administrativa de multas, señaló lo siguiente:

 
-Se elimina la exigencia relativa a que deba tratarse de un error “de hecho”, es decir, cualquier tipo de error, de hecho o incluso una apreciación jurídica equivocada del fiscalizador al momento de aplicar la multa, puede ser objeto de la reconsideración administrativa.

 
-Se establece un sistema de “pronto-pago”, esto es, si el empleador paga la multa directamente, dentro de los 5 días, y siempre que no haya hecho uso de recurso administrativo o judicial, el monto de ésta se rebajará en un 20%.

 
Destacó la consagración de la obligación de información, en cuanto que los organismos públicos y privados deberán entregar información a la Dirección del Trabajo para el cumplimiento de sus funciones fiscalizadoras y realizar el tratamiento de los mencionados datos, cuando sean requeridos por dicho Servicio. Ejemplificó diciendo que las bases de datos del Servicio de Impuestos Internos, PREVIRED o el seguro de cesantía podrán ser tratadas por la Dirección del Trabajo de manera de optimizar y realizar una planificación estratégica en lo que les compete.


A continuación, el Director Nacional del Trabajo, señor Christian Melis, aseveró que en la actualidad la entidad no conoce a ciencia cierta quiénes son los empleadores de Chile, porque no existe un registro de altas y bajas en materia laboral. En consecuencia, las bases de datos consignan la actuación que alguna vez se haya tenido con un empleador y por ello se establece un registro de contrataciones y terminaciones de contrato de trabajo, administrado por el Servicio. Comentó que hoy día existe algo parecido en el caso de terminaciones de contratos de trabajo por determinadas causales.

 
Además, puntualizó, a fin de evitar contradicciones en la información almacenada, así como duplicidades en la obligación de registro de los empleadores, y en virtud de los principios de coordinación y eficiencia se establece la celebración de convenios entre la Dirección del Trabajo y entidades públicas y privadas, por ejemplo con el seguro de cesantía.

 
En materia de trámites y actuaciones electrónicas, indicó que la iniciativa legal faculta en forma expresa a la Dirección del Trabajo para relacionarse directamente con los empleadores, trabajadores y organizaciones sindicales, y éstos con la Dirección, a través de los medios físicos como electrónicos, y también la Dirección del Trabajo podrá poner a disposición documentos laborales electrónicos tipo que gozarán de validez para efectos de acreditar el cumplimiento normativo correspondiente.

 
El Director Nacional del Trabajo, señor Christian Melis se pronunció respecto de otras materias de la siguiente manera:
 
-Se precisa la regla de abstención de la Dirección del Trabajo cuando un asunto esté sometido al conocimiento de los tribunales. En la actualidad, informó, existe una regla de abstención que está vinculada a los dictámenes.
 
-Se regula el uso de vehículos fiscales en días y horario inhábil, con la finalidad de facilitar la labor fiscalizadora.

 
-Se dispone que la Dirección del Trabajo deberá definir un Plan Anual Institucional, en conjunto con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que contenga las principales líneas de acción, objetivos, indicadores y metas institucionales, el que deberá ser enviado e informado a las comisiones de Trabajo y Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado.

 
-Se consagra la facultad para hacerse parte o querellarse, ya que en la actualidad sólo existe la posibilidad de que un servicio público se querelle frente a un ilícito, en la medida que la ley expresamente le confiera esa facultad, atribución que la Dirección del Trabajo no posee.

-------

 
En lo que respecta a la modernización de la gestión de personas, explicó que luego de un trabajo de casi dos años  con las asociaciones de funcionarios, se firmó el 13 de julio de 2017 entre el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la Dirección de Presupuestos, la Dirección del Trabajo y las Asociaciones de Funcionarios de este Servicio (ANFUNTCH y APU), un “Protocolo de Acuerdo sobre Fortalecimiento y Modernización de la Dirección del Trabajo”, particularmente en lo que dice relación con la gestión de personas.
 
Subrayó que los objetivos principales del protocolo y de las normas pertinentes del proyecto es fortalecer el empleo público y establecer una verdadera carrera funcionaria. Comentó que en estos momentos más de los dos tercios de los funcionarios están bajo el régimen de contrata y no en planta. Asimismo, se evidencian altos grados de discrecionalidad de la autoridad administrativa a la hora de resolver aumentos de grados y contrataciones, y por lo tanto no se beneficia el acceso a una carrera funcionaria.

 
El Director Nacional del Trabajo, señor Christian Melis, en lo tocante al fortalecimiento de la carrera funcionaria expresó lo siguiente:
Ingreso a la Planta
 
-El ingreso a los cargos de las plantas de profesionales, de fiscalizadores, de técnicos, de administrativos y de auxiliares de la Dirección del Trabajo se efectuará mediante concurso interno.

 
-Sólo podrán participar los funcionarios a contrata que hubieren ingresado al Servicio mediante concurso público.

Ingreso a la Contrata
 
-El ingreso a la Dirección del Trabajo, se realizará en calidad jurídica de contrata a través de concurso público de ingreso, en el último grado de la planta respectiva.

 
-El Jefe Superior del Servicio mantendrá su facultad de contratación directa, sin embargo, sólo los funcionarios que hubieren ingresado mediante concurso público podrán participar de los concursos internos de ingreso a la planta.

Promoción en régimen
 
La promoción se efectuará por concurso interno en las plantas de profesionales, fiscalizadores y técnicos, y por ascenso en el respectivo escalafón en las plantas de administrativos y de auxiliares.
 
Los concursos internos de promoción se realizaran de acuerdo a  las normas del Estatuto Administrativo.
Tercer Nivel Directivo concursable
 
Establece un tercer nivel jerárquico robusto, vinculado a las funciones operativas y de apoyo que sean críticas para el logro de los objetivos institucionales.
 
Su provisión se realizara mediante concurso según las reglas establecidas en Estatuto Administrativo.
 
La permanencia de estos cargos será por un periodo de tres años.

Mencionó que la Dirección del Trabajo, para el primer y segundo nivel jerárquico, se encuentra adscrita a la Alta Dirección Pública.

 
Respecto del fortalecimiento de los incentivos de remuneraciones, manifestó que se crea un Sistema y Asignación de Turnos, esto es, un sistema de turnos entre el personal, que consiste en el desempeño del trabajo en horarios total o parcialmente diferentes del habitual de funcionamiento del Servicio, incluso en horario nocturno y en días sábados, domingos y festivos.

  
Agregó que se regula una asignación equivalente a la suma del 25% del valor de las horas diurnas trabajadas en un horario distinto al de funcionamiento habitual del Servicio, más el 50% del valor de las horas desempeñadas en horario nocturno y en días sábados, domingos y festivos.

 
Asimismo, indicó que se dispone una asignación de responsabilidad: para cargos de jefatura del tercer nivel jerárquico y para las jefaturas de unidad dependientes de oficinas de niveles operativos, de manera de fortalecer e incentivar que los funcionarios puedan acceder a dichos grados de jefatura.

 
Aludió también a la creación de una asignación especial de calidad de servicio, puesto que se remplaza la Asignación de Estímulo y Desempeño de la Ley N° 19.994, por una Asignación Especial de Calidad de Servicio que beneficiará al personal de planta y de contrata, avanzando hacia una lógica de asignación de calidad de servicio que dice relación con el cumplimiento de ciertos estándares y parámetros, y con mediciones de satisfacción de los usuarios. 

 
Por otro lado, señaló que se contempla la delegación de facultades en Presidente de la República para fijar las plantas del personal de la Dirección del Trabajo, sobre la base de las reglas que están definidas en el texto legal en análisis.
Finalmente, en lo que concierne a los costos del proyecto, mencionó que es un costo por tres años, con gradualidades en su implementación, tal como se describe en el gráfico siguiente:

                                      Miles de $ de 2017
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-------


La Presidenta de la Comisión, Senadora señora Goic, ofreció la palabra al Presidente de la Asociación de Profesionales de la Dirección del Trabajo, señor Víctor Verdugo Pérez, el que informó que representa a más de 500 funcionarios, en cuyo nombre ha estado trabajando con las autoridades para poner al día el Servicio.


Explicó que la actual ley de plantas data del año 1993, en un marco de desempeño de la Dirección del Trabajo completamente distinto, que ha quedado desplazado frente a los requerimientos del actual mundo laboral.


Además, puntualizó que la estructura de la organización que los rige está desactualizada y que impide el desarrollo de una carrera funcionaria, en virtud de la magnitud de la discrecionalidad con que se actúa, lo que provoca que los funcionarios se mantengan por siempre en un mismo grado y en las mismas funciones.


Atendida esta realidad, precisó que la Asociación participó en las reuniones con la autoridad, con la finalidad de que se redactara un texto legal para conocimiento y resolución del Congreso Nacional.


En cuanto a las modificaciones que contiene el proyecto de ley, comentó que en la actualidad no existen los mecanismos para desarrollar un trabajo más eficiente y se proponen fórmulas sencillas para ahorrar dinero, aumentar el contacto con los usuarios y para realizar las labores de mejor manera.


Insistió en la necesidad de que los trabajadores del Servicio puedan contar con una carrera funcionaria y según lo relatado por el Director Nacional –señaló- esa materia se va a llevar adelante mediante los concursos de promoción, conforme a las reglas del Estatuto Administrativo, las cuales –advirtió- no permiten que los funcionarios tengan concursos. Por ello, recordó, se firmó el Protocolo de Acuerdo, cuyo contenido debiera ser incorporado como el espíritu de la ley para los efectos de las interpretaciones futuras que puedan surgir.

-------


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, resaltó el aporte de las dos asociaciones de funcionarios de la Dirección del Trabajo en el trabajo previo a la presentación del proyecto de ley, que va más allá de una sola reivindicación –en todo caso justa- salarial, porque si se regula una asignación de turno es porque se sabe que el trabajo actual requiere de turnos. Igual cosa respecto de las asignaciones por calidad de servicio con mecanismos objetivos de medición de tal calidad, que incluyan la opinión de los usuarios, materia que contó con el acuerdo de las asociaciones.


El Senador señor Letelier se dirigió a los dirigentes para consultarles sobre la posibilidad de que se rigieran por el Código del Trabajo, ya que en su opinión el sistema del Estatuto Administrativo es arcaico.


Opinó que las organizaciones per se son piramidales y, por ende, el propósito cuando hablan de carrera funcionaria o de movilidad en los cargos, está dirigido sólo para algunos funcionarios.


Opinó que el debate sobre este proyecto de ley puede servir para discutir acerca de la modernización del Estado, porque la razón de existir tantos funcionarios a contrata y tantas personas a honorarios obedece a que tal debate no se ha llevado a efecto por más de 27 años.


La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, puntualizó que para los funcionarios públicos es esencial el cumplir una función pública y por cierto que se deben incorporar nuevos principios a la concepción de la gestión pública, pero lo que hace la diferencia con los trabajadores regulados por el Código del Trabajo es la parte de la administración del Estado que a cada funcionario le compete.

SESIÓN CELEBRADA EL 17 DE OCTUBRE DE 2017


En esta sesión fueron escuchadas las asociaciones de funcionarios de la Dirección del Trabajo, quienes en forma conjunta presentaron su opinión y propuestas respecto del proyecto de ley en estudio.

PRESENTACIÓN DE LAS Asociaciones de FUNCIONARIOS

de la Dirección del Trabajo

La Asociación Nacional de Funcionarios del Trabajo de Chile (ANFUNTCH), representada por el Director de Cultura, Deporte y Recreación, señor Raúl Campusano, y la Asociación de Profesionales de la Dirección del Trabajo (APU), representada por su Presidente, señor Víctor Verdugo, presentaron las observaciones de ambas organizaciones respecto del proyecto de ley en estudio.

Dicha presentación recayó sobre cuatro aspectos fundamentales: una caracterización general de la Dirección de Trabajo; un diagnóstico crítico en el ámbito de los recursos humanos en la administración pública; principales propuestas de solución a dicha situación; y, finalmente, la opinión de las organizaciones respecto de la iniciativa legal en análisis.

En lo que atañe a la caracterización general de la Dirección del Trabajo, señalaron que se trata de uno de los servicios públicos más grandes de país, cuya actuación presenta un claro impacto estratégico. 

En efecto, arguyeron, se trata de un organismo de larga data que constituye uno de los primeros servicios que ejerce facultades inspectivas. Entre la gran cantidad de competencias y facultades que desarrolla se encuentra la fiscalización laboral, previsional y de seguridad social, la conciliación extrajudicial, el fomento de la sindicalización, la regulación de la negociación colectiva, la interpretación de la ley, la fiscalía laboral, la difusión de la normativa y la capacitación, entre otras.
Asimismo, detallaron que la Dirección del Trabajo cuenta con más de 100 oficinas en el territorio nacional, en que se desempeñan más de 2.350 funcionarias y funcionarios que atienden a más de 1.700.000 usuarias y usuarios al año; realiza 125.000 fiscalizaciones; 170.000 reclamos; 400.00 usuarios son atendidos mediante plataformas telefónicas; y 8.500.000 de visitas se registran en su página web. Para desarrollar tales facultades, describieron que la entidad cuenta con un presupuesto anual que asciende de más de MM$63.000, de los cuales  MM$50.000 se destinan a Gastos de Personal.

En ese contexto, señalaron que, al formular una evaluación del funcionamiento de la Dirección del Trabajo, es posible dar cuenta de una luces y sombras en su accionar, en el marco de una sociedad en tránsito al desarrollo que exige nuevos criterios respecto del rol que le cabe desempeñar.

En efecto, describieron que existen competencias y facultades con tradición histórica que se encuentran plenamente vigentes, de modo que, aun cuando se ejercen en el marco de un modelo administrativamente muy concentrado, cumplen cabalmente con el estándar de la OIT.
Sin embargo, afirmaron que existe una creciente conciencia acerca de la debilidad en la gestión del organismo, toda vez que existe un atraso en la habilitación informática y de gestión de bases de datos. Del mismo modo, señalaron que se deben implementar mejoras en el relacionamiento interno, destinadas a segregar la fiscalización del ámbito de relaciones laborales, resolver las falencias en el mecanismo de evaluación y de consulta a los usuarios, e implementar medidas para abordar la informalidad laboral, que supera el 30%, entre otras

Asimismo, señalaron que existe obsolescencia y graves problemas en el ámbito del personal, considerando que el último ajuste de plantas, contenido en la ley N° 19.240, que sustituye plantas de personal de la Dirección del Trabajo, de 1993, el cual se intentó actualizar el 2004, se encuentra completamente agotado.
Añadieron que dicho panorama requiere considerar, además, que dos compromisos claves en el programa del actual gobierno impactan en el funcionamiento de la Dirección del Trabajo: las reformas laborales, que involucran fuertemente al organismo y que están en ejecución y evaluación, y la modernización de la Dirección del Trabajo, especialmente ante una acumulación de reformas en el tiempo y la experiencia de la entidad para hacer efectiva la normativa laboral.

A continuación, formularon un diagnóstico crítico en el ámbito de los recursos humanos.

Sobre el particular, sostuvieron que el organismo enfrenta una situación de crisis, a raíz de la propia crisis y encrucijada en que se encuentra en general el empleo público chileno, con una regulación agotada y obsoleta, tal como ocurriría en el ingreso a las plantas y contratas, en la permanencia y la carrera funcionaria de mérito, el egreso, la gestión directiva y el alineamiento con los desafíos de mejor y más Estado, entre otras materias.
Asimismo, describieron que ha existido un empoderamiento social, con crecientes expectativas y exigencias respecto de las atribuciones de la Dirección del Trabajo, pero existe un deterioro de los indicadores de satisfacción, especialmente en materia de fiscalización. Del mismo modo, sostuvieron que, en su ámbito propio, sucesivas y diversas reformas laborales y nuevas competencias acompañadas, a lo sumo, de meros aumentos inorgánicos de dotación o mejoras parciales, no han cubierto los impactos sistémicos en forma integral y coherente, tal como tiene lugar a raíz de esfuerzos cotidianos que se desarrollan con posibilidades muy limitadas y resultados precarios, los que se sustentan en criterios convenidos entre autoridades y asociaciones, en forma a lo sumo consuetudinaria, sin respaldo legal.

Detallaron que existen diversas manifestaciones de dicha crisis, las que dicen relación con la falta de tecnificación en la determinación de la plana directiva superior del servicio, habida cuenta de la amplia discrecionalidad y mera confianza política que resulta crecientemente incompatible con la tecnificación del servicio, aun cuando se ha alcanzado la instalación de un criterio de exigencia técnica que carece de regulación, lo que justifica el respaldo de las organizaciones al sistema de Alta Dirección Pública.
Una segunda manifestación de dicha crisis, agregaron, se verifica a propósito del ingreso de funcionarias y funcionarios a la organización en grados, lugares, funciones y jerarquías discrecionales, dando lugar a los “favores” y pasando a llevar la carrera funcionaria, mediante procedimientos desregulados, discrecionales y no transparentes. Ello genera, añadieron, una falta de coordinación entre el ámbito externo e interno, desechando la oportunidad para recoger la experiencia y capacidades de los propios funcionarios, tal como ocurre a propósito de las suplencias, servicios a honorarios o funciones que se desempeñan mediante escalafones cambiados que se prolongan indebidamente en el tiempo, generando casos de empleo precario.

Luego, expusieron que otra problemática dice relación con el tratamiento de las jefaturas de carrera, que constituye la columna vertebral de la gestión pública.

En efecto, señalaron que existe una total indeterminación del Tercer Nivel Jerárquico, al existir normas que permiten completa discrecionalidad, vía simple destinación a los respectivos cargos, junto a falta de concursabilidad e incentivos remuneracionales claros, lo que implica la postulación a cargos como justificación de meras mejoras de grado. Asimismo, señalaron que no existe un alineamiento de éstos con el lugar que corresponde en la carrera funcionaria, junto a un desacoplamiento con la evaluación de desempeño.

En el mismo sentido, describieron que se verifica un crecimiento inorgánico y desarticulado del empleo público, toda vez que, además del deterioro en la Planta, que es justamente aquella que debería contar con una mayor regulación, a costa de un crecimiento exorbitante de la contrata, ha proliferado una gran cantidad de nuevos funcionarios a honorarios o bajo “el Código del Trabajo”, las que constituyen categorías jurídicas cada vez más vacías de conceptualización y sentido, hasta el punto que, hecha la diferencia, se aprecia una tendencia obvia hacia la asimilación.

Enseguida, sostuvieron que en el sector público se ha verificado un desastre respecto del ascenso y promoción de los funcionarios, particularmente en los escalafones auxiliar y administrativo, habida cuenta del permanente retraso en los escalafones de mérito, el que ha alcanzado varios años, postergando ascensos.

Respecto de la promoción en escalafones de Técnicos, Fiscalizadores y Profesionales, señalaron que, mientras se reconoce la promoción en la carrera funcionaria como un derecho -en el artículo 38 de la Constitución Política, en el párrafo 2º del Título II de la LOC de Bases Generales de la Administración del Estado, en la letra f) del artículo 3º, y en todo el párrafo 5º del Título II del Estatuto Administrativo, titulado “De la carrera funcionaria”-, existe una inoperancia completa del sistema de concursabilidad que pretendió instalar la ley N°19.882, de “Nuevo Trato”, que modificó el Estatuto Administrativo.

En específico, detallaron que no se realizan concursos públicos en las plantas. Por ejemplo, señalaron que en la Dirección del Trabajo se han realizado sólo 2 en 13 años (uno el 2006 y más bien efecto de la ley N°19.994 con unas decenas de cupos; y otro el 2014, con 45 cupos para 1.300 postulantes y graves defectos normativos, de procedimiento y de resultados), existiendo más de 600 cargos vacantes. 

Añadieron que el dinero distraído de los concursos de plantas se destina a algunos mejoramientos colectivos o individuales en la contrata, siempre para pocos funcionarios y sin criterios objetivos, en condiciones de opacidad y discrecionalidad e injusticia. Por ejemplo, sostuvieron que en la Dirección del Trabajo se han producido mejoramientos colectivos en los años 2010 (80 funcionarios) y 2012 (300 funcionarios) y algunos pocos “mejoramientos individuales”. 

Dicha situación, agregaron, se vería agravada por la generalización de soluciones discrecionales y de parche, tales como la obligación de renuncia a la planta y el ejercicio de labores en dicha condición y, al mismo tiempo, en funciones a contrata, generando los denominados “cargos dobles”, generando un grave deterioro del empleo público, una afectación del clima laboral, casos de clientelismo y fomento a la confrontación, con un impacto al usuario del servicio.
Tales situaciones, comentaron, particularmente en lo que dice relación con las graves debilidades regulatorias en el ámbito del personal, impactan seriamente la gestión institucional, al existir carencias de información transparente, generan discrecionalidad en materia de mejoramiento de las condiciones laborales, traslados, entre otras, y fomentan la desconfianza, el deterioro del clima laboral y la desafectación. Del mismo modo, afirmaron, se produce una evaluación del desempeño y calificaciones que resulta desacoplada de la carrera funcionaria y de los resultados e impactos en atención y satisfacción al usuario, junto a la dificultad para  formular políticas estables y eficientes, por ejemplo, para gestionar las cargas de trabajo y dotaciones, y una creciente tensión y desconfianza entre la administración pública y sus funcionarios con la comunidad nacional a la que deben servir.

Asimismo, dicho contexto genera un fomento de la conflictividad, falta de fundamentos técnicos, brechas remuneracionales y presión presupuestaria, lo que resulta particularmente grave considerando que la conflictividad se encuentra desregulada, con una negociación colectiva de hecho y sin parámetros, al no aplicarse el Convenio 151 de la Organización Internacional del Trabajo, de modo que la única forma de ser escuchados consiste en la capacidad de movilización y la eventual paralización de servicios.
A modo de conclusión, en lo que respecta a este acápite, señalaron que existe improvisación, falta de regulación, debilidad de políticas de personal y politización en la gestión, junto a conflictividad y cuestionamientos generalizados a raíz de la desprotección y la inexistencia de reglas transparentes y claras, junto a inequidades, injusticia, desconfianza y un mal clima laboral, deteriorando el compromiso con el servicio público.

Junto a ello, se habría verificado un fracaso de la flexibilización mediante la precarización de la condición jurídica del empleo público, el agotamiento de la forma de toma de decisiones, la que resulta desacoplada de criterios técnicos y confiables, en especial del mérito funcionarios que debe caracterizar a las administraciones públicas modernas, y una carencia de una visión estratégica y global de la administración pública y del Estado.
En razón de dicha situación, a continuación expresaron las propuestas de solución que proponen las entidades que representan. 

Dichas propuestas, arguyeron, se encuentran ampliamente legitimadas, a raíz de planteamientos previos y largamente debatidos entre las asociaciones, sus socios y funcionarios, y, en especial, con la autoridad, en el entendido de que constituye su deber de responsabilidad superior en la materia. Asimismo, se trata de propuestas sistémicas, constituyen lo contrario a soluciones de parche o mejoras puntuales,  discrecionales o meras reivindicaciones económicas, y se basan en supuestos técnicos, realistas y minimalistas, al constituir modificaciones legales puntuales y acotadas como “experiencia piloto”.

El gran eje de la propuesta, describieron, constituye el establecimiento y garantía de una real y efectiva carrera funcionaria regulada y garantizada por la ley, lo que deja un ámbito y mandato claro de cumplimiento a las políticas de personal, de modo de establecer un sistema normado, transparente y coherente de ingreso y promoción basado en el mérito, lo que fomenta el compromiso y el buen desempeño funcionario a favor de la comunidad nacional.

Dicha propuesta se fundamenta en seis aspectos fundamentales: tecnificación del ingreso, promoción como eje de la carrera funcionaria, regulación de los cargos directivos de carrera (tercer nivel), aspectos remuneracionales, incentivos alineados a la gestión y equidad, otros aspectos orgánicos relativos a la Dirección del Trabajo, y la distinción nítida entre las normas permanentes y las normas transitorias, especialmente aquellas relativas al encasillamiento de los funcionarios.

Acerca de la tecnificación del ingreso, propusieron que, en materia del ingreso de directivos superiores, se verifique mediante el sistema de Alta Dirección Pública, en forma estable (sin discrecionalidad) y con compatibilidad con la carrera funcionaria, en razón de la tecnificación y valoración de la calificación y experiencia en el desempeño de la función. 

Respecto del ingreso general a la administración, propusieron garantizar el acceso mediante concurso público a la contrata, en el grado más bajo del respectivo escalafón (o en los últimos grados en el caso del escalafón profesional), lo que resulta compatible con una política complementaria, respecto del lugar o función menos apetecible. Asimismo, abogaron por considerar a la contrata como un vínculo de naturaleza efectivamente transitoria, sin derecho a promoción ni a ejercer cargos de jefatura, con un cupo del 20% de la dotación total, mientras que el 80% debe desempeñarse en cargos de planta.

En cuanto al ingreso a la carrera funcionaria en una planta sostuvieron que debe producirse mediante concurso público regulado en el estatuto administrativo, con una norma especial que valore la experiencia calificada en el cargo, de tal forma de exigir el desempeño previo en la contrata o, a lo menos, ponderarlo con puntaje especial y reforzado, mientras que las plantas de los respectivos escalafones deben estar construidas abarcando el 80% de la actual dotación, con forma tecnificada, con un ingreso que se debe concretar, conforme las reglas generales, en el grado base.

Acerca del ingreso a suplencias, afirmaron que, velando por un reclutamiento que asegure la respectiva capacidad técnica, especialmente en el caso de los reemplazos a puestos operativos, como en el caso de los fiscalizadores, y para favorecer que el reemplazo se efectúe en forma expedita y descentralizada –a lo menos regionalmente- en torno a lugar en que se produce la ausencia, se debe garantizar que estos cargos sean de verdad transitorios y, a la vez, promover la postulación y el ingreso de los mejor evaluados a la contrata, en los correspondientes concursos públicos.

En cuanto al ingreso al régimen de honorarios, propusieron que sólo pueda verificarse en forma restrictiva, como corresponde sólo a funciones que auténticamente propias de este tipo de servicios, contribuyendo, con ello, a la formalización laboral.

Enseguida, expusieron respecto de concebir a la promoción como el eje de la carrera funcionaria.

Al efecto, abogaron por establecer escalafones con pirámides organizacionales técnica y objetivamente construidas, y, en el caso de los auxiliares y administrativos, un sistema que opere mediante el mismo sistema actual, fortaleciendo la obligación legal de contar con el Escalafón de Mérito al día.

Para el caso de las plantas de técnicos, fiscalizadores y profesionales, propusieron un sistema de funcionamiento habitual y regular a base de los mismos concursos de promoción establecidos en el Estatuto Administrativo, con puntuales mejoras normativas respecto de los funcionarios de planta, de modo que, en un solo proceso, con periodicidad anual, simple y concentrada, puedan llenarse todas las plazas vacantes en el año anterior, con multiconcursabilidad, de tal forma que solo quedan vacantes los grados base para la postulación desde las contratas. Dicho sistema, añadieron, debe contemplar que se puede postular y ascender sólo de grado en grado, desde el inferior al superior, junto a la posibilidad de pasar de un escalafón inferior a otro superior, si se cumple con los requisitos legales para acceder a él y se está en condiciones de cambiar de función, junto a una mayor simpleza en evaluar el mérito mediante 3 ó 4 factores flexibles de evaluación.

En cuanto a la regulación de los cargos directivos de carrera del tercer nivel, propusieron un Escalafón Directivo de Carrera con cargos virtuales que se ejercen transitoriamente, conservando el cargo base de planta en alguno de los escalafones de fiscalizador, profesional o técnico del Servicio, lo que permite una regulación legal, transparente y eficiente de los “dobles cargos”, de modo que estos se ejerzan por 3 años y, al terminar, se vuelve al cargo de planta base, quizás con alguna limitación a la reelección permanente.

Dicho sistema, agregaron, requieren que la selección se produzca mediante concursos en los que sólo participen los funcionarios de planta del Servicio, con un reenvío restrictivo a la posibilidad de participación de las demás plantas del resto de la Administración Pública, por ejemplo, para los cargos de soporte. Asimismo, debe tratarse de cargos con incentivos remuneracionales claros, tales como grados, con escala de tres grados según complejidad, número de subordinados u otro criterio de jerarquización; y asignación, que motiven a la postulación y ejercicio de los mismos.

Acerca de los aspectos remuneracionales, incentivos alineados a la gestión y equidad, propusieron un esquema de asignaciones especiales para incentivos a la gestión, previstas a favor de determinados grupos de funcionarios, junto a una asignación de responsabilidad y riesgo para cubrir cargos de segundo, tercer y hasta cuarto nivel, que constituyen las principales jefaturas de unidades de oficinas. Junto a lo anterior, propusieron la asignación de disponibilidad en jornada inhábil para funcionarios que, aunque no lleguen a prestar servicios efectivos (lo que de acontecer da lugar al pago de horas extras), deben permanecer disponibles en caso de requerirse eventualmente su labor; y una asignación de experiencia calificada para los funcionarios que se encontraren por 5 y 10 años en el grado tope de un escalafón.

Junto a lo anterior, abogaron por implementar una mejora de remuneraciones general de equiparidad con los demás servicios fiscalizadores, en favor de todos los funcionarios sin distinción, por la vía de mejorar el rango de la asignación de la ley N°19.994, la que debe estar siempre sujeta al cumplimiento de los respectivos compromisos de gestión, conforme a su actual formulación legal.

Luego, en lo que respecta a otros aspectos orgánicos relativos a la Dirección del Trabajo, propusieron garantizar la continuidad del Servicio abarcando su amplia y diversa gama de competencias y facultades, definida en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, y su ley orgánica, la que resulta plenamente vigente con estándar OIT en esta materia, sin perjuicio de promover una mejor diferenciación de gestión y organización interna de las líneas operativas.

Ello requiere establecer un escalafón directivo superior de unos 40 cupos, desde el Director Nacional y algunos Subdirectores (sólo para el ámbito operativo, de gestión de productos estratégicos, más uno adicional para el soporte unificado), hasta las Jefaturas de Departamentos y Direcciones Regionales, y otros pocos cargos de jefaturas grados 7 al 8 (Jefes de Gabinete y Subjefes de Departamento), que permitan que el personal asesor de alto nivel esté debidamente regulado.

 Asimismo, se debe perfeccionar el despliegue territorial efectivo, en el que todos los servicios de la Dirección del Trabajo se deben prestan a los usuarios ordenados en las oficinas locales, con vocación cada vez más de presencia comunal y cercanía con las personas, de modo que, por ejemplo, la conciliación deba permanecer siempre en las oficinas, aunque la mediación continúe en las respectivas Direcciones Regionales del Trabajo.

A continuación, en lo que atañe a la distinción nítida entre las normas permanentes y las normas transitorias, especialmente aquellas relativas al encasillamiento de los funcionarios, arguyeron que existe la necesidad de establecer una normativa permanente que, conforme a los contenidos analizados, y con una visión integral y sistémica, criterios altamente tecnificados, y una real carrera funcionaria, garantice la mejor organización del Servicio para cumplir debidamente sus fines institucionales.

En específico, agregaron, se deben contemplar normas transitorias que regulen el proceso de encasillamiento mediante el cual se integrarán los funcionarios a los nuevos cargos de planta. Asimismo, aun consagrando excepciones a las normas permanentes, con el fin de transitar hacia ellas, señalaron que se deben establecer sin discrecionalidad directiva, aplicando las garantías y criterios objetivos que ya son habituales en estos proyectos. Dicho proceso, manifestaron, debe responder a una clara equidad, con información fiel y precisa de la situación histórica y actual de cada funcionario, en torno a la antigüedad en el Servicio y en el escalafón-grado-función, sin discrecionalidad ni diferenciaciones sustantivas, ni entre las plantas y contratas, ni entre las funciones efectivas dentro de cada escalafón de desempeño actual.

Finalmente, expusieron su parecer respecto de la iniciativa legal en estudio.

En primer lugar, en cuanto a las disposiciones relativas a la modernización institucional de la Dirección del Trabajo, y sus competencias y facultades, advirtieron que las entidades que representan no participaron de la elaboración del proyecto y sólo conocieron su contenido al momento de su ingreso al Congreso Nacional, de modo que carecen de una opinión precisa y legitimada al interior de ellas. Sin embargo, como opinión preliminar, manifestaron que la iniciativa contiene bastantes más disposiciones que las que habrían esperado, las que son de muy distinta naturaleza y alcance.

Asimismo, afirmaron que hay un importante número de disposiciones que corresponden a propuestas de amplia factura técnica y evaluación positiva, en relación a las mejores experiencias en las administraciones laborales. Es el caso, por ejemplo, de aquellas relativas a la necesidad de una amplia apertura a la informatización, en especial como canal de vinculación con los usuarios, incluyendo el sistema de notificaciones. Relacionado con lo anterior, describieron la importancia de generar o administrar eficientes bases de datos, propias y ajenas, a objeto de potenciar la gestión y el conocimiento del mundo del trabajo, con especial mención al registro de contrataciones, y establecer mecanismos de consulta a los usuarios, especialmente ante cambios de criterios.

Sin embargo, puntualizaron que existen una serie de disposiciones que no resultan adecuadas, especialmente respecto de nuevas restricciones perentorias a la posibilidad de infraccionar de inmediato, consagrándose una obligación general de advertencia que arriesga significativamente el indispensable efecto disuasivo de la fiscalización. 

Lo propio, añadieron, ocurre tratándose de la regulación restrictiva de la reincidencia, que aparece consagrada sólo respecto de una nueva infracción al mismo tipo, junto con la ampliación de los fundamentos de impugnación y potencial judicialización abusiva de las solicitudes de reconsideración de multa, al eliminar la exigencia de que se sólo se trate de un error de hecho. En la misma línea, describieron la existencia de una definición amplia, redundante y riesgosa de la prohibición de intervención administrativa ante caso de judicialización, en forma que pudiera ser simplemente abusiva, y la relativización de la obligación de comparecencia, contemplando la posibilidad de una imprecisa y simple excusa y desatendiéndose de la obligación de comparecer el representado en caso de no poder hacerlo personalmente.

Respecto de las disposiciones del proyecto que modifican las normas de ingreso a la Dirección del Trabajo, sostuvieron que en este ámbito las asociaciones han participado larga e intensamente, con la posibilidad de plantear sus propuestas, las cuales se concordaron en parte relevante con los planteamientos del Gobierno, lo que se refleja en el Protocolo suscrito el 13 de julio de 2017 y en el texto del proyecto.

En específico, explicaron que hay una gran cantidad de disposiciones que responden a dicho acuerdo, el que se fundamenta en una larga sustentación técnica, responde a sus aspiraciones y cuenta con un amplio respaldo entre los funcionarios. Al efecto, entre tales disposiciones incluyeron aquellas que regulan el ingreso a la Dirección del Trabajo, el ingreso a los cargos de planta y al escalafón directivo de carrera, tercer nivel jerárquico, las asignaciones remuneracionales alineadas a la gestión: de responsabilidad directiva de turno y especial de calidad de servicio, que reemplaza a la de estímulo y desempeño, y a aquellas que regulan el encasillamiento en general.
Sin embargo, afirmaron que hay un aspecto puntual, con nulo impacto presupuestario pero muy sensible para sus pretensiones, que quedó riesgosamente desdibujado u omitido, incluso más allá de las negociaciones y concesiones que dieron lugar al Protocolo. Dicha materia dice relación con el Sistema de Carrera Funcionaria como eje de sus aspiraciones, lo que se refleja en la omisión de la relación promedio en régimen 75-25% entra la planta y la contrata, lo que se agrega a la insistencia en no contemplar las nuevas plantas tecnificadas que se han definido en la ley y remitirlas, de un modo que no se entiende ni justifica, a la delegación administrativa.

Asimismo, sostuvieron que resulta improcedente la insistencia en omitir la realización de concursos de promoción para mantener las plantas sin vacantes, estableciendo la prohibición de distraer los respectivos recursos para decisiones discrecionales en la contrata.

Respecto de este punto, y de algún otro que lo justifique -tales como la conveniencia de distinguir los niveles II y III en el escalafón directivo- expusieron que las organizaciones aspiran a debatir y aprobar una eventual indicación aditiva al proyecto que lo perfeccione en tales aspectos clave, para lo cual anunciaron toda la colaboración que esté a su alcance en tales materias.

CONSULTAS
La Senadora señora Muñoz consultó el parecer de las organizaciones respecto de la necesidad de establecer el derecho a huelga y a negociación colectiva para los funcionarios públicos.

El Senador señor Pérez Varela, en la misma línea, opinó que resulta necesario establecer una normativa que permita resolver los conflictos laborales que se verifican al interior de la administración pública.

Por otra parte, consultó acerca de los aspectos remuneracionales e incentivos alineados a la gestión, particularmente respecto de los mecanismos que permitan determinar el pago de tales prestaciones.

El Presidente de la Asociación de Profesionales de la Dirección del Trabajo (APU), señor Víctor Verdugo, expuso que, respecto del derecho a huelga y a negociación colectiva para los funcionarios públicos, existe una ausencia de normativa que impide el avance de las respectivas negociaciones, crea inseguridad jurídica entre los actores que intervienen en el sector, circunscribe el diálogo social a aspectos meramente remuneracionales e impide considerar las particulares circunstancias de sectores específicos de la administración.

Acerca de los incentivos alineados a la gestión, expuso que aquellos que operan actualmente, particularmente la asignación de modernización contenida en la ley N° 19.553 y los que existen en cada servicio público en particular, han mostrado una serie de falencias, lo que incluso ha llevado a que, en la práctica, sean incorporados como parte de las remuneraciones fijas de los funcionarios.

Lo anterior, añadió, da cuenta del agotamiento del instrumento establecido en la legislación vigente, lo que genera la necesidad de considerar incentivos focalizados en el nivel directivo de carrera en razón de indicadores de impacto y satisfacción de usuarios, atendidos los requerimientos que derivan de liderar cambios institucionales al interior de los servicios públicos.

La Senadora señora Goic coincidió en la necesidad de promover la negociación colectiva al interior de los servicios públicos, lo que requiere –a su vez- efectuar las respectivas modificaciones a las normas constitucionales y legales sobre la materia.

SESIÓN CELEBRADA EL 24 DE OCTUBRE DE 2017


La Comisión escuchó la opinión del Instituto Libertad y Desarrollo sobre el contenido del proyecto de ley en informe.

PRESENTACIÓN DEL INSTITUTO LIBERTAD Y DESARROLLO

El asesor legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales, expuso las observaciones de la entidad respecto del proyecto de ley en estudio.

En primer lugar, explicó que el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, concibe a la Dirección del Trabajo como un servicio técnico dependiente del Ministerio del Trabajo que cumple funciones tales como la interpretación, fiscalización y aplicación de sanciones en materia laboral, junto a una serie de atribuciones en materia sindical y de negociación colectiva.

Describió que, desde su creación, las facultades de la Dirección del Trabajo han sufrido modificaciones, tal como ha ocurrido con el aumento de sus competencias específicas en el contexto de un mundo del trabajo cada vez más complejo, lo que ha hecho necesario contar con una regulación que permita ejercer las facultades propias del organismo de manera certera y eficiente.

Respecto de la iniciativa legal en estudio, afirmó que, en general, contempla una serie de disposiciones respecto de los funcionarios del organismo, recogiendo un acuerdo suscrito con las organizaciones que los representan, lo que, afirmó, daría cuenta de la necesidad de analizar las normas aplicables a los trabajadores del sector público y privado, y otras normas relativas a las competencias que puede ejercer, particularmente en materia de seguridad y salud en el empleo, las que constituyen un avance en la materia al coordinar el ejercicio de tales atribuciones con entidades tales como las mutuales y el Instituto de Seguridad Laboral.

En cuanto a los procedimientos de consulta pública facultativa en materia de dictámenes e instructivos, afirmó que resulta necesario especificar los criterios relativos a la oportunidad en que deben dictarse y los efectos de la opinión que se recabe. Asimismo, sostuvo que se debe esclarecer las consecuencias que dicho procedimiento puede generar para los dictámenes que se encuentran vigentes.

Por otra parte, comentó que el proyecto contempla una mayor tecnología para el ejercicio de las facultades de la Dirección del Trabajo. En efecto, sostuvo que moderniza actuaciones y trámites, mediante la incorporación de instrumentos digitales tales como el sistema de registro, notificaciones y diligencias que sólo se realizaban de manera presencial, lo que permite optimizar recursos y focalizar los distintos planes de fiscalización. Sin embargo, afirmó que el proyecto desperdicia una oportunidad relevante para efectivamente modernizar de manera orgánica y operativa la Dirección del Trabajo.

Además, aseveró que el sistema de registro ante la Dirección del Trabajo, para toda nueva contratación laboral, y la terminación de contratos por nuevas causales, es una herramienta nueva para la fiscalización que, en caso de ser mal utilizada, podría implicar que este organismo público se inmiscuya de manera inapropiada en la gestión y administración de la empresa, causando una serie de entorpecimientos a su normal funcionamiento y una probable afectación de garantías constitucionales de las cuales el empleador es titular. Al respecto, a efecto de evitar arbitrariedades, advirtió que se debe exigir que este tipo de fiscalizaciones se den dentro de un plan de fiscalización vigente o como reacción a una denuncia.

No obstante, afirmó que el registro de los contratos resulta una medida adecuada, toda vez que permite mejorar la eficiencia de los procedimientos de fiscalización que debe desarrollar el organismo.

En lo que atañe a la Dirección del Trabajo y la reforma laboral, sostuvo que resulta llamativo constatar que el proyecto contempla el fortalecimiento del organismo en relación a las remuneraciones de los funcionarios, bonos de cumplimiento y traspasos de personal a planta, pero no respecto de la capacitación y tecnificación de aquellos que ejercen funciones normativas y fiscalizadoras, principalmente considerando que, con la nueva normativa laboral, la Dirección del Trabajo tiene a su cargo la determinación de servicios mínimos y equipos de emergencia para las empresas que inician negociaciones colectivas.

En efecto, señaló que, de acuerdo a información oficial de la Dirección del Trabajo, 252 empresas han solicitado que se determinen servicios mínimos previos a la iniciación de una negociación colectiva, de los cuales 66 han llegado a conocimiento de la Dirección Nacional vía recurso jerárquico.

En consecuencia, añadió que, frente a la negativa para que dichas resoluciones administrativas sean revisadas a nivel judicial, se hace imperioso contar con equipos técnicos que se hagan cargo de esta función, lo cual se alcanza con la contratación de personal especializado y la capacitación de funcionarios, lo cual no se ve reflejado en el presupuesto de la Dirección del Trabajo para el año 2018, que se mantiene sin variaciones.

Enseguida, sostuvo que la iniciativa legal introduce un mero fortalecimiento y no un rediseño del Servicio, toda vez que, del análisis del proyecto, tanto en sus ideas matrices como en su articulado, es posible concluir que la intención última del Ejecutivo dice relación con promover un proyecto de ley que, en términos generales, fortalece la carrera funcionaria y los incentivos de los funcionarios, pero no dice mucho respecto de su estructura interna.

Dicha situación, añadió, da cuenta de la necesidad de separar las funciones al interior de la Dirección del Trabajo, de modo que, siguiendo la tendencia en materia tributaria, se separen las funciones fiscalizadoras de las sancionadoras para asegurar las garantías del debido proceso a empleadores, trabajadores u organizaciones sindicales que sean sindicados como responsables de alguna infracción a la normativa laboral. Asimismo, respecto del régimen sancionatorio, afirmó que resulta pertinente la incorporación de criterios tales como la capacidad económica del empleador, la naturaleza y gravedad de la infracción, el perjuicio a los trabajadores afectado, lo que requiere establecer los parámetros que determinan la aplicación de dichas circunstancias.

Acerca del rol de la Dirección de Trabajo en la difusión y cumplimiento de las normas laborales, afirmó que, en general, los derechos consagrados en distintos cuerpos legales, tales como la Constitución Política de la República, los tratados internacionales, convenios y leyes en general, tienen una escasa cobertura, principalmente en empresas de menor tamaño, lo que explica la existencia de importantes niveles de incumplimiento de ellos.

En cuanto a las razones de este incumplimiento, explicó que ello dice relación con situaciones que comprenden desde mala fe de los empleadores a casos de desconocimiento y errores de hecho, entre otras razones, las que, en muchas ocasiones, dicen relación con la poca información y asesoría técnica de trabajadores y empleadores de micro, pequeñas e, incluso, de medianas empresas.

Al respecto, aseveró que en el proyecto no existen medidas que apunten a la asesoría de este tipo de empresas y del fortalecimiento de la labor de difusión y promoción de las normas laborales.

Con todo, afirmó que se contempla en el proyecto el derecho de los empleadores a contar con un modelo de cumplimiento de obligaciones laborales y prevención de infracciones, instrumento que, con el mero proyecto de ley, carece de contenido al remitir su regulación a un reglamento del que no se tienen sus lineamientos generales ni los parámetros que debe contener.

En consecuencia, puntualizó que la labor de la Dirección del Trabajo debe apuntar a implementar sistemas de auto denuncia por parte de los empleadores, educación en materia laboral, principalmente para las empresas de menor tamaño en que se concentran las principales infracciones a la normativa laboral, por falta de recursos y desconocimiento de la normativa laboral vigente.

En concordancia con lo anterior, manifestó que existe la necesidad de promover un cambio de paradigma de la Dirección del Trabajo, toda vez que la actual legislación, y la propuesta del Ejecutivo, parte de un supuesto de conflictividad entre empleadores y trabajadores con muy pocos componentes colaborativos.

En ese sentido, explicó que, pese a que es importante el reconocimiento de la labor de la Dirección del Trabajo en materia de mediación y conciliación, en materia de fiscalización y sanción se observa la mantención del paradigma del empleador infractor de normas, al cual frente a la vulneración de derechos positivos se le aplica una sanción por la autoridad administrativa. 

Sin embargo, afirmó que existe la necesidad de abordar la situación de los buenos empleadores, es decir, aquellos que cumplen de manera irrestricta la normativa laboral o incluso van más allá de la ley en beneficio de sus trabajadores, sobre quienes el proyecto guarda silencio.

En razón de ello, propuso establecer una medida que, sin generar un mayor costo, apunta a otorgar sellos de cumplimiento a aquellas empresas que destacan en el cumplimiento de las normas y que mantienen buenas relaciones con sus trabajadores y organizaciones sindicales, tal como ocurre con el sello Chile Inclusivo, que otorga el Servicio Nacional de la Discapacidad, o el sello que otorga el Servicio Nacional de Consumidor.
SESIÓN CELEBRADA EL 29 DE NOVIEMBRE DE 2017

PRESENTACIÓN DEL PRESIDENTE DE LA FUNDACIÓN CHILE 21

 
El Presidente de la Fundación Chile 21, señor Pablo Velozo, expuso sus observaciones respecto de la iniciativa legal en estudio.

 
Al inicio de su presentación, afirmó que los planteamientos que realiza consideran su experiencia como gerente de recursos humanos y relaciones laborales en diversas empresas del país, junto a las funciones que cumplió en la Dirección del Trabajo.

 
A propósito de ellas, detalló que, hacia el año 2002, el Estado realizó un esfuerzo para la modernización de la Dirección del Trabajo, a instancias de tratados internacionales en materia comercial -particularmente el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Estados Unidos y sus implicancias en materia laboral-, y, particularmente, a raíz de convenios suscritos con organismos internacionales, respecto de la necesidad de realizar una reestructuración organizacional de la Dirección del Trabajo.

 
Refiriéndose, en específico, a las disposiciones contenidas en el proyecto, valoró la agravación de la entidad de las sanciones aplicables ante la reiteración de determinadas conductas, junto a la implementación de una política de recursos humanos que apunta a mejorar los estándares de reclutamiento y selección y a promover el desarrollo de la carrera funcionaria en atención al mérito de los trabajadores. 

 
Asimismo, manifestó su conformidad con el mejoramiento de los procedimientos internos del organismo, mediante un mayor uso de tecnología, junto a la introducción de un modelo de cumplimiento voluntario al interior de las empresas, lo que requerirá la asesoría técnica de la Dirección del Trabajo para efectos de fiscalizar y aplicar la normativa laboral contenida en el Código del Trabajo y en los respectivos reglamentos internos.

CONSULTAS

 
El Senador señor Letelier consultó acerca de la experiencia recabada a raíz de la entrada en vigor de Tratado de Libre Comercio entre Chile y Estados Unidos, particularmente en lo que atañe al cumplimiento de la legislación laboral en nuestro país y la institucionalidad que opera en Estados Unidos.

 
Asimismo, preguntó acerca de la aplicación práctica de un modelo de cumplimiento de la normativa laboral al interior de las empresas, es decir, como instancia previa a la intervención de las autoridades administrativas o judiciales.

 
El Presidente de la Fundación Chile 21, señor Pablo Velozo, expuso que, a partir de un análisis comparado de la legislación laboral existente en Chile y Estados Unidos, es posible sostener que ésta contempla una serie de mecanismos de conciliación y resolución de conflictos al interior de las empresas, particularmente en aquellas de mayor tamaño. De ese modo, detalló que se han instalado mesas de diálogo como instancia previa de negociación laboral, compuestas por sindicatos y empleadores, las que cuentan con facultades normativas, resolutivas y sancionatorias.

 
En cuanto a la institucionalidad, añadió que en Estados Unidos existe una gran especificidad respecto de las materias sobre las que se ocupan los organismos estatales que realizan acciones de fiscalización, de modo que cada una de las respectivas agencias cumple sus funciones, separadamente, en lo que respecta a la jornada de trabajo, pago de remuneraciones, salud y seguridad en el empleo, entre otras.

 
Acerca del modelo de cumplimiento de la normativa laboral al interior de las empresas, afirmó que un modelo que resulta pertinente se encuentra contenido en la legislación española, en que opera un Consejo Económico y Social, concebido como un órgano consultivo del Gobierno en materia socioeconómica y laboral, que agrupa a trabajadores, empleadores, órganos públicos y representantes de la sociedad civil. Dicho organismo, añadió, analiza y formula observaciones acerca de la aplicación de normas en materia económica y laboral al interior de las empresas.

- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Goic y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar en general el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

"TÍTULO I

DE LA MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL DE LA DIRECCIÓN DEL TRABAJO

Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:

1. Reemplázase en el inciso séptimo del artículo 38, la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

2. Reemplázase en el artículo 145-F, la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud". 

3. Reemplázase en el epígrafe del Párrafo 6°, del Capítulo VI, del Título II, del Libro I, la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

4. Reemplázase en el inciso primero del artículo 152 bis K, la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

5. Reemplázase en el artículo 152 bis L, el guarismo "478", por "506".

6. Reemplázase en el número 9 del inciso primero del artículo 154, la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

7. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 183 A, el guarismo "478", por "506".

8. Reemplázase en el inciso primero del artículo 183 X, la expresión "e higiene" por "y salud".

9. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 183 AB, la expresión "'higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

10. En el artículo 184:

a. Reemplázase en sus incisos primero, cuarto y quinto, la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

b. Agrégase en el inciso cuarto, la siguiente oración final:

"Para estos efectos, los distintos servicios deberán coordinar sus planes, acciones y estrategias de fiscalización, asegurando coherencia, eficacia y efectividad en su gestión.".

c. Incorpórase el siguiente inciso quinto nuevo, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser incisos sexto y séptimo, respectivamente:

"La Dirección del Trabajo podrá prescribir a los empleadores dentro del ámbito de sus facultades, medidas preventivas y correctivas para el adecuado cumplimiento de la normativa de seguridad y salud en el trabajo. La prescripción de medidas podrá contemplar plazos específicos para su cumplimiento.".

d. Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

"Cuando en el ejercicio de sus funciones, los organismos administradores del seguro detecten en las obras o faenas infracciones o incumplimientos graves a las normas de seguridad y salud en el trabajo que impliquen un riesgo grave e inminente para la vida o salud de los trabajadores, deberán comunicarlo al empleador, a la Inspección del Trabajo y a la Secretaría Regional Ministerial de Salud. El empleador, con la asistencia técnica del organismo administrador del seguro, deberá adoptar las medidas necesarias para subsanar las deficiencias y eliminar los riesgos detectados.".

11. Reemplázase en el inciso primero del artículo 190 la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

12. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 191 la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

13. Reemplázase en el artículo 210, la expresión "higiene y seguridad" por "salud y seguridad".

14. Reemplázase en el inciso quinto del artículo 377 la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

15. Agréganse los siguientes incisos finales al artículo 505:

"El Director del Trabajo podrá disponer una consulta pública sobre las instrucciones y demás normas de carácter general que se dicten para la aplicación de las leyes laborales y de seguridad y salud en el trabajo, a fin de que los interesados opinen sobre su contenido o formulen propuestas sobre los mismos. Asimismo, los pronunciamientos jurídicos que interpreten con carácter general la legislación laboral también podrán ser emitidos previa consulta pública sobre los aspectos jurídicos que sean objeto de la referida interpretación.

Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas a que se refiere el inciso anterior, serán de carácter público y deberán ser enviadas al Servicio a través de los medios que se dispongan en la página web institucional. Las propuestas y opiniones formuladas por los interesados no serán vinculantes.

Los plazos, modalidades y procedimientos para efectuar estas consultas se sujetarán a los criterios fijados por la Dirección del Trabajo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

La Dirección del Trabajo no intervendrá respecto de los asuntos determinados que estén sometidos al conocimiento de los Tribunales de Justicia y esta circunstancia obre en su conocimiento.".

16. En el artículo 506:

a. Elimínase en el inciso primero la frase ", según la gravedad de la infracción".

b. Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

"El monto de las sanciones precedentes se triplicará cuando se trate de infracciones que deriven en un accidente del trabajo grave o fatal.".

17. Agrégase el siguiente artículo 506 bis, nuevo, pasando los artículos 506 bis y 506 ter a ser artículos 506 ter y 506 quáter, respectivamente:

"Artículo 506 bis.- Para la determinación del monto de la sanción, dentro de los rangos a que se refiere  el artículo precedente, se considerarán las siguientes circunstancias:

1. La naturaleza y gravedad de la infracción.

2. El perjuicio causado y el número de trabajadores afectados por la infracción.

3. La capacidad económica del infractor.

4. La circunstancia de tratarse de una reincidencia en la infracción.

5. La existencia de circunstancias atenuantes de responsabilidad.

En caso de que exista reincidencia en la infracción, se podrá aplicar una multa de hasta tres veces el monto señalado en el artículo anterior, según corresponda.

Se entenderá que hay reincidencia cuando el infractor corneta una nueva infracción y se le hayan aplicado dos o más sanciones ejecutoriadas por infracciones a la misma disposición legal durante los últimos dos años.

En caso que se verifique la concurrencia de dos o más infracciones de la misma naturaleza, se aplicará la sanción correspondiente a la infracción más grave, estimándose los hechos constitutivos de una sola infracción. Si atendida la naturaleza y gravedad de las infracciones, éstas no pueden estimarse como una sola, se acumularán las sanciones correspondientes a cada una de las infracciones concurrentes.

Cuando concurran circunstancias atenuantes de responsabilidad, se podrá rebajar el monto de la sanción hasta el límite inferior del rango asignado según el tamaño de la empresa de que se trate.

Se consideran circunstancias atenuantes de responsabilidad: las acciones de reparación que realice el infractor; la ausencia de sanciones previas por infracciones laborales y la colaboración que preste el infractor.

El infractor que ha cometido o está cometiendo una infracción a la legislación laboral, podrá autodenunciarse ante la Dirección del Trabajo. En esa misma oportunidad, el infractor deberá comunicar las medidas adoptadas para el cese de los hechos que originaron la infracción o las medidas de mitigación o reparación adoptadas, según corresponda. La autodenuncia será considerada como una atenuante de responsabilidad.

También constituye una atenuante de responsabilidad, acreditar por parte del infractor haber cumplido diligentemente sus deberes de dirección y supervisión para el cumplimiento de las obligaciones laborales y la prevención de infracciones de acuerdo al artículo 506 quinquies.".

18. Sustitúyese el actual artículo 506 bis, que ha pasado a ser artículo 506 ter, por el siguiente:

"Artículo 506 ter.- El inspector del trabajo que constate en una micro o pequeña empresa una infracción legal o reglamentaria que no ponga en riesgo inminente la seguridad o la salud de los trabajadores, deberá otorgar un plazo de, a lo menos, cinco días hábiles para corregir o reparar debidamente la infracción constatada, en este último caso, cuando se trate de infracciones que no admitan corrección posterior. Con todo, si dentro de los dos años siguientes se comete nuevamente la misma infracción, se aplicará inmediatamente la sanción respectiva sin plazo de corrección o reparación y no tendrá aplicación lo dispuesto en el artículo 506 quáter.".

19. En el artículo 506 ter, que ha pasado a ser artículo 506 quáter:

a. Reemplázase en el numeral 1, la expresión "higiene y seguridad" por "seguridad y salud".

b. Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la expresión "treinta días", la frase "hábiles, conforme lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.880,".

20. Agrégase el  siguiente artículo 506 quinquies, nuevo:

"Artículo 506 quinquies.- Los empleadores podrán adoptar voluntariamente un modelo de cumplimiento de obligaciones laborales y de prevención de infracciones. Podrán también, designar un encargado o delegado de cumplimiento y prevención de infracciones laborales.

El encargado o delegado de cumplimiento deberá ser designado por la máxima autoridad directiva o administrativa de la empresa que represente al empleador. Se considerará como la máxima autoridad directiva o administrativa al directorio, un socio administrador, un gerente, un ejecutivo principal, un administrador, un liquidador, los representantes, los dueños o socios, según corresponda.

El encargado o delegado de cumplimiento deberá contar con autonomía respecto de la administración de la empresa. No obstante, podrá ejercer labores de contraloría o auditoría interna en la empresa. En ningún caso el encargado o delegado de cumplimiento podrá ejercer las funciones de la jefatura de recursos humanos o de personal de la empresa. En las micro, pequeñas y medianas empresas, el dueño, el socio o el accionista controlador podrán asumir personalmente las tareas de encargado o delegado de cumplimiento.

Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro o Ministra de Hacienda y por el Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo establecerá los requisitos, modalidades y procedimientos para la implementación, acreditación, registro y supervisión de los modelos de cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales y de prevención de infracciones y para la designación de los encargados o delegados de cumplimiento.".

21. Reemplázase el artículo 508 por el siguiente:

"Artículo 508.- Las notificaciones que practique la Dirección del Trabajo, incluyendo las citaciones a que se refiere el artículo 29 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que dispone la reestructuración y fija funciones de la Dirección del Trabajo, se podrán efectuar en forma personal, por carta certificada o a la dirección de correo electrónico que haya designado el empleador de conformidad con lo dispuesto en el artículo 514.

Las notificaciones electrónicas tendrán el mismo valor y producirán los mismos efectos que una notificación personal o por carta certificada.

La resolución que se notifica en forma electrónica deberá suscribirse con firma electrónica avanzada y los plazos empezarán a correr al día siguiente hábil de la fecha de despacho del correo electrónico. La notificación electrónica contendrá una descripción de la actuación, incluyendo los datos necesarios para su acertada inteligencia y el archivo electrónico correspondiente del acto administrativo, además será remitida a la dirección electrónica que haya indicado el empleador, quien deberá mantenerla actualizada.

Las notificaciones por carta certificada se dirigirán al domicilio que las partes hayan fijado en el contrato de trabajo, en el instrumento colectivo o proyecto de instrumento cuando se trate de actuaciones relativas a la negociación colectiva, al que aparezca de los antecedentes propios de la actuación de que se trate o que conste en los registros propios de la Dirección del Trabajo. La notificación se entenderá practicada al sexto día hábil contado desde la fecha de su recepción por la oficina de Correos respectiva, de lo que deberá dejarse constancia por escrito.

La no comparecencia sin causa justificada a cualquier citación de la Dirección del Trabajo notificada de conformidad a los incisos precedentes, constituirá una infracción que será sancionada de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 30 del referido decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social.".

22. En el artículo 511:

a. Reemplázase en su inciso primero el vocablo "ter" por "quáter".

b. Suprímase en el numeral 1 del inciso primero, la expresión "de hecho".

c. Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones "dias" y "siguientes", la frase "hábiles, conforme lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.880,".

23. En el artículo 512:

a. Intercálase en el inciso primero, entre las expresiones "treinta días" y "de", la frase "hábiles, conforme lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.880,".

b. Reemplázase en el inciso segundo el guarismo "474" por "503".

c. Agrégase un inciso final nuevo, del siguiente tenor:

"Con todo, si dentro de los cinco días hábiles, conforme lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.880, y siempre que no haya hecho uso de recurso administrativo o judicial, el empleador paga la multa, el monto de ésta se rebajará en un veinte por ciento.".

24. Agréganse los siguientes artículos 514, 515 y 516 nuevos:

"Artículo 514.- La Dirección del Trabajo administrará un registro de contrataciones y terminaciones de contratos de trabajo.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, los empleadores que celebren uno o más contratos de trabajo deberán registrar mensualmente las contrataciones.

Asimismo, y sin perjuicio de las obligaciones de comunicación de terminaciones de contratos establecidas en el artículo 162, el empleador, además, deberá registrar mensualmente el término de los servicios que se produzca por aplicación de las causales contenidas  en los números 1, 2 y 3 del artículo 159.

El registro se hará a través de un formulario electrónico proporcionado por la Dirección del Trabajo.

De igual manera, el empleador deberá registrar una única dirección de correo electrónico para recibir válidamente las notificaciones de las actuaciones y resoluciones de la Dirección del Trabajo.

El Director del Trabajo, mediante resolución exenta establecerá las modalidades y procedimientos necesarios para la implementación del registro establecido en el presente artículo.

En virtud de los principios de coordinación y eficiencia, la Dirección del Trabajo celebrará convenios con las entidades públicas y privadas que administren registros de datos referidos a contratos de trabajo y terminación de los mismos, para el tratamiento de estos datos a fin de evitar contradicciones en la información almacenada, así como duplicidades en la obligación de registro de los empleadores.

Artículo 515.- Para el cumplimiento de sus funciones fiscalizadoras, la Dirección del Trabajo estará facultada para requerir a los organismos públicos y privados que administran prestaciones de la seguridad social y de la seguridad y salud en el trabajo, incluyendo las empresas que presten el servicio de declaración y pago de cotizaciones previsionales por Internet, los Notarios y la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía, los datos personales y la información necesaria respecto de las contrataciones y terminaciones de los contratos de trabajo y del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales.

La Dirección del Trabajo tendrá la responsabilidad de efectuar el tratamiento de los datos personales de los trabajadores y empleadores sólo para el cumplimiento de sus funciones legales y con sujeción a las normas de la ley N° 19.628. El traspaso de la información se materializará a través de convenios de colaboración que deberán celebrarse con las entidades que proporcionen la información y los datos personales.

La Dirección del Trabajo y su personal deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información y de los datos personales que tomen conocimiento, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deban proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, deberán abstenerse de usar los datos recopilados en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Artículo 516.- La Dirección del Trabajo podrá relacionarse directamente con los empleadores, trabajadores y organizaciones sindicales, y éstos con la Dirección, a través de los medios dispuestos para tales efectos por la institución, tanto físicos como electrónicos. Los trámites y actuaciones que se realicen a través de tales medios producirán los mismos efectos que los trámites y actuaciones efectuados en las dependencias de la Dirección del Trabajo o en el domicilio del respectivo usuario.

Asimismo, la Dirección del Trabajo podrá definir y poner a disposición de empleadores, trabajadores y organizaciones sindicales, a través de su sitio web, documentos laborales electrónicos tipo, que gozarán de validez ante la Dirección del Trabajo para efectos de acreditar el cumplimiento de la normativa correspondiente. Las formalidades para la elaboración y suscripción de los referidos documentos será establecida mediante resolución exenta por el propio Servicio.".

Artículo 2.- Para el ejercicio de la labor fiscalizadora la Dirección del Trabajo podrá disponer el uso de vehículos fiscales en días inhábiles y en horario nocturno.

Artículo 3.- La Dirección del Trabajo en conjunto con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberán definir un Plan Institucional Anual, que contenga las principales líneas de acción, objetivos, indicadores, metas institucionales y el programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a las y los usuarios a que se refiere el artículo 13, el cual deberá ser cumplido durante el año calendario siguiente para, a lo menos, las siguientes materias;

1. Perfeccionamiento del desempeño institucional en la calidad de la entrega de los servicios a las y los usuarios, en especial aquellos brindados de modo no presencial, a fin de incrementar los niveles de satisfacción percibida por la ciudadanía.

2. Optimización progresiva de la acción fiscalizadora, de acuerdo a los niveles de detección del incumplimiento de la legislación laboral.

El Plan Institucional Anual deberá ser enviado por la Dirección del Trabajo en conjunto con el Ministerio del ramo al Senado como a la Cámara de Diputados, en el mes de marzo del año de su ejecución.

Asimismo, durante el mes de marzo de cada año, la Dirección del Trabajo en conjunto con el Ministerio del ramo deberá enviar al Senado como a la Cámara de Diputados un informe de gestión que contenga el porcentaje de las metas cumplidas, los resultados obtenidos, y las medidas correctivas y preventivas tomadas para el cumplimiento de los objetivos establecidos en el Plan Institucional Anual del año anterior.

Además dicha entidad, deberá enviar un informe de avance en el raes de julio de cada año.

Artículo 4.- La Dirección del Trabajo podrá hacerse parte o querellarse en los procesos a que diere lugar un hecho que revista caracteres de delito, en relación a los trámites que se desarrollen ante ella, o que se hubiere cometido en contra de alguno de sus funcionarias o funcionarios en el ejercicio de sus deberes.

TÍTULO II

DEL INGRESO A LA DIRECCIÓN DEL TRABAJO Y OTRAS NORMAS

PÁRRAFO 1°

Del ingreso a la Dirección del Trabajo

Artículo 5.- El ingreso a los cargos de las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares de la Dirección del Trabajo se efectuará mediante concursos internos en los cuales solo podrán participar las y los funcionarios a contrata de dicho Servicio asimilados a la planta respectiva que, cumpliendo los requisitos correspondientes al cargo, además:

1. Hayan sido designados, previo concurso público, a contrata asimilada a la planta respectiva.

2. Posean una antigüedad en la contrata de, a lo menos, 3 años continuos e inmediatamente anteriores a la fecha de convocatoria del concurso.

3. Se encuentren designados en un cargo asimilado al mismo grado de la planta al cargo de la vacante convocada o superior en la misma planta al cargo de la vacante convocada.

4. Se encuentren calificados en lista N°1, de Distinción, o lista N°2, Buena, durante, a lo menos, los dos años previos al concurso.

5. No estén afectos a las inhabilidades establecidas en las letras o) y d) del artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

También podrán participar de los concursos a que se refiere el inciso anterior, las y los funcionarios titulares de un cargo de una planta distinta a la vacante convocada, siempre que cumplan los requisitos del cargo, y además:

1. Se encuentren calificados en lista N°1, de Distinción, o lista N°2, Buena, durante, a lo menos, los cuatro años previos al concurso, y

2. No estén afectos a las inhabilidades establecidas en las letras c) y d) del artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El ingreso a los cargos de las plantas de Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares se efectuará en el último grado de la planta respectiva, salvo que existan vacantes de grados superiores a éste que no hubieren podido proveerse mediante promociones o ascensos.

El ingreso a los cargos de la planta de profesionales se efectuará en cualquiera de sus tres últimos grados, salvo que existan vacantes de grados superiores a éstos que no hubieren podido proveerse mediante promociones.

La o el Director del Trabajo publicará las bases del concurso en el sitio web institucional dentro de los dos días siguientes a la resolución que llame a concurso. Entre el vencimiento del plazo antes señalado y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días. Lo anterior, sin perjuicio de las demás medidas de difusión que estime conveniente adoptar.

En lo no previsto en el presente artículo, éstos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 6.- En aquellos casos en que los procesos de selección para proveer cargos a contrata de la Dirección del Trabajo se realicen mediante concurso público, se convocarán a través de los sitios web institucionales u otros que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, requisitos para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para la postulación. Adicionalmente, se publicarán avisos de la convocatoria del proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.

El llamado a concurso público se dispondrá mediante una resolución de la o del Director del Trabajo y deberá contener, a lo menos, lo señalado en el inciso anterior. Dicha resolución deberá difundirse, dentro de los dos días siguientes a su dictación. Entre el vencimiento del plazo fijado anteriormente y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días.

En aquellos casos en que los procesos de selección para proveer cargos a contrata asimilados a las plantas de Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares de la Dirección del Trabajo se realicen mediante concurso público, éstos deberán convocarse para el último grado asimilado a la planta respectiva. En el caso de los concursos para contratas asimilados a la planta de profesionales podrán realizarse en cualquier grado de dicha planta.

La o el Director del Trabajo, mediante resolución, establecerá las normas complementarias orientadas a asegurar la objetividad, transparencia, no discriminación, calidad técnica de los mecanismos de ingreso a la contrata y de la operación de los concursos de promoción. Asimismo, establecerá las instancias de carácter consultivo e informativo para las y los funcionarios y sus asociaciones sobre estas materias y sus modificaciones.

Párrafo 2°

Del Sistema de Turnos

Artículo 7.- La o el Director del Trabajo dispondrá, mediante resolución, un sistema de turnos entre el personal, consistente en el desempeño del trabajo en horarios total o parcialmente diferentes del habitual de funcionamiento de la Dirección del Trabajo, incluso en horario nocturno y en días sábados, domingos y festivos, cuando la atención de las y los usuarios y la fiscalización lo haga necesario, de manera estable y previsible, respetando la continuidad y el máximo de la jornada ordinaria de trabajo de 44 horas semanales.

Se entenderá por horario habitual de funcionamiento del Servicio, el que va desde las 08:00 a las 18:00 horas, de lunes a viernes, excluidos los sábados, domingos y festivos.

El personal que desempeñe estos turnos tendrá derecho a percibir una asignación de turno, que equivaldrá a la suma del 25% del valor de las horas diurnas trabajadas en un horario distinto al de funcionamiento habitual del Servicio, más el 50% del valor de las horas desempeñadas en horario nocturno y en días sábados, domingos y festivos.

Para estos efectos, el valor de la hora diaria ordinaria de trabajo se calculará dividiendo por 190 el sueldo base y las demás asignaciones que la ley considera para determinar el valor de las horas extraordinarias.

La asignación de turno se pagará mensualmente, será imponible, tributable y no constituirá base de cálculo de ninguna otra remuneración. Esta asignación se pagará a las y los funcionarios que efectivamente cumplan el turno. La asignación de turno será compatible con el pago de horas extraordinarias.

La dictación y modificación de la resolución a que se refiere el inciso primero deberá considerar mecanismos de consulta e información a las y los funcionarios y sus asociaciones.

Párrafo 3°

De la Asignación de Responsabilidad

Artículo 8.- Establécese una asignación de responsabilidad para los cargos de jefatura de la Dirección del Trabajo pertenecientes a la planta de Directivos afectos al artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

También tendrán derecho a la asignación regulada en este artículo, las y los funcionarios pertenecientes a las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, Técnicos y Administrativos, o que se encuentren asimiladas a ellas, que ejerzan funciones de Jefatura de unidad dependientes de oficinas de niveles operativos, asignadas expresamente por resolución de la o del Director del Trabajo, en tanto cumplan dicha función, y como máximo hasta 117 funcionarios del Servicio. Tratándose de técnicos y administrativos sólo podrán acceder a dicha asignación aquellas o aquellos que tengan asignado un cargo de hasta el grado 17° de la escala de remuneraciones.

La asignación de responsabilidad será pagada mensualmente, tendrá vigencia anual, será imponible y tributable, y se calculará sobre la cantidad que resulte de la suma del sueldo base del grado respectivo, más la asignación de fiscalización establecida en el artículo 6° del decreto ley N° 3.551, de 1980, que le corresponda, y la asignación señalada en el artículo 4° de la ley 18.717.

Los cargos afectos a esta asignación y los montos correspondientes, los que no podrán exceder de un 22,4% del monto de la base de cálculo que se señala en el inciso anterior, serán determinados anualmente por la o el Director del Trabajo, previa visación de la Dirección de Presupuestos, mediante resolución afecta al trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República. Dicho monto será definido para las y los funcionarios señalados en el inciso primero según funciones, grados de la escala de remuneraciones asociado al cargo y nivel de complejidad de las unidades, y para las y los funcionarios señalados en el inciso segundo según el nivel de complejidad de las unidades.

La asignación de responsabilidad regulada en el presente artículo será incompatible con la asignación de funciones críticas establecida en el artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882 y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

La o el Director del Trabajo, mediante resolución exenta, establecerá el número máximo de funcionarias y funcionarios que podrá percibir la asignación conforme a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo y las demás normas necesarias para su otorgamiento.

Durante el período en que las y los funcionarios perciban la asignación a que se refiere este artículo, tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4°, del Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Mediante un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, se establecerán los criterios para definir los niveles de complejidad de las unidades, clasificándolas entre aquellas que tienen alta, media alta, media y baja complejidad. La o el Director del Trabajo mediante una resolución deberá establecer el nivel de complejidad que corresponda a las unidades afectas a la asignación de este artículo, según los criterios establecidos en el antedicho reglamento, los que deberán ser objetivos, transversales y transparentes en relación a la función desempeñada.

Párrafo 4°

De la Asignación Especial de Calidad de Servicio

Artículo 9.- Establécese una asignación especial de calidad de servicio para el personal de planta y a contrata de la Dirección del Trabajo, siempre que hayan prestado servicios sin solución de continuidad en la institución durante a lo menos seis meses del año objeto de la evaluación.

La asignación especial de calidad de servicio contendrá los siguientes componentes:

1. Un componente base, y

2. Un componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio.

La asignación será pagada a las y los funcionarios en servicio a la fecha de pago, en cuatro cuotas en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota, será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo, como resultado de la aplicación mensual de esta asignación. No obstante, el personal que deje de prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo, tendrá derecho a la asignación en proporción a los meses completos efectivamente trabajados. La asignación será tributable e imponible para efectos de salud y pensiones. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentra afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La asignación de este artículo, no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

La o el Director del Trabajo no tendrá derecho a la asignación de este artículo. Los Directivos del segundo nivel jerárquico, sólo tendrán derecho al componente base de la asignación.

Artículo 10.- El monto de la asignación especial de calidad de servicio se determinará aplicando los porcentajes que se señalan en los artículos 11 y 12 de la presente ley sobre la suma de los siguientes estipendios: sueldo base del grado respectivo más la asignación de fiscalización establecida en el artículo 6 del decreto ley N° 3.551, de 1980, que le corresponda, y la asignación señalada en el artículo 4 de la ley N° 18.717.

Artículo 11.- El componente base a que se refiere el numeral 1 del artículo 9 será de un 12%, a contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente ley, sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 10.

Artículo 12.- El componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio a que se refiere el numeral 2 del artículo 9, se concederá en relación a la ejecución del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a las y los usuarios.

El monto del componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio se calculará según el tramo de cumplimiento del programa señalado en el inciso anterior del año precedente, según se establece en la tabla siguiente:

	Tramos de cumplimiento del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios
	El monto del componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio corresponderá a la cantidad que resulte de aplicar el % que se indica, sobre la suma de las remuneraciones  señaladas en el artículo 10.

	
	DDesde
	HHasta

	Igual o superior a un 71% e inferior a 81%

	1%
	1,7%

	Igual o superior a un
81% e igual o inferior a 90%

	1,8%
	2,4%

	Superior a 90%
	2,5%
	4,5%


En caso que el tramo de cumplimiento del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios sea inferior al 71%, no se tendrá derecho al componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio a que se refiere el numeral 2, del artículo 9.

En el mes de diciembre del año anterior al cumplimiento del programa a que se refiere el inciso primero, por decreto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", visado por la Dirección de Presupuestos, se fijará el porcentaje máximo correspondiente al componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio, según la tabla señalada en el inciso segundo.

Artículo 13.- Para efectos de otorgar el componente de la asignación asociado a la evaluación de la calidad de servicio, se aplicarán las siguientes reglas:

1. La o el Director del Trabajo, antes del 15 de octubre de cada año, propondrá al Ministro o Ministra del Trabajo y Previsión Social un programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios, indicando las metas que se cumplirán con sus correspondientes indicadores y ponderadores y el instrumento de medición de la percepción de las y los usuarios respecto de la calidad de servicio. Las ponderaciones aplicables b serán las siguientes: 50% para los indicadores de calidad de servicio del programa de mejoramiento y 50% para el instrumento de medición de la percepción de las y los usuarios.

2. Las o los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda aprobarán el programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a las y los usuarios, indicando las metas que se cumplirán con sus correspondientes indicadores y ponderadores y el instrumento de medición de la percepción de las y los usuarios respecto de la calidad de servicio, como asimismo sus instrumentos de control y evaluación, todo lo cual deberá ser aprobado anualmente mediante decreto expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República, por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y además suscrito por la o el Ministro de Hacienda. Para tales efectos, previamente, la o el Subsecretario del Trabajo propondrá a la o al Ministro del Trabajo y Previsión Social, el grupo objetivo respecto del cual aplicar el instrumento de medición antes señalado, el tamaño de la muestra que será utilizada, la que deberá tener un carácter aleatorio y representativo, y cualquier otra norma necesaria para la evaluación.

3. La evaluación de percepción de las y los usuarios será efectuada por una empresa externa seleccionada y contratada por la Subsecretaria del Trabajo a través de los procedimientos descritos en la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicio. La aplicación de dichos procedimientos será de responsabilidad de la Subsecretaría del Trabajo.

4. La evaluación del cumplimiento de las metas será efectuada por la Subsecretaría del Trabajo, pudiendo contratar evaluadoras o evaluadores externos  a esa Subsecretaría.

La contratación de dichas o dichos evaluadores se efectuará por la Subsecretaría del Trabajo a través del procedimiento dispuesto en la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, y será de su cargo.

Del mismo modo, se podrán realizar auditorías selectivas a las bases de datos, procesos de trabajos y procedimientos que permitan verificar la información proporcionada por la Dirección del Trabajo, a través de las o los evaluadores externos que serán contratados por la Subsecretaría del Trabajo, del modo antes señalado. Dicha Subsecretaría sólo podrá realizar observaciones técnicas al informe de evaluación de cumplimiento de metas realizado por una o un evaluador externo.

5. Un decreto expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señalará el nivel de cumplimiento para el pago del componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio que se hubiere alcanzado anualmente.

6. Los resultados de la evaluación serán publicados en el sitio electrónico de la Dirección del Trabajo y, asimismo, incluidos en la cuenta pública institucional y en el Balance de Gestión Institucional.

7. Un reglamento expedido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el que además deberá ser suscrito por la o el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos destinados a la definición de los objetivos o metas con sus correspondientes indicadores y ponderadores; los mecanismos necesarios para la implementación de la modalidad que se utilizará para el cumplimiento de las metas, las cuales podrán ser institucionales, colectivas, según áreas territoriales y/o funcionales, u otras que se definan; los mecanismos de consulta e información a las y los funcionarios y a las asociaciones de la Dirección del Trabajo; las normas transitorias para su aplicación y pago; los mecanismos de control, evaluación y verificación del cumplimiento de las metas que se hayan fijado con sus correspondientes indicadores y ponderadores; la forma de determinar los porcentajes a pagar anualmente; el calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas anuales; los procedimientos de reclamación; las causas, procedimientos de revisión y redefinición de metas; y toda otra norma necesaria para la adecuada aplicación del componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio. Además, podrá fijar los contenidos mínimos para la elaboración del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a las y los usuarios.

Párrafo 5°

Disposiciones Varias

Artículo 14.- Deróganse los artículos 1 al 7 de la ley N° 19.994.

Artículo 15.- A partir del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente ley, lo dispuesto en la letra d) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, respecto de la compatibilidad en el desempeño de cargos de planta regidos por dicha ley con la designación en cargos a contrate en el mismo servicio, no será aplicable en la Dirección del Trabajo. Lo anterior no regirá respecto de la renovación de los contratos que gozaron de compatibilidad al 30 de junio de 2017. Tratándose de cargos de jefaturas no regirá respecto de la renovación de las contratas que gozaron de compatibilidad al 31 de diciembre de 2017. En todo caso, para quienes no cumplan labores de jefatura, su renovación sólo podrá continuarse hasta la fecha en que sean encasillados conforme al numeral 3 del artículo segundo transitorio de la presente ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Facúltase a la Presidenta o al Presidente de la República para que establezca, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda y suscritos además por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar las plantas de personal de la Dirección del Trabajo y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ellas. En especial, podrá determinar los grados de la escala a que se refiere el artículo 5° del decreto ley N° 3.551, de 1981, que se asignen a dichas plantas; los requisitos específicos para el ingreso y promoción a dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI, de la ley N° 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. Además, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones, incluidas las variables.

2. Los grados superiores e iniciales, y el número de cargos totales para cada una de las plantas que se fijen en virtud de este artículo serán los siguientes:

Planta de Directivos: grados 1° y 11°, 232 cargos.

Planta de Profesionales: grados 5° y 15°, 291 cargos. 

Planta de Fiscalizadores: grados 9° y 16°, 1002 cargos. 

Planta de Técnicos: grados 14° y 18°, 172 cargos. 

Planta de Administrativos: grados 16° y 21°, 233 cargos. 

Planta de Auxiliares: grados 19° y 22°, 27 cargos.

3. Establecer las fechas de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique.

4. Establecer el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento. También señalará los cargos que se proveerán de acuerdo al artículo tercero transitorio de esta ley, estableciendo la gradualidad en que podrán comenzar a proveerse.

5. Además, podrá establecer normas de encasillamiento complementarias.

6. El encasillamiento del personal a que se refiere este artículo quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

b. No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.

c. Respecto del personal que en el momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a las y los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a las y los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d. Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento en el cual participen funcionarias y funcionarios de planta y a contrata no serán considerados promoción, y las y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo. Asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.

e. Los requisitos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se refiere este artículo no serán exigibles respecto de las y los funcionarios titulares y a contrata para efectos del encasillamiento dispuesto en los artículos segundo, tercero y cuarto transitorios de la presente ley. Asimismo, a las y los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, y a aquellas y aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

Artículo segundo.- El encasillamiento del personal de la Dirección del Trabajo quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley de las nuevas plantas a que se refiere el artículo anterior y en esta ley, debiéndose considerar a lo menos lo siguiente:

1. Las y los funcionarios titulares de cargos de las plantas de Directivos de Carrera, de Profesionales, de Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares serán encasillados en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento y en la misma planta, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían las o los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta.

2. Los cargos de directivos correspondientes a jefes de subdepartamentos grados 6° al 9° y jefaturas grado 9°, serán encasillados en cargos de directivos de carrera de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento. Después de efectuado el proceso de encasillamiento y cuando queden vacantes por cualquier causa, se transformarán, por el sólo ministerio de la ley, en cargos de profesionales del mismo grado que tenían en la planta de directivos. Dicha transformación se formalizará mediante resolución de la o del Director del Trabajo, visada por la Dirección de Presupuestos.

3. No obstante lo dispuesto en el numeral 1 del presente artículo, aquellas o aquellos funcionarios titulares de las plantas de Directivos, de Profesionales, de Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares que ejercen un cargo compatible en la contrata de grado superior al de planta al 30 de junio de 2017, y que cuenten con una antigüedad entre 7 y 14 años, ambos inclusive, a dicha fecha en ese grado a contrata, se encasillarán en el grado inmediatamente superior a aquel de que son titulares, y de ser esa antigüedad mayor a 14 años, se encasillarán en los dos grados inmediatamente superiores a aquel de que son titulares. Con todo, no podrán encasillarse en un cargo de grado superior al que ejercen en la contrata.

4. Una vez practicado lo dispuesto en los numerales anteriores, los cargos que queden vacantes en las plantas de Profesionales, de Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares, se proveerán gradualmente previo concurso interno de antecedentes, en el que podrán participar las y los funcionarios titulares de la respectiva planta que se encuentren ubicados en el grado inmediatamente inferior al de la vacante convocada, quienes además deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto coordinado, refundido y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. El o los referidos concursos se regirán por las normas que defina el o los decretos con fuerza de ley señalados en el artículo anterior, considerando, a lo menos, lo siguiente:

a. Las bases de estos concursos deberán considerar los siguientes factores: antigüedad en el grado, antigüedad en el estamento, antigüedad en el Servicio y promedio de las dos últimas calificaciones. Cada uno de estos factores tendrá la siguiente ponderación: 50%, 15%, 20% y 15%, respectivamente.

Para los efectos del presente concurso la antigüedad se considerará de modo continuo o discontinuo. Respecto de las o los funcionarios que sean encasillados en uno o más grados superiores de acuerdo al numeral anterior, se considerará la antigüedad en el nuevo grado que se origine por dicho encasillamiento.

b. La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por las o los postulantes. En caso de producirse empate, se aplicará como criterio de desempate la antigüedad en el grado En el evento de mantenerse la igualdad, se considerará la antigüedad en la Dirección del Trabajo, luego en el escalafón respectivo, y finalmente en la Administración Pública. De persistir el empate decidirá la o el Director del Trabajo.

c. En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se aplicarán en lo que corresponda, las reglas establecidas en el párrafo 1°, del Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

5. Una vez practicado lo dispuesto en el numeral 4 anterior, y según lo defina el o los decreto con fuerza de ley señalados en el artículo anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán previo concurso interno de oposición de antecedentes, de acuerdo a las reglas siguientes:

a. Podrán participar, en el concurso para la provisión de los cargos vacantes de la planta de Administrativos, las y los funcionarios titulares de un cargo en la planta de Auxiliares que cumplan los siguientes requisitos copulativos:

i. Poseer una antigüedad de, a lo menos, 3 años en la Dirección del Trabajo anteriores al 31 de diciembre de 2017.

ii. Encontrarse desempeñando funciones administrativas al 31 de diciembre de 2017 y que posean una antigüedad en dicha función de, a lo menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii. Haber aprobado una certificación de conocimientos técnicos asociados a la función o cumplir con los requisitos respectivos del cargo al que postulan.

Las o los funcionarios señalados en el inciso anterior podrán postular al mismo grado que detentaban al 31 de diciembre de 2017. Sólo podrá postular a un grado superior del que se es titular si dicho grado es inmediatamente inferior al último grado de la planta de Administrativos.

b. Podrán participar en el concurso para la provisión de los cargos vacantes de la planta de Técnicos, las y los funcionarios titulares de un cargo en la planta de Administrativos entre los grado 16° a 19°, que cumplan los siguientes requisitos copulativos:

i. Poseer una antigüedad de, a lo menos, 3 años en la Dirección del Trabajo anteriores al 31 de diciembre de 2017.

ii. Encontrarse desempeñando funciones técnicas al 31 de diciembre de 2017 y que posean una antigüedad en dicha función de, a lo menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii. Haber aprobado una certificación de conocimientos técnicos asociados a la función o cumplir con los requisitos respectivos del cargo al que postulan.

Las o los funcionarios señalados en el inciso anterior podrán postular al mismo grado que detentaban al 31 de diciembre de 2017. Sólo podrá postular a un grado superior del que se es titular si dicho grado es inmediatamente inferior al último grado de la planta de Técnicos.

c. Podrán participar en el concurso para la provisión de los cargos vacantes de la planta de Fiscalizadores las y los funcionarios titulares de un cargo en la planta de Técnicos que se encuentren entre los grados 14° y 17° y quienes sean titulares de un cargo en la planta de Administrativos en los grados 16° y 17°, que cumplan los siguientes requisitos copulativos:

i. Poseer una antigüedad de, a lo menos, 3 años en la Dirección del Trabajo al 31 de diciembre de 2017.

ii. Encontrarse desempeñando alguna de las siguientes funciones: de fiscalización, de atención de usuarias o usuarios, de mediación, de conciliación o de relaciones laborales, al 31 de diciembre de 2017 y que posean una antigüedad en dicha función de, a lo menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii. Haber aprobado una certificación de conocimientos técnicos asociados a la función o cumplir con los requisitos respectivos del cargo al que postulan.

Las o los funcionarios señalados en el inciso anterior podrán postular al mismo grado que detentaban al 31 de diciembre 2017. Sólo se podrá postular a un grado superior del que se es titular si dicho grado es inmediatamente inferior al último grado de la planta de Fiscalizadores.

d. Podrán participar en el concurso para la provisión de los cargos vacantes de la planta de Profesionales, los funcionarios titulares de un cargo en la planta de Fiscalizadores, que cumplan los siguientes requisitos copulativos:

i. Poseer una antigüedad de, a lo menos, 3 años en la Dirección del Trabajo al 31 de diciembre de 2017.

ii. Encontrarse desempeñando funciones profesionales, al 31 de diciembre de 2017 y que posean una antigüedad en dicha función de, a lo menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii. Cumplir los requisitos respectivos del cargo al que postulan.

Las o los funcionarios señalados en el inciso anterior podrán postular al mismo grado que detentaban al 31 de diciembre de 2017. Sólo se podrá postular a un grado superior del que se es titular si dicho grado es inmediatamente inferior al último grado de la planta de Profesionales.

El o los decretos con fuerza de ley del artículo primero transitorio, que regulen los concursos a que se refiere este numeral 5, considerarán, a lo menos, lo siguiente:

a. Las bases de estos concursos deberán considerar los siguientes factores: antigüedad en el servicio, antigüedad en el estamento, antigüedad en el grado y promedio de las dos últimas calificaciones. Cada uno de estos factores tendrá la siguiente ponderación: 50%, 20%, 15% y 15%, respectivamente. Para los efectos del presente concurso la antigüedad se considerará de modo continuo.

b. La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por las o los postulantes. En caso de producirse empate, se aplicará como criterio de desempate la antigüedad en la Dirección del Trabajo. En el evento de mantenerse la igualdad, se considerará la antigüedad en el escalafón respectivo, luego en el grado, y finalmente en la Administración Pública. De persistir el empate decidirá la o el Director del Trabajo.

c. En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se aplicarán, en lo que corresponda, las reglas establecidas en el párrafo 1°, del Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo tercero.- Una vez practicado el mecanismo señalado en el artículo anterior, y según lo defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, los cargos que queden vacantes en las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, Técnicos, Administrativos y Auxiliares, se proveerán previo concurso interno de oposición de antecedentes, en conformidad a las reglas siguientes:

1. Podrán participar en el concurso las y los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta; que se encuentren calificados en lista 1, de Distinción, o lista 2. Buena, durante, a lo menos, los tres años previos al concurso de encasillamiento; que al 31 de diciembre de 2017 tengan al menos una antigüedad de tres años en la Dirección del Trabajo; y, que cumplan con los requisitos respectivos del cargo.

2. Las y los funcionarios señalados en el numeral anterior, podrán postular a un cargo vacante que corresponda a la misma planta y grado al cual se encuentren asimilados a la fecha del respectivo concurso.

3. Respecto de aquellas o aquellos funcionarios a contrata, que a la fecha del concurso se encuentren ejerciendo funciones de jefaturas equivalentes a un segundo o a un tercer nivel jerárquico, sólo podrán postular a un cargo vacante de la planta y grado al que estaban asimilados, antes de ejercer las funciones de jefatura. Sin perjuicio de lo anterior, a las o los funcionarios que ejercen funciones de tercer nivel jerárquico se les aplicará, cuando corresponda, lo dispuesto en el numeral 3 del artículo segundo transitorio de la presente ley.

4. El o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, que regulen los concursos de este artículo, considerarán, a lo menos, lo siguiente:

a. Las bases de estos concursos deberán considerar los siguientes factores: antigüedad en la Dirección del Trabajo, antigüedad en el estamento al cual se encuentren asimilados y promedio de las dos últimas calificaciones. Cada uno de estos factores tendrá la siguiente ponderación: 50%, 30% y 20%, respectivamente.

Para los efectos de estos concursos, la antigüedad se considerará de modo continuo y discontinuo.

b. La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por las o los postulantes. En caso de producirse empate, se aplicará como criterio de desempate el resultado de la última calificación obtenida por la o el funcionario. En el evento de mantenerse la igualdad, se considerará la antigüedad en la Dirección del Trabajo, luego en el escalafón respectivo, posteriormente en el grado, y finalmente en la Administración Pública. De persistir el empate decidirá la o el Director del Trabajo.

c. En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley del artículo primero transitorio, se aplicarán en lo que corresponda, las reglas establecidas en el párrafo 1°, del Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18. 834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo cuarto.- Una vez practicado el mecanismo señalado en el artículo anterior y según lo defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, los cargos que queden vacantes en las plantas de Profesionales, Fiscalizadores, Técnicos, Administrativos y Auxiliares, se proveerán previo concurso interno de antecedentes, de acuerdo a las reglas siguientes:

1. Podrán participar en el concurso, las y los funcionarios que hayan ingresado a la planta de la Dirección del Trabajo en virtud de lo dispuesto en el artículo anterior, siempre que hayan ingresado en el mismo grado al cual se encontraban asimilados en la contrata. En los respectivos concursos internos podrán participar las y los funcionarios que cumplan con las siguientes condiciones:

a. Encontrarse nombrado en la misma planta y en el grado inmediatamente inferior al de la vacante a proveerse, y

b. Cumplir con lo dispuesto en el artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

2. El o los decretos con fuerza de ley del artículo primero transitorio, que regulen los concursos a que se refiere este artículo, considerarán, a lo menos, lo siguiente:

a. Las bases de estos concursos deberán considerar los siguientes factores: promedio de notas de las dos últimas calificaciones, antigüedad en el grado, antigüedad en el estamento y antigüedad en la Dirección del Trabajo. Cada uno de estos factores tendrá la siguiente ponderación: 15%, 50%, 15% y 20%, respectivamente.

Para efectos de este literal, se considerará la antigüedad que la o el funcionario tenía en el estamento y grado al cual se encontraban asimilados en la contrata, tanto continua como discontinua.

b. La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por las o los postulantes. En caso de producirse empate, se aplicará como criterio de desempate la antigüedad en el grado. En el evento de mantenerse la igualdad, se considerará la antigüedad en la Dirección del Trabajo, luego en el escalafón respectivo y, finalmente, en la Administración Pública. De persistir el empate decidirá la o el Director del Trabajo.

c. En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley del artículo primero transitorio se aplicarán, en lo que corresponda, las reglas establecidas en el párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo quinto.- Lo dispuesto en el artículo 5 de la presente ley entrará en vigencia en la fecha que indique el o los decretos con fuerza de ley señalado en el artículo primero transitorio.

Para efectos de los concursos de ingreso a la planta a que se refiere el artículo 5 de la presente ley, las o los funcionarios a contrata que a la fecha de su publicación se desempeñen en el Servicio podrán participar en los referidos concursos, una vez transcurridos dos años desde la publicación de la misma, debiendo cumplir con los demás requisitos del cargo al que postulan, como asimismo, los establecidos en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 5 de esta ley. A dichas o dichos funcionarios no le será exigible lo dispuesto en el numeral 1 del inciso primero del artículo 5 de esta ley.

Artículo sexto.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento dispuesto en el artículo cuarto transitorio y dentro de los tres años siguientes a él, cuando la o el Director del Trabajo resuelva adoptar el procedimiento especial de multiconcursabilidad, éste se regirá por las siguientes reglas:

1. En el llamado deberán especificarse los cargos de las vacantes directas que originan el concurso y los cargos del grado inmediatamente inferior a éstos, cuyas o cuyos titulares se encuentren habilitados para postular.

2. Podrán participar las o los funcionarios de la Dirección del Trabajo de planta, que pertenezcan al mismo estamento de la vacante convocada y que se encuentren nombrados hasta en un grado inferior de la misma.

3. La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por las o los postulantes.

4. En el caso que producto de esta provisión de cargos, se generen vacantes indirectas en las plantas mencionadas, aquellas se proveerán por la o el funcionario del Servicio nombrado en el grado inmediatamente inferior al de la vacante generada, que se encuentre habilitado para postular a él y cumpla con los requisitos para ocupar el empleo de que se trate, de ser posible en acto seguido, como parte del mismo concurso y siguiendo iguales reglas.

La Subsecretaría del Trabajo y la Dirección de Presupuestos realizarán un estudio de evaluación de la aplicación del procedimiento especial de multiconcursabilidad dispuesto en este artículo, antes de haber terminado el tercer año de su aplicación.

Artículo séptimo.- Las derogaciones de los artículos 1 al 6 de la ley N° 19.994, de conformidad a lo señalado en el artículo 14, comenzarán a regir a contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos siguientes.

La derogación del artículo 7 de la ley N° 19.994 comenzará a regir a contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente ley. Los concursos de promoción que se encuentren realizando a tal fecha, se sujetarán a las normas aplicables al tiempo de su convocatoria.

La asignación especial de calidad de servicio establecida en el artículo 9 de la presente ley, comenzará a regir a contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de esta ley, y quedará sujeta a las siguientes reglas especiales para los períodos que se indican:

1. En el primer año de vigencia, el componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio ascenderá a un 0,5% de la suma de las remuneraciones a que se refiere el artículo 10 de esta ley, el cual se pagará siempre que se haya cumplido a lo menos el 75% de las metas fijadas para el año de publicación de la ley según la normativa para la asignación de estímulo y desempeño de la ley N° 19.994. Asimismo, la evaluación del nivel de cumplimiento de las metas fijadas se realizará conforme a la antedicha ley.

2. En el segundo año de vigencia, el componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio ascenderá a un 2% de la suma de las remuneraciones a que se refiere el artículo 10 de esta ley, el cual se pagará siempre que se haya cumplido a lo menos el 75% de las metas fijadas para el año siguiente a la publicación de la presente ley según la normativa para la asignación de estímulo y desempeño de la ley N° 19.994. Asimismo, la evaluación del nivel de cumplimiento de las metas fijadas se realizará conforme a la antedicha ley.

3. A contar del tercer año de vigencia, el componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio se pagará según el tramo de cumplimiento del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a las y los usuarios del año precedente. Para dicho año se aplicará la siguiente tabla:

	Tramos de cumplimiento del programa de mejoramiento de la cantidad de los servicios prestados a los usuarios
	El monto del componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio corresponderá a la cantidad  que resulte de aplicar el % que se indica, sobre la suma de las remuneraciones señaladas en el artículo 10.

	Igual o superior a un 71% e inferior a 81%
	1%

	Igual o superior a un 81% e igual o inferior a 90%
	1,8%

	Superior a 90%
	2,5%


En caso que el tramo de cumplimiento del programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios, sea inferior al 71%, no se tendrá derecho al componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio a que se refiere el numeral 2 del artículo 9.

4. A contar del cuarto año de vigencia, el componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio se pagará conforme a la tabla del artículo 12 de esta ley.

5. A contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente ley, el componente base de la asignación del artículo 9, ascenderá a un 12% de la suma de las remuneraciones indicadas en el artículo 10 de esta ley.

Artículo octavo.- El reglamento a que se refiere el artículo 13 de la presente ley, deberá dictarse dentro de los 180 días siguientes a la publicación de la misma.

Artículo noveno.- Lo dispuesto en los artículos 7 y 8 de la presente ley, entrarán en vigencia a contar del tercer año de la fecha de publicación de la misma.

Artículo décimo.- Lo dispuesto en el artículo 1 de la presente ley comenzará a regir en el plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de esta ley, sin perjuicio de las reglas siguientes.

Artículo undécimo.- El modelo de cumplimiento de obligaciones laborales y de prevención de infracciones regulado en el artículo 506 quinquies iniciará su vigencia en el plazo de tres meses contado desde la fecha de publicación en el Diario Oficial del reglamento dispuesto en el inciso cuarto del referido artículo, el que deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha de entrada en vigencia contemplada en el artículo anterior.

Artículo duodécimo.- Lo dispuesto en el artículo 514 comenzará a regir en el plazo de 3 meses contados desde la fecha de entrada en vigencia a que se refiere el artículo décimo transitorio de esta ley.

Asimismo, la o el empleador dispondrá de un plazo de tres meses, a partir de la fecha de entrada en vigencia del artículo 514, para practicar el registro de las contrataciones celebradas con anterioridad a dicha fecha y que se encuentren vigentes a la fecha del registro.

Artículo décimo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos. Para los años posteriores el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.".

-------


Acordado en sesión celebrada el 11 de octubre de 2017, con asistencia de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic (Presidenta) y Adriana Muñoz D´Albora y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel; en sesión celebrada el 17 de octubre de 2017, con asistencia de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic (Presidenta) y Adriana Muñoz D´Albora y del Senador señor Víctor Pérez Varela (en reemplazo del Senador Larraín); en sesión celebrada el 24 de octubre de 2017, con asistencia de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic (Presidenta) y Adriana Muñoz D´Albora y del Senador señor Hernán Larraín Fernández y en sesión celebrada el 29 de noviembre de 2017, con asistencia de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.


Sala de la Comisión, a 4 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.

_____________________

1 El artículo 6 del decreto ley N° 3.551, de 1980, establece para el personal de la Contraloría General de la República, y de las instituciones fiscalizadoras, una asignación no imponible, denominada "asignación de fiscalización".

2 El artículo 4 de la ley N° 18.717, de 1988, otorga, a contar del 1° de junio de 1988, a los trabajadores de las entidades regidas por el artículo 1° del decreto ley N° 249, de 1974, del decreto ley N° 3.058, de 1979, y los Títulos I y II del decreto ley N° 3.551, de 1981, una bonificación sustitutiva equivalente a $ 2.235 mensuales. 
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GARCÍA Y TUMA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE PRORROGA LA VIGENCIA DE LA LEY N° 20.234, QUE ESTABLECE UN PROCEDIMIENTO DE SANEAMIENTO Y REGULARIZACIÓN DE LOTEOS, Y MODIFICA SU ARTÍCULO 4° PARA PERMITIR LA ENAJENACIÓN DE LOS SITIOS QUE CUENTEN CON LA RECEPCIÓN PROVISORIA

(11.523-14)
Considerando:

1. La ley N°20.234, estableció un procedimiento para el saneamiento y regularización de loteos.

2. Que, sin lugar a dudas, este procedimiento ha ayudado a muchas familias a mejorar su calidad de vida, puesto que al regularizar sus sitios, pueden acceder, por ejemplo, a obras de urbanización.

3. Si bien, mediante ley 20.812 se introdujo diversas modificaciones que perfeccionaron la referida normativa, esta mantiene una norma que, en cierto punto, afecta a los beneficiarios de esta política.

Se trata de la prohibición contenida en el inciso sexto de su artículo 4°, en virtud de la cual el loteador queda impedido de enajenar los sitios una vez otorgada la recepción provisoria por parte de la Dirección de Obras Municipales respectiva.

4. En muchas
ocasiones los sitios del loteo pertenecen a los respectivos comités, los que, por aplicación de la norma precitada, se encuentran imposibilitados de venderlos. Esta situación afecta la seguridad de las familias y vecinos del loteo, puesto que, el mantener estos sitios eriazos, sin moradores, promueve la comisión de delitos.

5. Por lo anterior, y en atención al nulo efecto que produce la norma vigente, el presente proyecto de ley propone eliminar tal prohibición, autorizado la enajenación de los sitios del loteo aun luego de la recepción provisoria del mismo.

Además, se establece la obligación de subinscribir al margen de la correspondiente inscripción de dominio la recepción provisoria del loteo, con el objeto de hacer público el hecho de que el predio se encuentra sometido a un proceso de regularización.

6. Por otra parte y, como se ha señalado, considerando lo beneficiosa que ha sido esta herramienta, resulta necesario prorrogar su vigencia con el objeto de que los loteos irregulares que teniendo derecho no han podido acogerse a dicho procedimiento, puedan hacerlo.

7. Por todo los anteriormente expuesto, venimos en proponer el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Prorrógase por el plazo de cinco años, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, el procedimiento simplificado de regularización a que se refiere el artículo 1° de la ley N° 20.234.

Artículo 2°.- Sustitúyese, la oración final del inciso sexto del artículo 4°, de la ley N°20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos, por la siguiente: "Dicho certificado deberá subinscribirse al margen de la correspondiente inscripción de dominio del respectivo loteo"."
(Fdo.): José García Ruminot, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR DE URRESTI, SEÑORAS ALLENDE, GOIC, MUÑOZ, LILY PÉREZ Y VAN RYSSELBERGHE Y SEÑORES BIANCHI, CHAHUÁN, COLOMA, GIRARDI, HARBOE, LAGOS, LARRAÍN, LETELIER, NAVARRO, OSSANDÓN, PIZARRO, PROKURICA, QUINTANA, QUINTEROS, ROSSI, TUMA, IGNACIO WALKER Y PATRICIO WALKER, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, SI LO TIENE A BIEN, SE SIRVA ADOPTAR LAS MEDIDAS PERTINENTES PARA FORTALECER Y POTENCIAR LA FORMACIÓN E INSERCIÓN REGIONAL EQUITATIVA DE PROFESIONALES HEMATÓLOGOS; HABILITAR LOS ESTABLECIMIENTOS HOSPITALARIOS DEL SISTEMA PÚBLICO PARA REALIZAR TRASPLANTES DE MÉDULA, ESPECIALMENTE, MEDIANTE EL SISTEMA HAPLOIDÉNTICO, EVITANDO ASÍ LA COMPRA DE SERVICIOS POR ESTE CONCEPTO EN EL SISTEMA PRIVADO Y LAS LISTAS DE ESPERA DE PACIENTES CON DONANTES 
(S 1.956 -12)

1. Que de acuerdo al Estudio “Informe sobre brechas de personal de Salud por Servicio de Salud”, elaborado por la Subsecretaría de Redes asistenciales del Ministerio de Salud en Marzo de 2016, y enviado a la Comisión Mixta de Presupuestos por la obligación establecida, vía glosa presupuestaria, de justificar los recursos asignados al Programa de Formación de Especialistas, a esa fecha existían en el país solo 153 médicos especialistas en Hematología1, de los cuales 34 están inscritos como hematólogos pediátricos.

2. Que según el mismo informe y de acuerdo a cifras de la OCDE, la densidad de médicos por cada 100 mil habitantes, para el caso de las especialidades médicas, entre las que se incluye la Hematología, es de 32, muy por debajo de los 82 de Francia, de los 81 de Bélgica, los 76 de España, los 75 de México y los 70 de Estados Unidos. 

3. Que para el cálculo de la brecha de personal se consideró la disminución de médicos por el plan de incentivo al retiro, así como la necesidad de más horas médicas que genera la cartera de inversiones para el período. Así, por ejemplo, el 2015 se acogieron a retiro 8 hematólogos.

4. Que, asimismo, en 2015 se incorporaron 445 médicos especialistas al sector público y otros 659 a partir del 1° de abril de 2016, en la modalidad denominada Periodo Asistencial Obligatorio, correspondiente a la devolución pos beca que establecen las normas que regulan la formación de especialistas en salud. De ese total hubo solo 4 cargos para hematólogos el 2015 y 3 el 2016, así como 1 para hematología oncológica pediátrica el 2015 y 2 para el 2016.

5. Que estos datos sirven para estimar que la brecha de profesionales médicos hematólogos es de, al menos, unos 35 especialistas. Lo anterior sin considerar que del número de hematólogos existentes hoy en el país, parte importante de ellos están concentrados en la Región Metropolitana y en las regiones de mayor población, lo que agrava la brecha y la equidad en algunos territorios. 

6. Que a los efectos de la brecha de profesionales especialistas en Hematología, se suma una prolongada falta de recursos suficientes en el tiempo para los programas de hematología oncológica, que ha afectado especialmente al Programa de Trasplante de Médula Ósea (TMO) de mayores de 15 años. Además, este programa carece de una institucionalidad que permita mantener cada una de las fases del proceso de TMO, lo que ha significado una sobredemanda a los profesionales a cargo, lo que en muchos casos culmina con renuncias.

7. Que la atención de pacientes con enfermedades hematológicas beneficiarios del sistema público se logra mediante el trabajo coordinado de diferentes hospitales, con profesionales calificados, dándoles la opción de tratamiento de alta complejidad con resultados similares a centros internacionales de excelencia. Ello ha significado un gran aporte a la equidad, independiente del origen geográfico o condición social de los pacientes a través de todo Chile. El progreso en algunos centros del país ha tenido un efecto multiplicador en la formación de nuevos profesionales y oportunidades de desarrollo de la medicina. Sin embargo, todos estos logros requieren una política de Estado, con garantías para un trabajo seguro a los diferentes profesionales involucrados y protección en la oportunidad de tratamiento para nuestros pacientes lo cual actualmente no está ocurriendo.

8. Que el TMO se desarrolló hace más de 50 años, habiéndose realizado a la fecha más de un millón en el mundo, siendo ahora un procedimiento estándar para más de 70 enfermedades hematológicas. En cánceres agresivos como Leucemias Agudas se requiere que el donante sea una persona diferente al receptor, pero a la vez compatible (trasplante alogénico). El estándar de donante corresponde a un hermano compatible, lo cual sólo ocurre en 30% de los pacientes. 

9. Que, hace algunos años se descubrió la opción de realizar trasplantes haploidénticos (“mitad idéntico”), donde los donantes pueden ser padres, hermanos, hijos e incluso primos. De esta manera todo paciente que requiere un TMO tendrá un donante potencial, no existiendo esta limitación para intentar curar un cáncer hematológico. En Chile el sistema privado de salud realizó el primer trasplante haploidéntico el 2013 y el sistema público, después de muchos esfuerzos, en julio de 2016. Los resultados demuestran que se logra curar la misma cantidad de pacientes que con donantes hermanos compatibles 100% y se rompe la brecha de accesibilidad.

10. Que contrario a lo que ocurre con los trasplantes de órganos sólidos, en hematología en el sector público hay donantes para TMO, pero no recursos para efectuarlos. 
11. Que debido a la falta de recursos en el Centro Nacional de Referencia del TMO, el Hospital del Salvador, se debió recurrir a la compra de servicios para trasplantes haploidénticos en el sistema privado, lo cual ha acarreado un gasto mucho mayor al que hubiera tenido si el proceso se hubiese ejecutado en un centro público y ello ha resultado en la restricción de su realización por la autoridad, hecho que afecta a pacientes de todo el país.

12. Que a pesar de los avances a nivel nacional, Chile sigue estando bajo los estándares internacionales de número de TMO por habitante, para países con similar PIB, incluso en Latinoamérica. Aun así, hay establecimientos hospitalarios, que han sentado las bases para realizar TMO, a partir de 2018. Sin embargo, existe entre dichos profesionales la percepción de que ese paso se verá postergado por los deficitarios recursos humanos y financieros.

El Senado acuerda:

Solicitar a la Presidenta Michelle Bachelet, pueda instruir a los ministros de Salud y de Hacienda, para que se adopten todas las medidas administrativas y financieras necesarias que permitan:

- Fortalecer y potenciar la formación e inserción regional equitativa de profesionales hematólogos;

- Habilitar aquellos establecimientos hospitalarios del sistema público, que además de ser centros de referencia en distintas zonas geográficas, puedan realizar trasplantes de médula ósea, favoreciendo el hecho de que, a diferencia de otros trasplantes, los TMO, a través del sistema haploidéntico, logran curar la misma cantidad de pacientes que con donantes hermanos compatibles y que rompen la brecha de accesibilidad. 

- Evitar un mayor gasto al tener que comprar servicios de trasplantes haploidénticos al sistema privado, generando mayor gasto para un menor número de pacientes. 

- Evitar las largas esperas que muchos pacientes, que cuentan con un donante, especialmente de regiones, deben esperar para poder ser intervenidos en Santiago.
(Fdo.): Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador. - Alejandro Navarro Brain, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
__________________________
1 Hematología: especialidad de la Medicina Interna que se dedica al diagnóstico y tratamiento de las enfermedades de la sangre, estudiando sus componentes (glóbulos bancos, glóbulos rojos, hemoglobina, proteínas plasmáticas, etc.) y de los órganos que se relacionan, como médula ósea, ganglios linfáticos, bazo, etc. https://www.redclinica.cl/plantilla/especialidades/hematologia.aspx
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OFICIO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE COMUNICA QUE APROBÓ, CON LAS EXCEPCIONES QUE SEÑALA, LAS ENMIENDAS INTRODUCIDAS POR EL SENADO AL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.132, QUE CREA LA EMPRESA TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE Y COMUNICA LA NÓMINA DE LOS DIPUTADOS QUE INTEGRARÁN LA COMISIÓN MIXTA QUE DEBE FORMARSE AL EFECTO
(6.191-19)
La Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día de hoy, aprobó las enmiendas introducidas por ese H. Senado al proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile, correspondiente al boletín N° 6.191-19, con excepción del inciso final del artículo 2 propuesto por el número 1, de la nueva letra a) del número 3 y del nuevo número 28, todos numerales del artículo único, que ha rechazado.

En razón de lo anterior, acordó que los diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política:
- don  Juan Luis Castro González
- don  Aldo Cornejo González

- don  Ramón Farías Ponce

- don  Gonzalo Fuenzalida Figueroa

- doña María José Hoffmann Opazo
Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 220/SEC/17, de 7 de noviembre de 2017.
Devuelvo la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados. 
_1394022858

